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      CCCF – Sala I 

      CFP 777/2015/CA1 

      “Nisman, Alberto s/ denuncia” 

      Juzgado N° 3 – Secretaría N° 5 

///////////nos Aires,  26 de marzo de 2015. 

   Y VISTOS Y CONSIDERANDO: 

   El Dr. Jorge L. Ballestero dijo: 

    I. En las primeras horas del pasado 14 de enero, el 

entonces titular de la Unidad Fiscal de Investigación del atentado a la sede 

de la AMIA, Dr. Alberto Nisman, efectuaba una presentación en el seno de 

otra causa vinculada con aquel crimen. El escenario escogido fue el 

expediente sustanciado ante el Juzgado Federal N° 4, destinado a indagar 

las irregularidades detectadas durante la instrucción de la causa por el 

ataque terrorista de julio de 1994 y que, al día de hoy, habrían impedido la 

adecuada y oportuna dilucidación de ese evento.  

   En dicho escrito, de más de 280 páginas, el Dr. Nisman 

reproducía un mismo supuesto de encubrimiento de los verdaderos 

responsables de la voladura de la mutual israelita, que el juez del citado 

tribunal viene ya examinando desde hace algunos años.  

    Sin embargo, aunque la figura delictiva anoticiada era 

idéntica, el Dr. Nisman aludía a otras circunstancias históricas y, 

fundamentalmente, a otros protagonistas. Lejos de las constancias 

ilustradas por la llamada causa AMIA en la década de los ’90 y de los 
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      “Nisman, Alberto s/ denuncia” 

      Juzgado NNN° 3 – Secretaría N° 5 

/////////////nos Aires,  26 de marzo de 2015. 

   Y VISTOS Y CONSIDERANDO: 

   EElll DDDrrr. Jorge LLL... BBBaaallestero dijo: 

II. EEEnnn las ppprimmmerass horas del pasaado 14 de enerooo,,, el

entonccces tttiiitular de la Unidaaaddd Fiiisssccal dde Investigación ddel aaatentado a la seeede

de laaa  AMMMIA, Dr. Albbeerrttoo NNiissmmaann,,,  efeeeccttuuaabbaa uunnaa pprreesseennntaccción en el seno de

otrraa cauuusssa vinculada con aquell  criiimmen. El escenaarrio escogido ffuuee el

expedddiiienttteee sustanciado anttteee el JJJuuuzgaaddooo Feeederal N° 44,,, dessstinado a indaaaggar

las irreggguuulllaridddaaadddeeesss dddeeettteeectadddaaas duuuranttte lllaa innnssstttrrruuucccccciiióóón dddee la causa ppooor el

ataque terrorisstttaa dddeee jjjuuullliiioo de 1994 y que, al ddíííaa dddeee hhhooy, habrían impedddiiido la

adecuada y oportuna dilucidación de ese evento.  

   En dicho escrito, de más de 280 páginas, el DDDr. Nisman

reprrroooducía un mismo supuesto de encubrimiento de lllooos verdaderos

responsaaabbblllees de la voladura de la mutual israelita, qquuueee el juez del citado

tribunal viene yyyaaa eeexaminando desde hace alggunnooosss aaaños.  

    Sin embargo, aunque la figura delictiva anoticiada era



personajes a ellas vinculados para ese entonces, esta denuncia se remontaba 

a fechas mucho más cercanas y a nombres más contemporáneos.   

   Esta vez se anunciaba la “…existencia de un plan 

delictivo destinado a dotar de impunidad a los imputados de nacionalidad 

iraní acusados en dicha causa, para que eludan la investigación y se 

sustraigan de la acción de la justicia argentina”, y se explicitaba que “esta 

confabulación ha sido orquestada y puesta en funcionamiento por altas 

autoridades del gobierno nacional argentino, con la colaboración de 

terceros, en lo que constituye un accionar criminal configurativo… de los 

delitos de encubrimiento por favorecimiento personal agravado, 

impedimento o estorbo del acto funcional e incumplimiento de los deberes 

de funcionario público”. El medio escogido para canalizar dicha voluntad 

espuria habría sido el Memorándum de Entendimiento entre el Gobierno de 

la República Argentina y el Gobierno de la República Islámica de Irán 

sobre los temas vinculados al ataque terrorista a la sede de la AMIA en 

Buenos Aires el 18 de Julio de 1994 suscripto en la ciudad etíope de Adís 

Abeba el 27 de enero de 2013. 

    A continuación la denuncia se internaba en la 

determinación de los responsables de ese plan, precisando que “la decisión 

deliberada de encubrir a los imputados de origen iraní acusados por el 

atentado terrorista del 18 de julio de 1994, como surge de las evidencias 

halladas, fue tomada por la cabeza del Poder Ejecutivo Nacional, Dra. 

Cristina Elisabet Fernández de Kirchner e instrumentada, principalmente, 

por el Ministro de Relaciones Exteriores y Culto de la Nación, Sr. Héctor 

Marcos Timerman” y junto a ellos varios sujetos “…entre los que cabe 

mencionar a: Luis Ángel D’Elía, Fernando Luis Esteche, Jorge Alejandro 

‘Yussuf’ Khalil, el Diputado Nacional Andrés Larroque, el Dr. Héctor Luis 

  Esta vez se anunciaba la “…existencia de un plan 

delictivo destinado a dotaaarrr ddde impunidad a los imputadddooosss ddde nacionalidad 

iraní acusados ennn  dddicha causa, para que eludan la investigaaaccciiión y se 

sustraigan de lllaa acción de la justicia argentina”, y se explicitaba que ““esta 

confabulaccciiión ha sido orquestada y puesta en funcionamiento por altaaasss 

autoridaaadddes del gobierno nacional argentino, con la colaboración de 

tercerrrooos, en lo que constituyye un accionar criminal configurativo… de los 

delitttos de encubbbrrriiimiennntttooo pppor fffaaavorecccimiiento personal agrrravado, 

impppedimento o eeestorrrbbbo del acto funccciiionaaalll e  inccumplimiento de llos dddeberes 

de funcionario púbbblico”. El medio escoggidooo paara canalizar dichha voooluntad 

espppuria habría sssidooo  eell MMemorándum de Enteeendimmmiento entre el GGGoobieeerno ddee 

la Reeppúúbbllica AAArrrgennnttiina y el Gobierrnnnooo dddeee la RRReeepppúúúbbblica Islámiiccca ddde Irán 

sobbbrrre los temas vvviiinculllaaadddos al atttaaaqqque ttteeerroooristtaaa aaa la sssede ddeee   llla AAAMMMIA en 

Buennnooos Aires el 18 dddee JJJuuulio de 111999999444 suscriipppttoo  een laa ccciiiuuudad etttíííoooppe de Adís 

Abeba eeel 27 de enero de 2013. 

   A continuación la denuncia se internaba en laaa   

determinacióóónnn de los responsables de ese plan, precisando que “la deciisssiiióóón 

deliberada de ennncccubrir a los imputados de origen iraní acusadoosss por el 

atentado terrorista delll 111888 de julio de 1994, como surge dee   lllaaas evidencias 

halladas, fue tomada por la cabbbeeezzzaaa dddeelll  PPooodddeeerrr EEEjjjeeecutivo Nacional, Dra. 
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Yrimia y un individuo identificado como ‘Allan’…que responde a la 

Secretaría de Inteligencia de Presidencia de la Nación y según lo sugieren 

los indicios obtenidos, se trataría del Sr. Ramón Allan Héctor Bogado” (fs. 

1/vta.). 

   Tal proceder criminal, según la denuncia, habría estado 

inspirado en las necesidades energéticas requeridas en el territorio en los 

últimos años. Mediante el acercamiento de ambos Estados, Argentina 

obtendría el ansiado petróleo que le iba a permitir cubrir aquellas 

deficiencias e Irán, por su parte, un importante abastecimiento de granos. 

Una balanza comercial redonda pero difícil de alcanzar. Las implicancias 

de la causa AMIA y las acusaciones que nuestro país venía formulando 

hacia los nacionales de Irán como los responsables del atentado habían 

sedimentado años de distanciamiento entre las dos economías. El 

Memorándum de Entendimiento surgía, entonces, como el puente ideal 

para volverlas a reunir, aunque a un alto precio. En el camino debía 

extraviarse cualquier pretensión por juzgar y condenar  a quienes, hasta 

hoy, han sido sindicados como los responsables del mayor obrar terrorista 

en nuestro suelo. 

   Para el denunciante, el tratado se iba a encargar, por un 

lado, de brindar el instrumento propicio para que la única restricción que al 

momento afecta la libertad de los acusados sea removida. A través del 

“entendimiento” entre Argentina e Irán se procuraría que las circulares 

rojas emitidas por Interpol respecto de cinco de los ocho acusados iraníes 

fuesen eliminadas por cuanto su existencia ya no iba a tener razón de ser. 

Bajo la fachada de significar un avenimiento a la investigación, no existiría 

motivo alguno para conservar en vigencia una medida orientada a 

identificar y a hacer comparecer ante los tribunales a quienes por aquélla 
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los indicios obtenidos, se trataría del Sr. Ramón Allan Héctor Bogado” (fs.

1/vta.). 

   Tal proceder criminal, según la dennnuuunncia, habría estado

inspppiiirrado en las necesidades energéticas requeridas en el ttteeerrritorio en los

úúúllltimos años. Mediante el acercamiento de ambos Estados, Argentina

obtendría el ansiado petróleo que le iba a permitir cubrir aaaquellas

deficiencias e Irán, pppor su parte, un importante abastecimiento de gggrrranos.

Una balannnzzza commmeeerrrccciiiaaal redddooonnnda ppperoo difícil de alcanzzar. Las implicannncias

de la cccausssaaa AMIA y las aaacusssaaacioooness que nuestro paaís vvvenía formulannndo

haciaaa losss nacionales de Irán commmo lloos respponsables del  atentado habííían

sedimmmentttaaddoo años de distanciaaamieeennto entre las dos econnoommííaas. El

MMemmoooránnnddduum de Entendimmmiiieeennnttto  surrrgggíííaaa, eeentonces, ccooomooo el puente idddeal

para vooolllverlllaaasss  a reuniiirrr, aunnnqqquee  a uuunnn alttooo  pprecioo... En  eel camino ddeeebía

extraviarse cccuuuaaallqqquier ppprrreeettteensión pppoorr  jjuzgaaarrr yyy condddeeennnar  a quienes,, hhhasta

hoy, han sido sindicados como los responsables del mayor obrar teeerrrrorista

een nuestro suelo. 

   Para el denunciante, el tratado se iba a enncccaaargar, por un

lado, dddeee  brindar el instrumento propicio para que la únicaaa rrrestricción que al

momento afffeeeccctttaa la libertad de los acusados seaa  rrreeemovida. A través del

“entendimiento” entre AAArrrgggeeennnttiiinnaa  ee IIIrrááánnn se procuraría que las circulares



eran buscados. Incluso, en la denuncia se sugiere hasta la existencia de uno 

o más acuerdos suscriptos con Irán, que nunca alcanzaron publicidad, pero 

que se encaminaban, aun con más vigor, a la eliminación de esas 

notificaciones rojas.  

   Pero si aún era necesario asegurar la impunidad de estas 

personas, tocaría a la Comisión de la Verdad que el acuerdo instituía la 

tarea de sellar la suerte de la investigación por el atentado a la AMIA. En 

sus mecanismos se escondía, según indica la denuncia, el camino para 

introducir una hipótesis distinta que redireccionara la responsabilidad por el 

crimen hacia latitudes más favorables para los acusados iraníes. 

  El Dr. Nisman reconoce en su última presentación que 

esas cuestiones fueron oportunamente evaluadas por los tribunales 

argentinos y que, entre otras, son las que condujeron a que la ley 26.843, 

que aprobó los términos de aquel Memorándum, fuera declarada 

inconstitucional. Pero aquí había algo más. A la luz de otros gestos 

evidenciados por el gobierno argentino desde el año 2011, a la conducta 

que acompañó la gestación y aprobación de ese tratado y, sobre todo, a los 

datos arrojados por ciertas medidas dispuestas en el marco de la causa 

AMIA, el citado pacto no era, a los ojos de ese fiscal, un mero acto 

contrario a nuestra Carta Magna. Se trataba en verdad de la expresión de 

una seria voluntad delictiva. 

  En esa cronología, el denunciante ubicó el inicio del 

plan en enero de 2011 con una visita del canciller Héctor Timerman a la 

ciudad siria de Alepo y que no se limitó a un fortalecimiento de la relación 

argentina con ese país. El viaje habría albergado una razón ulterior. Aquél 

dio marco a un encuentro entre Timerman y su par iraní, Ali Akbar Salehi, 

en el cual, según dichos del periodista José “Pepe” Eliaschev recogidos en 

que se encaminaban, aun con más viggor, a la eliminación de esas 

notificaciones rojas.  

   PPPeero si aún era necesario asegurar la impunidddaaaddd  de estas 

personas, tocaaarrrííía a la Comisión de la Verdad que el acuerdo instituuííía la 

tarea de seeellllar la suerte de la investigación por el atentado a la AMIA. EEEnnn 

sus meeecccanismos se escondía, según indica la denuncia, el camino para 

introddduuucir una hipótesis distinta que redireccionara la responsabilidad por el 

crimmmen hacia latitudddeeesss más   fffaaavvvooorrrablesss pppara looos aaccusados iraníes. 

  Elll DDr. Nisman reeeccconoooce en su última presenntaciiión que 

esaaas cuestioneees fffueron oportunamente eeevalluuadas ppor los tribbbunales 

argggentinos y quuue, eeennttrree otras, son las que ccconddduujeron a que la llley 2226.884433, 

queee aapprobbó lllooos tttéérminos de aqquuueeelll MMMemooorrrááánnnddduum, fueraa deecclarada 

incooonstitucional. PPPerooo aaaqqquí habíííaaa algggooo mmmás. AAA la llluuz de  oootrosss gestos 

evideeennciados por el ggooobbbiiieerno arrgggeeennnttiino desssddee  eel añññooo 222011,, aaa  lllaa conducta 

que acooompañó la gestación y aprobación de ese tratado y, sobre todo, a los 

datos arrrrooojjjados por ciertas medidas dispuestas en el marco de la causaaa   

AMIA, el ccciiittaado pacto no era, a los ojos de ese fiscal, un mero aaacccto 

contrario a nuestttrrraaa Carta Magna. Se trataba en verdad de la expprreeesssiiión de 

una seria voluntad dellliiiccctttiiivva. 

  En esa cronolllooogggííaaa,, eelll  ddeeennnuuunnnccciiiaaannnttte ubicó el inicio del 
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la denuncia, el canciller argentino habría revelado el interés de Cristina 

Fernández por “…suspender de hecho las investigaciones de los ataques 

terroristas sufridos en 1992 y en 1994, con tal de avanzar en el terreno 

comercial” (fs. 34). 

  A ello siguieron otras circunstancias que, entonces 

sugerentes, ahora cimentaban las imputaciones formuladas por el fiscal del 

caso AMIA. Un cambio de actitud de Irán en torno a colaborar en el 

esclarecimiento de la masacre, la inusual presencia del embajador argentino 

ante las Naciones Unidas en el discurso del presidente de esa República 

Islámica en la apertura de la 66° Asamblea General del citado organismo, y 

la, también inédita, ausencia de invitación a los dirigentes de las 

instituciones judías locales para acompañar a la Primera Mandataria a 

idéntico acto del año siguiente, fueron los restantes indicios enumerados 

por el Dr. Nisman como preludio del plan concretado con la firma del 

Memorándum.   

  Las otras cuestiones serían ya coetáneas al mismo 

instrumento. La firma del Acuerdo habría sido acompañada por una 

campaña de desprestigio de la investigación llevada a cabo por la fiscalía a 

cargo del denunciante. A su vez, se invocaría una parálisis en el desarrollo 

del proceso y se acudiría al vil recurso del empleo de falsedades, como las 

que rondarían la infructuosa extradición de quien, para 1994, fuera el 

embajador persa en nuestro país, Hadi Soleimanpour, en aras de exhibir al 

inconsulto Memorándum como el único remedio frente a dichos males. 

  Pero sin lugar a dudas, entre todos estos eventos 

suspicaces, el sitial privilegiado fue reservado para el producido de las 

intervenciones telefónicas que, durante los últimos años, fueron solicitadas 

por el denunciante como acusador en el caso AMIA. Para el Dr. Nisman, su 
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terroristas sufridos en 1992 y en 1994, con tal de avanzar en el terreno

comercial” (fs. 333444))). 

  A ello siguieron otras circunstannnccciias que, entonces

sugggeeerrrentes, ahora cimentaban las imputaciones formuladas ppooor el fiscal del

cccaso AMIA. Un cambio de actitud de Irán en torno a colabbbooorar en el

esclarecimiento de la masacre, la inusual presencia del embajador aaarrrgggentino

ante las Naciones Unidas en el discurso del presidente de esa Repppúúública

Islámica eeennn la apppeeerrrtttuuurrraaa de lllaaa 66° AAAsammblea General dell cittaaado organismmmo, y

la, tammmbiééénnn inédita, auseeenciiaaa ddde invitación a loss ddiiirigentes de las

institttuuuciooones judías locales ppara acooomppañar a la Prrimeeera Mandatariaaa a

idéntttico aaccttoo ddel año siguiente, fffuerrooon los restantes iindiiiccios eennuummeeradddos

por eeelll DDDrrr.. Nisman como ppprrreeellluuuddiio dddeeelll ppplllaan concretaaado ccon la firma dddel

Memorrááánnndummm..    

  Las oootttrras cueeessttiioonnes ssseeerrríían yyyaaa  cccoetáneas al mmmiiismo

instrumento. La firma del Acuerdo habría sido acompañada pppooor una

ccampaña de desprestigio de la investigación llevada a cabo por llaaa fffiscalía a

caaarrrgggoo del denunciante. A su vez, se invocaría una parálisis ennn  eel desarrollo

del proooccceeso y se acudiría al vil recurso del empleo de faalllssseeedades, como las

que rondaríííaaannn lla infructuosa extradición de quuiiieeennn, para 1994, fuera el

embajador persa en nueeessstttrrooo pppaaaíííss,,  HHHaaadddii SSSooollleiiimanpour, en aras de exhibir al



coincidencia con los datos que, a cada tiempo, iba arrojando la realidad 

demostraría la fortaleza de  las circunstancias antes apuntadas y la seriedad 

con la que deben examinarse las conversaciones como evidencia del delito 

que se enuncia. Pero además, estas exhibirían la existencia de un canal 

diplomático que funcionaba de manera paralela al oficial, aunque en pos de 

un resultado compartido: la aprobación del pacto con Irán que iba a traer 

consigo el germen de la destrucción; el estrépito de todo lo logrado en la 

investigación del atentado a la sede de la AMIA (ver por todo fs. 1/145). 

  II. Si bien el Dr. Nisman, para canalizar su denuncia, 

había escogido el sumario en  donde se examinan las irregularidades que 

tiñeron la primera causa tramitada a raíz de la voladura de la sede de la 

mutual israelita, el titular del Juzgado Federal N° 4 fue de otra opinión. Ni 

los hechos ni las personas denunciadas en esta presentación tendrían para el 

magistrado puntos de contacto con aquellos que conforman la causa nro. 

3446/12 a la cual pretendió vinculársela. Ese criterio fue mantenido por la 

presidencia de este Tribunal, dándose inicio a un nuevo legajo y a la 

intervención de nuevos actores (ver fs. 273/8 y 297/8). 

  III. La ahora causa nro. 777/15 fue trasmitida al Sr. 

Agente Fiscal, Dr. Gerardo Pollicita, quien formuló requerimiento de 

instrucción en los términos del art. 180 del Código Procesal Penal de la 

Nación (fs. 316/51). En él recogió, en resumidas cuentas, cada uno de los 

sucesos relatados en la denuncia y las probanzas colectadas, del mismo 

modo en que acompañó la indicación hecha por su colega respecto de las 

personas responsables del plan orquestado, todo lo cual fue escoltado por la 

sugerencia de un amplio elenco de medidas de prueba. Mas él no halló eco 

en la posición del juez. 

con la que deben examinarse las conversaciones como evidencia del delito 

que se enuncia. Pero adeeemmmááás, estas exhibirían la exiisttteeennncccia de un canal 

diplomático que fuuunnncccionaba de manera paralela al oficial, aunqueee eeen pos de 

un resultado cccooompartido: la aprobación del pacto con Irán que iba a tttraer 

consigo elll germen de la destrucción; el estrépito de todo lo logrado en lllaaa 

investigggaaación del atentado a la sede de la AMIA (ver por todo fs. 1/145). 

  II. Si bien el Dr. Nisman, para canalizar su denuncia, 

habííía escogido el sssuuummmariooo   eeennn  dddondddeee se exxxamiinan las irregulariidadddes que 

tiñeeeron la primeeerrra cccaaausa tramitada aaa raííízzz ddde laa voladura de la seddeee de la 

muuutual israelitaaa, elll  titular del Juzgado Federrral NN° 4 fue de otra oopinnnión. Ni 

losss hechos ni laaas peeerrssoonnas denunciadas en esssta pppresentación tendrrrían ppara eell 

maaaggiissttrraaddo punnntttos dddee contacto con aaaqqquuueeelllllooos quuueee cccooonnforman laa cauuusa nro. 

34444666/12 a la cualll pppretteeennnddió vincuuulllááárselllaaa. Essse crrrittteeerio fffuuue mannnttteeenidddooo por la 

presiiidddencia de este TTTrrriiibbbunal,, dddááánnndddose iniiccciioo  aa unn nnnuuevo lleeegggaajjo y a la 

interveeennnción de nuevos actores (ver fs. 273/8 y 297/8). 

  III. La ahora causa nro. 777/15 fue trasmitida al Srr..   

Agente Fiscccaaal, Dr. Gerardo Pollicita, quien formuló requerimientoo  ddde 

instrucción en llooosss  términos del art. 180 del Código Procesal Pennnaaalll de la 

Nación (fs. 316/51). EEEnnn éééll recogió, en resumidas cuentas, cccaaaddda uno de los 

sucesos relatados en la denunciiiaaa yyy lllaaass  ppprrooobbaaannnzzaaasss colectadas, del mismo 
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  IV. Trece días después, el Dr. Daniel Rafecas 

desestimaba la denuncia efectuada por el Dr. Nisman (fs. 465/99). A su 

criterio, los elementos de convicción incorporados al legajo “…no sólo 

dejan huérfano de cualquier sustento típico al hecho descripto como una 

supuesta maniobra de ‘encubrimiento’ y/o ‘entorpecimiento de la 

investigación’ del atentado a la AMIA… sino que por el contrario, tales 

evidencias se contraponen de modo categórico al supuesto ‘plan criminal’ 

denunciado” (fs. 466). 

    Su resolución, la que hoy toca aquí examinar, se 

estructura en tres aspectos medulares. El primero, centrado en las críticas 

dirigidas a la Comisión de la Verdad que constituía el objeto principal del 

Memorándum de Entendimiento suscripto con Irán, escogió transitar una 

argumentación estrictamente jurídica. En este caso, para el juez no podría 

hablarse de ningún delito que ameritara su investigación en la medida en 

que este, de haber sido planeado, no habría registrado un comienzo de 

ejecución como valla insalvable para la intervención del derecho punitivo. 

Desde el momento en que la justicia argentina había declarado 

inconstitucional su aprobación, y a que las autoridades persas no habían 

logrado alcanzar siquiera tal status normativo, no se había logrado superar 

las instancias que el mismo Tratado disponía para adquirir vigencia. De ahí 

que sus disposiciones permanecieran estáticas y, por tanto, incapaces de 

habilitar todo aquello que el denunciante calificara en él de ilícito.  

  El restante fragmento de su decisión se detiene a 

analizar aquellas acusaciones vinculadas con el intento del gobierno 

argentino por erradicar las circulares rojas. Aquí los fundamentos de su 

decisión sí se adentraron en un terreno genuinamente fáctico y probatorio, 

afirmando la ausencia de elementos para sostener que Argentina hubiese 
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criterio, los elementos de convicción incorporados al legajo “…no sólo

dejan huérfano dddeee cualquier sustento típico alll hhheeecho descripto como una

supuestaaa  maniobra de ‘encubrimiento’ y/o ‘entooorrrpppecimiento de la

inveeessstttigación’ del atentado a la AMIA… sino que por el cccoontrario, tales

eeevidencias se contraponen de modo categórico al supuesto ‘plaaannn criminal’

denunciado” (fs. 466). 

    Su resolución, la que hoy toca aquí examinnnaaar, se

estructuraaa eeen treeesss aaassspppeeectos mmmedullaress. El primero, cenntradddo en las críííttticas

dirigidddaaas aaa llla Comisión deee la VVVerrdadd  que constituía ell obbjjjeto principal del

Memmmooránnndum de Entendimiento suscccrippto con Irán, eescooogió transitar uuuna

argummmennnttaacciióón estrictamente jurídddica...  En este caso, paaara eeel jjuezz nnoo ppodddría

hhablaaarrrse dddee ningún delito qqquuueee aaammmeritttaarrraaa sssuuu investigaccción en la medidaa en

que esttteee,,, deee hhhaber sidddooo plannneeeaddooo, nnnoo hhhabbbrrríííaa reggiissstttrrradooo  un comienzooo de

ejecución cooommmooo valla iiinnnsssaaalllvable pppaarraa  lla innttteeerrrvvencióónnn dddel derecho punnniiitivo.

Desde el momento en que la justicia argentina había deeeccclarado

iinnconstitucional su aprobación, y a que las autoridades persas nnno habían

logggrrraado alcanzar siquiera tal status normativo, no se había loogggrrrado superar

las instttaaanncias que el mismo Tratado disponía para adquirriiirrr vigencia. De ahí

que sus dispppooosssiicciones permanecieran estáticas yyy,,,   pppoor tanto, incapaces de

habilitar todo aquello qquuueee eeelll dddeennnuunnncciiiaaannnttteee cccallliiificara en él de ilícito.  



impulsado esa actuación por parte de Interpol. Recordó, en tal sentido, los 

correos electrónicos emitidos por Ronald Noble tras conocerse la denuncia 

formulada por Alberto Nisman. En uno de ellos, enviado directamente a 

nuestro Ministro de Relaciones Exteriores, quien fuera Secretario General 

de aquella institución entre los años 2000 y 2014 rememoraba las ocasiones 

en las que el canciller nacional había indicado que “INTERPOL debía 

mantener las notificaciones rojas en vigor” agregando al respecto que la 

posición de Timerman “y la del Gobierno argentino fueron contestes y 

firmes” (fs. 473). 

  Tales afirmaciones se reiteraban en otras misivas, esta 

vez dirigidas al periodista Raúl Kollmann en el marco de una entrevista 

sustanciada por el mismo canal virtual, en las que se aclaraba que “la 

afirmación del fiscal Nisman es falsa. Ningún funcionario del gobierno 

argentino trató nunca de cancelar las alertas rojas de Interpol” (fs. 475vta.). 

  Pero a la par de tales epístolas, el Dr. Rafecas destacó 

los mismos mensajes oficiales que tanto la cancillería argentina como el 

organismo internacional intercambiaron tras la firma del Memorándum de 

Entendimiento y en los que era constante una misma preocupación: nada de 

lo acordado en ese instrumento afectaba la plena vigencia de los 

requerimientos de captura existentes.   

  Como un último punto dentro de este aspecto, el juez 

aseveró que la comunicación efectuada a Interpol sobre el acercamiento de 

ambos Estados no tuvo el fin ilegítimo que sugiere la denuncia, sino tan 

sólo participar a Interpol de las tratativas implementadas, en atención a la 

ardua labor que ese ente venía desarrollando desde hacía años en pos de esa 

cooperación. 

formulada por Alberto Nisman. En uno de ellos, enviado directamente a 

nuestro Ministro de Relaaaccciiiooones Exteriores, quien fuera SSSeeecccretario General 

de aquella instituciiióóónnn entre los años 2000 y 2014 rememoraba lasss ooocasiones 

en las que elll canciller nacional había indicado que “INTERPOL dddeebía 

mantener lllas notificaciones rojas en vigor” agregando al respecto que lllaaa 

posiciónnn de Timerman “y la del Gobierno argentino fueron contestes y 

firmeeesss” (fs. 473). 

  TTTaaallles aaafffiiirrrmmmaaacccionesss se reeeiterraaban en otras miisivaaas, esta 

vezzz dirigidas al ppperiiiooodista Raúl Kollllllmaaannnn en el marco de unaa  entttrevista 

sussstanciada pooorrr elll mismo canal virtual,, ennn laass qque se aclarabba qqque “la 

affiiirmación delll  fisssccaall NNiisman es falsa. Niinnngúnnn funcionario deeel gooobiernnoo 

argggennttiinno ttrató nnnuncccaa de cancelar las aaallleeerrrtttaaas rojaaass  dddeee IIInterpol” (ffsss. 47755vta.). 

  Perooo aaa la par dddeee taleeesss epppístooolaaasss, elll DDDr. Raafffeeecas ddestacó 

los mmmiismos mensajes ooofffiiiciales qqquuueee ttanto laaa  ccaaanncillleerrríííaaa argggennntttiiinnna como el 

organiisssmmo internacional intercambiaron tras la firma del Memorándum de 

Entendimmmiiieento y en los que era constante una misma preocupación: nada deee   

lo acordadooo en ese instrumento afectaba la plena vigencia de lllos 

requerimientos dddeee  captura existentes.   

  Commmooo   uun último punto dentro de este aaassspppeecto, el juez 

aseveró que la comunicación efffeccctttuuuaaadddaaa aaa  IInnttteerrrpppoolll sssooobbbre el acercamiento de 
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  El último trayecto de la decisión se aboca al análisis de 

aquellas pruebas que a criterio del denunciante demostrarían, en todo este 

asunto, una voluntad dirigida a encubrir a los responsables del atentado a la 

AMIA. Aquí, una vez más, el estudio de las probanzas reunidas haría caer 

la fortaleza del delito que tan vehementemente fuera anoticiado. 

  Las mismas palabras del periodista “Pepe” Eliaschev 

fueron invocadas para contrarrestar la contundencia de sus propias 

afirmaciones. Su nota periodística aludía a que, según información oficial, 

Timerman habría reconocido a su par persa en Alepo que Argentina “…ya 

no está más interesada en resolver aquellos dos atentados, pero en cambio 

prefiere mejorar sus relaciones comerciales con Irán…”. No obstante, sus 

declaraciones en sede judicial habrían sido para el juez sutilmente más 

cautas. Así el Dr. Rafecas destaca que en estas ya no se hablaba de un 

comunicado oficial, sino de un paper, que no lucía lo que debió ser su 

idioma original, el farsi, sino el inglés, y que no reproducía aquellos 

términos sino otros en los que la diplomacia iraní consideraba que 

“…corresponde avanzar en un acuerdo importante con la Argentina porque 

la cancillería iraní dice… están dadas las condiciones para que los 

argentinos decidan dar vuelta de página en las relaciones argentino-iraníes” 

(fs. 482). La diferencia entre una expresión y otra vaciaba de toda fuerza la 

imputación formulada. 

  A continuación el magistrado también despejó aquellas 

cuestiones vinculadas con los acuerdos secretos que habrían sido suscriptos 

en idéntica línea que el Memorándum de Entendimiento. En este caso, la 

existencia de tales pactos fue desafiada mediante otra lectura, también 

posible, de los mismos eventos y declaraciones de las que se valió el 

denunciante para sostener su posición. Una decisión política de las 
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asunto, una voluntad dirigida a encubrir a los responsables del atentado a la

AMIA. Aquí, uuunnnaaa vez más, el estudio de las prrrooobbbanzas reunidas haría caer

la fortaleeezzzaaa del delito que tan vehementemente fuera annnooottticiado. 

  Las mismas palabras del periodista “PPPeeepppe” Eliaschev

fffuuueron invocadas para contrarrestar la contundencia de suuus propias

afirmaciones. Su nota periodística aludía a que, según informaciónnn  oficial,

Timerman habría reconocido a su par persa en Alepo que Argentina ““…ya

no está mmmááás inteeerrreeessaaadddaaa en rrreeesolveer aqquellos dos atentaadoss, pero en cammmbio

prefierrreee mmmeeejjjorar sus relaciiiooonesss  cooomeerciales con Irán……”. No obstante, ssus

declaaarraciiioones en sede judicial haaabrííaan sido para el jjuezzz sutilmente mmmás

cautaaas. AAAssíí ell DDr. Rafecas destaaccca qqque en estas ya nnno ssse hhabbllaabbaa de un

comuuunnnicaaadddo oficial, sino ddeee uuunnn pppapeeerrr, qqquuue no lucíaa lo qqque debió serr su

idioma ooorigiiinnnaaal, el farrrsssiii, sinnnoo eeel innnglllééés, yyy  qque nnnooo reeeppprroducía aqueeelllos

términos siiinnnooo otros eeennn lllos quueee  llaaa dipplllooommmacia iiirrraaaní considerabbaaa que

“…corresponde avanzar en un acuerdo importante con la Argentinaa ppporque

lla cancillería iraní dice… están dadas las condiciones parraaa que los

arrgggeeentinos decidan dar vuelta de página en las relaciones argeeennntttino-iraníes”

(fs. 4888222))). La diferencia entre una expresión y otra vaciabbaaa ddde toda fuerza la

imputación fffooorrrmmmulada. 

  A cooonnntttiinnnuuuaaaccciiióónnn  eeell mmmaaagggiiistrado también despejó aquellas



autoridades persas por mantener en reserva aquel Memorándum a dos 

meses de su firma, y que Nisman  comprendió como la alusión a otro pacto, 

así como la tergiversación periodística de otro comunicado iraní, que fue 

reproducida en sus conversaciones por algunos de los imputados en esta 

causa, desmoronarían la veracidad de lo denunciado en este punto. 

  El juez conservó para el final del pronunciamiento su 

opinión sobre las escuchas telefónicas y, sobre todo, de sus interlocutores. 

En cuanto a las primeras, restó toda trascendencia a su contenido, 

demostrando que no eran más que el duplicado, a veces errado, de la 

información que sobre distintos temas iba circulando por los distintos 

medios de comunicación. En lo que refiere a los segundos, el magistrado 

no escatimó a la hora de dispensarles los más variados calificativos. Las 

jactancias de Luis D’Elía, lo repudiable, aunque no delictivo, de los 

contactos de Khalil con sujetos prófugos de la justicia argentina, los demás 

rasgos atribuidos a Fernando Esteche, como “militante de extrema 

izquierda y a la vez empresario… contestatario y a la vez oficialista; 

perseguido político pero con pretensiones… de estar cerca de sectores de 

‘inteligencia’; anarquista y a la vez islamista”, así como las referencias al 

resbaladizo personaje de Ramón Allan Bogado, que sería “poco más que un 

truhán, un embaucador que de ningún modo puede siquiera tomarse en 

serio” culminaron de restar toda importancia a cada una de las expresiones 

captadas por las intervenciones telefónicas (fs. 490vta. y 493). 

  Por lo demás, y estrechamente vinculado con esta última 

caracterización, el a quo ordenó la extracción de testimonios y su remisión 

a la causa 11.503/14, de trámite ante el Juzgado Federal N° 9, donde 

Ramón Allan Bogado es investigado por el delito de tráfico de influencias 

al haberse presentado ante la Administración Nacional de Aduanas como 

así como la tergiversación periodística de otro comunicado iraní, que fue 

reproducida en sus conveeerrrsssaciiones por algunos de los iiimmmppputados en esta 

causa, desmoronarrríííaaann la veracidad de lo denunciado en este punttooo. 

  El juez conservó para el final del pronunciamienttooo su 

opinión sooobbbre las escuchas telefónicas y, sobre todo, de sus interlocutoresss... 

En cuaaannnto a las primeras, restó toda trascendencia a su contenido, 

demooossstrando que no eran más que el duplicado, a veces errado, de la 

infooorrrmación que sooobbbre dddiiissstttiinnntttooos temmmaaas ibaaa ciirculando por loos ddiiistintos 

meeedddios de comuuunnnicaaaccciión. En lo queee refffiiieeereee a llos segundos, el mmagggistrado 

nooo  escatimó a lla hhhora de dispensarles los mmmásss vvariados calificaativooos. Las 

jaccctancias de Luiiiss DD’’EEllía, lo repudiable,,,  auuunnque no delictivvvo, de llooss 

connntaaccttoos dde KKhhhalilll ccon sujetos prófuugggooosss dddee la jjuuussstttiiiccciiiaa argentinaa,,, loss  demás 

rasgggos atribuidosss a FFFeeernando EEEssteccchhhee, commmoo “mmmiiillitantee  ddde eeextrema 

izquiiieeerrda y a la vez eeemmmpppresariiiooo… contesssttaattaaarrio yyy aaa la veeezzz oficialista; 

perseguuuido político pero con pretensiones… de estar cerca de sectores de 

‘inteligennnccciia’; anarquista y a la vez islamista”, así como las referencias aalll   

resbaladizo pppeeersonaje de Ramón Allan Bogado, que sería “poco más quueee uuun 

truhán, un embbaaauuucador que de ningún modo puede siquiera tommmaaarse en 

serio” culminaron de rrreeessstttaar toda importancia a cada una dee lllaaasss expresiones 

captadas por las intervenciones ttteellleeefffóóónnniiicccaaass  ((fffss.. 44499000vvvttta. y 493). 
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agente de la Secretaría de Inteligencia. También esta decisión fue alcanzada 

por el recurso de apelación deducido por el fiscal Pollicita. Pero su 

principal interés no radica aquí. La crítica de este punto resolutivo no es 

más que la consecuencia necesaria de su verdadera disconformidad: el 

prematuro cierre de la causa (fs. 515/32). 

  V. Tras efectuar un esquemático repaso de la resolución 

impugnada, el fiscal manifestó su oposición a tan tempestivo archivo de las 

actuaciones. A su criterio “…la decisión de proceder al cierre inmediato del 

sumario, sin realizar ninguna de las medidas que habían sido propuestas en 

el requerimiento de instrucción, impide contar con información esencial 

para poder sostener con certeza que la creación de una ‘Comisión de la 

Verdad’ no tiene relevancia en el ámbito penal o que no hubo un accionar 

orientado a obtener la baja de las circulares rojas relacionadas a los 

imputados iraníes con pedido de captura por el atentado a la AMIA” (fs. 

517). 

  A continuación, el Dr. Pollicita dio contestación a los 

distintos argumentos invocados por el magistrado al tiempo de rehusar 

cualquier esencia criminal en los eventos denunciados. La ausencia de un 

comienzo de ejecución del plan delictivo en orden a la constitución de la 

“Comisión de la Verdad” fue enfrentada a una exégesis del tipo penal de 

encubrimiento como forma de demostrar que la ayuda estuvo perfeccionada 

con la sola aprobación del Memorándum por parte de Argentina. La 

carencia de pruebas en torno de una supuesta voluntad espuria destinada a 

erradicar las notificaciones rojas fue desafiada apelando al recurso de exigir 

el previo agotamiento de todas las vías probatorias posibles e incluso 

dudando de las razones invocadas por el a quo al afirmar que la 

conservación de aquellas cautelares en ningún momento corrió peligro. 
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principal interés no radica aquí. La crítica de este punto resolutivo no es

más que la cooonnnssseeecuencia necesaria de su veeerrrdddaaadera disconformidad: el

prematurrrooo cierre de la causa (fs. 515/32). 

  V. Tras efectuar un esquemático repaso dddeee la resolución

iiimmmpugnada, el fiscal manifestó su oposición a tan tempestivo arccchhhivo de las

actuaciones. A su criterio “…la decisión de proceder al cierre inmedddiato del

sumario, sin realizar ninguna de las medidas que habían sido propuessstttas en

el requerrriiimmmientooo  dddeee iiinstruucccccción, imppide contar con iinforrrmación esennncial

para pppoooderrr sostener con ccceeertezzza qqquee  la creación de uuna ‘Comisión deee la

Verdddaaad’ nno tiene relevancia en el ámmbbbito ppenal o que no hhhubo un accionnnar

oriennntadooo aa obbtener la baja de lass  circulares rojasss relllaciionnaaddaass a lllos

imputttadooosss iraníes con peddiidddooo ddde capppttuuurrraaa pppor el atenttaaado a la AMIA” (((fs.

517). 

  A ccooonnntttiiinuaciónnn,,,  eelll Dr. PPPooollicita dddiiioo contestaciónn aaa los

distintos argumentos invocados por el magistrado al tiempo de rrrehusar

ccualquier esencia criminal en los eventos denunciados. La auseennncccia de un

cooommmienzo de ejecución del plan delictivo en orden a la connssstttiiitución de la

“Comiiisssiiión de la Verdad” fue enfrentada a una exégesisss   dddel tipo penal de

encubrimienntttooo ccomo forma de demostrar que la ayyyuuudddaa estuvo perfeccionada

con la sola aprobaciiióóónnn dddeeelll MMMeemmmooorrráánnnddduum por parte de Argentina. La



Finalmente, el fiscal procuró salvar el valor de la prueba acompañada por el 

Dr. Nisman enfatizando que “…las conversaciones registradas, en lugar de 

ser analizadas en un escenario aislado como el que se observa en el 

panorama en este momento, pueden tener por el contrario una entidad 

indiciaria de utilidad para valorar con mayores elementos la hipótesis de la 

denuncia” (fs. 529). 

  VI. Los términos de la apelación fueron mantenidos por 

el Sr. Fiscal General, Dr. Germán Moldes, en la ocasión reglada por el art. 

454 del ordenamiento ritual. Remitiéndose en un todo a la presentación 

efectuada por su inferior, el acusador ante esta Cámara sostuvo la 

necesidad de ahondar en el conocimiento de los hechos para erradicar toda 

duda e inquietud que pueda albergarse. Sostuvo, como antes lo hiciera en 

otra oportunidad que expresamente recordó, que la justicia, para ser tal, no 

puede renunciar a alcanzar la verdad, y ello es lo que aquí ocurriría de 

admitirse la pronta clausura de la investigación.  Por lo tanto, solicitó que la 

resolución recurrida sea revocada a fin de habilitar el camino bloqueado 

por sus efectos (fs. 697/700). 

  VII. A su turno, también las defensas de algunos de los 

imputados comparecieron a la audiencia fijada en autos, ocasión en la cual, 

apelando a diversos fundamentos, solicitaron el rechazo del recurso 

interpuesto por el órgano acusador y la confirmación del temperamento 

criticado (ver presentaciones de la defensa de Héctor Yrimia, Andrés 

Larroque, Héctor Timerman y Fernando Esteche y Jorge Khalil de fs. 

712/20, 721/31, 732/51 y 752/6, respectivamente). En fin, dos posturas 

antagónicas que hoy esperan su respuesta.  

  VIII. Es comprensible que, frente a los episodios 

relatados en la denuncia y al contexto histórico que les da marco, exista una 

ser analizadas en un escenario aislado como el que se observa en el 

panorama en este momeeennntttooo, pueden tener por el contttrrraaarrrio una entidad 

indiciaria de utilidddaaaddd para valorar con mayores elementos la hipóóóttteeesis de la 

denuncia” (fs... 55529). 

  VI. Los términos de la apelación fueron mantenidos pooorrr 

el Sr. FFFiiiscal General, Dr. Germán Moldes, en la ocasión reglada por el art. 

454 dddel ordenamiento ritual. Remitiéndose en un todo a la presentación 

efeccctttuada por su iiinnnferiooorrr,,, eeelll  acusssaaador aaantee esta Cámara ssosttuuuvo la 

necccesidad de ahooondaaarrr en el conocimmmiiieeentooo  deee loss hechos para erraadicccar toda 

duuuda e inquietuuud qqque pueda albergarse. Sossstuvvvoo,, como antes lo  hiccciera en 

otrrra oportunidaaad qqquuee eexpresamente recordóó,,, quueee la justicia, paraaa  serrr tall, nnoo 

pueeeddee rrenunciaaarrr a aaallcanzar la verdaaddd, yyy eelllo eeesss lllooo que aquí ooocurrrriría de 

admmmitirse la prontttaaa   clauuusssuuura de la iiinnnvvestttiiigggacciiión.  PPPooor llooo ttanto,, sssooolllicitttóóó que la 

resollluuución recurrida sseeeaaa rrevocadddaaa aa fin dee hhaabbbiilitarr eeelll caminnnooo bbbloqueado 

por susss  efectos (fs. 697/700). 

  VII. A su turno, también las defensas de algunos de losss   

imputados ccooommparecieron a la audiencia fijada en autos, ocasión en la ccuuuaal, 

apelando a divvveeerrrsos fundamentos, solicitaron el rechazo del rrrecurso 

interpuesto por el órgggaaannnoo acusador y la confirmación deell  ttteeemperamento 

criticado (ver presentaciones dddeee lllaaa dddeefffeennsssaa dddeee HHHéééctor Yrimia, Andrés 
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inconsciente inclinación a asociar los hechos de esta causa con aquellos 

que, al interior de otros expedientes, encuentran su denominador común en 

el trágico suceso del 18 de julio de 1994. 

   El sumario sustanciado a raíz de la voladura de la sede 

de la AMIA, aquel en el cual se investigan las irregularidades producidas 

durante el primer tramo de aquella tramitación, así como la acción de 

amparo deducida tras la firma del Memorándum de Entendimiento entre 

Argentina e Irán e, incluso hoy, el legajo en donde se analizan las causas 

que condujeron al deceso del aquí denunciante, Dr. Alberto Nisman, en la 

percepción colectiva se aúnan y confunden como manifestaciones de una 

misma entidad. Como si fuesen parte de una misma cosa, y discurrir sobre 

unas suponga hacerlo también respecto de las demás. 

  Es por eso que todo análisis que, desde ahora, se 

emprenda en aras de examinar el específico supuesto venido en revisión, 

debe partir de la necesaria aclaración de que, más allá de esos innegables 

puntos de contactos que les da el compartir una misma raíz, aquí no habrá 

mayor evaluación que la que reclaman los estrictos términos de la denuncia 

del 14 de enero de este año. Sus imputaciones constituyen el único sendero 

de razonamiento de este magistrado. Las conclusiones a las que pueda 

arribar no tendrán más vigor que las del sumario en las que fueron 

requeridas, sin mayores pretensiones ni ulteriores efectos. En otras arenas 

se disputarán las responsabilidades por el atentado de 1994, la de quienes 

obstruyeron el oportuno conocimiento de esa verdad, las consecuencias 

jurídicas de normas suscriptas por fuera de la Ley Fundamental y los 

motivos que llevaron a la muerte al fiscal del caso AMIA. Cada una de 

ellas será objeto de su propia historia. 
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el trágico suceso del 18 de julio de 1994. 

   EEEl sumario sustanciado a raaaííízzz de la voladura de la sede

de la AMMMIIIAAA, aquel en el cual se investigan las irregulllaaarridades producidas

duraaannnte el primer tramo de aquella tramitación, así comooo la acción de

aaamparo deducida tras la firma del Memorándum de Entendimmmiiieento entre

Argentina e Irán e, incluso hoy, el legajo en donde se analizan laaasss causas

que condujeron al deceso del aquí denunciante, Dr. Alberto Nisman,  en la

percepcióóónnn coleccctttiiivvvaaa ssse aúúúnnnaaan y ccconffunden como maannifeeestaciones de una

mismaaa entttiiidddad. Como si fffuuueesennn paaartee  de una misma coosa,  y discurrir sooobbre

unas ssupppooonga hacerlo también respppecttoo de las demás. 

  Es por eso qqquuue ttodo análisis quuue, ddesddee aahhoora, se

empreeendaaa een aras de exammiiinnnaaarrr eell espppeeecccííífffiiicco supuestooo vennnido en revisiiióóón,

debe paaarrrtir dddeee la necesaaarrriiia accclllaaraacciónnn dddeee quuueee,,, más aaalllllá dddee esos inneggaaabbbles

puntos de cooonnntttaaactos qqquuueee lllees da ell ccoommmparttiiirrr uuuna misssmmmaa raíz, aquí noo hhhabrá

mayor evaluación que la que reclaman los estrictos términos de la ddeeennnuncia

ddel 14 de enero de este año. Sus imputaciones constituyen el úniicccooo sendero

deee rrazonamiento de este magistrado. Las conclusiones a llaaasss que pueda

arribarrr nnno tendrán más vigor que las del sumario eeennn las que fueron

requeridas, sssiiinnn   mmayores pretensiones ni ulterioreesss   eeefffectos. En otras arenas

se disputarán las respoonnnsssaaabbbiiillliiidddaaaddeeess pppoorrr eeelll atentado de 1994, la de quienes



  La que hoy nos convoca se centra en develar qué existió, 

si es que algo hubo, detrás de la negociación que culminó con la firma del 

Memorándum de Entendimiento entre Argentina e Irán en enero de 2013. 

Si es cierto que aquello que el gobierno anunció como la única vía para el 

avance de la causa AMIA no fue más que un seductor caballo de Troya 

que, como enseña la tradición helénica, llevaba consigo la destrucción de 

todo lo logrado hasta la fecha. O si, como asevera el a quo, ningún 

elemento que supere las meras afirmaciones del denunciante permiten 

demostrar la veracidad de aquel enunciado. 

  IX. El primer estadio en esta última dirección condujo al 

Dr. Rafecas a asegurar que al menos una parte del plan delictivo esbozado 

no habría llegado a superar el umbral mínimo para su punición. Como la 

“Comisión de la Verdad” estatuida por el pacto no llegó a conformarse en 

razón de que el mismo tratado no alcanzó vigor, no se registró un principio 

de ejecución de la ingeniería delictiva que, según Nisman, se habría 

armado.  

   Aunque el análisis dogmático realizado sobre el punto 

resulta interesante a los efectos académicos, ni los antecedentes 

legislativos, ni los jurisdiccionales apoyan los presupuestos sobre los que se 

ha construido tal conclusión.  

  Sobre el particular, le asiste entera razón al Dr. Gerardo 

Pollicita. En la medida en que la República Argentina, tras la suscripción 

del tratado por su canciller, transitó los demás estadios de rigor logrando su 

convalidación por el Parlamento nacional, ninguna otra instancia que de sí 

dependiera quedaba por satisfacer, más que aguardar idéntica conducta por 

parte de su contratante. Desde el mismo momento en que la ley 26.843 fue 

sancionada, la labor argentina estaba agotada. Todo lo que debía hacerse 

Memorándum de Entendimiento entre Arggentina e Irán en enero de 2013. 

Si es cierto que aquello qqquuueee elll gobierno anunció como lllaaa úúúnica vía para el 

avance de la causaaa AAAMIA no fue más que un seductor caballlooo ddde Troya 

que, como ennnssseeña la tradición helénica, llevaba consigo la destruccióóónnn de 

todo lo looogggrado hasta la fecha. O si, como asevera el a quo, ningúúúnnn 

elementttooo que supere las meras afirmaciones del denunciante permiten 

demooossstrar la veracidad de aqqquel enunciado. 

  IIIXXX. El ppprrriiimmmeeerrr estadddiiiooo en eeesta  última dirección connndujo al 

Dr... Rafecas a assseeegurrraaar que al menosss unaaa  paaarte del plan delictivoo essbbbozado 

nooo  habría llegaaaddo aaa superar el umbral míniimo ppara su puniciónn. CComo la 

“CCComisión de llla VVVeerrddaadd”” estatuida por el pppactooo no llegó a conffooormaaarse eenn 

razzzónn ddee que elll misssmmmo tratado no alccaaannnzzzóóó  vviigorrr,, nnnooo ssse registró uunnn prrriincipio 

de eejecución de llla iiinnngggeniería dddeeelllictiivvvaa qqque, sseeegúnnn Nismaaannn, seee habría 

armaaadddo.  

   Aunque el análisis dogmático realizado sobre el punto 

resulta iiinnntteresante a los efectos académicos, ni los antecedentesss   

legislativos, nnni los jurisdiccionales apoyan los presupuestos sobre los quueee se 

ha construido talll cccoonclusión.  

  Sobbbrrreee  eel particular, le asiste entera razónn  aaalll DDDr. Gerardo 

Pollicita. En la medida en que lllaaa RRReeepppúúúbbbllliiccaaa  AAArrrgggeeennntttiiina, tras la suscripción 
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desde aquí estaba cumplido. Lo demás, era una decisión sobre la cual las 

autoridades locales carecían de cualquier ascendiente.  

  De hecho, esa fue la lógica que inauguró el decisorio 

que esta Sala –por el voto concurrente de sus únicos dos miembros 

convocados a decidir- emitió hace poco menos de un año al tratar la acción 

de amparo deducida contra aquel acto legislativo, en tanto aprobaba un 

instrumento internacional que se reputaba contrario a la Constitución. 

Entonces claramente reconocí que “…es verdad que la cabal entrada en 

vigor del acuerdo se producirá únicamente cuando ambos países emitan en 

forma definitiva las normas aprobatorias del tratado, mediante actos de los 

Poderes respectivos y, por último, intercambien las ratificaciones 

correspondientes. Mas, a nuestro país, ya ningún trámite le queda 

pendiente. Sólo de ser aprobado por la República Islámica de Irán, como lo 

fue por nuestro Congreso Nacional, y de generarse la entrega de notas 

recíprocas a que alude el texto del propio Memorándum, éste entrará en 

vigencia y será susceptible de ser llevado adelante todo lo que él establece, 

surtiendo los efectos que señala en cuanto a los derechos y obligaciones allí 

contraídas” (ver mi voto en causa CFP 3184/2013/CA1, “AMIA s/ Amparo 

– Ley 16.986”, rta. el 15/5/14).  

  Por eso es que al destacarse que nuestro país ya no 

conservaba un ámbito de dominio gubernamental propio sobre la eficacia 

jurídica del acuerdo, la acción de amparo resultaba plenamente viable así 

como ineludible una decisión sobre el conflicto. Una afirmación distinta 

supondría censurar la resolución evocada en tanto habría realizado una 

declaración en abstracto ante la ausencia de un caso que habilitara la 

intervención del poder judicial. Dicho extremo, invocado por los abogados 

del Estado a la hora de recurrir la resolución, fue incluso recientemente 
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  De hecho, esa fue la lógica que inauguró el decisorio

que esta Sala –––pppor el voto concurrente ddde sssuuus únicos dos miembros

convocadddooos a decidir- emitió hace poco menos de un aañññooo al tratar la acción

de aaammmparo deducida contra aquel acto legislativo, en tantttooo aprobaba un

iiinnnstrumento internacional que se reputaba contrario a la CCooonnnstitución.

Entonces claramente reconocí que “…es verdad que la cabal ennntttrrada en

vigor del acuerdo se producirá únicamente cuando ambos países emiiitttan en

forma defffiiinnniitiva lllaaasss nnnooormasss aaaprobbbatorrias del tratado, mmediiiante actos deee los

Podereees rrreeespectivos y, pppor úúúltimmo, intercambienn laaas ratificacionnnes

correeesspoonnndientes. Mas, a nuestttro ppaís,, yya ningúnn trrrámite le queeeda

pendddiiientttee. SSóóllo de ser aprobado pppor laaa República Islámmmicaaa de IIráánn, ccoomoo lo

ffue pppooor nnnuuestro Congreso  NNNaaaccciiiooonnal,,  yyy dddeee generarsee la eentrega de noootas

recíprocccaaas aaa qqquue aludee  eeelll texxxtttoo dddel ppprooopppio MMMemorrááánnndummm, éste entrarrááá en

vigencia y seeerrrááá   susceppptttiiibbblllee de serr lllleevvvaado aaadddeeelante tooodddoo lo que él estaabbblece,

surtiendo los efectos que señala en cuanto a los derechos y obligaciooonnnes allí

ccontraídas” (ver mi voto en causa CFP 3184/2013/CA1, “AMIA sss/// Amparo

– LLLeey 16.986”, rta. el 15/5/14).  

  Por eso es que al destacarse que nnuuueeestro país ya no

conservaba uuunnn  áámbito de dominio gubernamentaalll  ppprrropio sobre la eficacia

jurídica del acuerdo, lllaaa aaaccccciiióóónnn  ddeee   aaammmpppaaarrrooo resultaba plenamente viable así



rechazado por el fiscal general ante la Cámara Federal de Casación Penal 

(ver dictamen 828/2014, emitido por el Dr. Raúl Pleé, el 30/10/14 en el 

marco de la causa CFP 3184/2013/CFC1). 

  De ahí que no sea posible compartir el argumento del 

cual parte el a quo para rehusar la existencia de un delito que amerite su 

investigación. Sin embargo, ello no agota sin más la cuestión. Lejos de toda 

idea maniquea, el que no se comparta en este punto la posición del juez no 

significa  sin más la adscripción a los agravios del acusador. Estos también 

tienen su yerro. 

  El que los diversos puntos del Memorándum de 

Entendimiento entre Argentina e Irán, mediante los cuales se regula la 

conformación y atribuciones de una “Comisión de la Verdad”, pueden ser 

objeto de los más variados cuestionamientos no es un asunto novedoso. 

Tanto los acusadores, público y privados, de la causa AMIA como dos de 

los miembros de este Tribunal, habilitados para el conocimiento del asunto, 

tuvimos ocasión de destacar todas las deficiencias de las que podían ser 

destinatarios. Fallas tan graves que resultaron incapaces de sortear con 

éxito el control de constitucionalidad al que fueron sometidos. Pero eso fue 

todo.  

   Que la “Comisión de la Verdad” no tuviese más 

semejanza que su nombre con aquellos órganos que la precedieran, que su 

funcionamiento careciera de reglas claras y de plazos concretos; que no se 

previera un interrogatorio que alcanzara a todos los imputados y con los 

efectos de una genuina indagatoria; que en  la construcción de “su verdad” 

se corriera el riesgo de aventar todo el logro obtenido en la investigación 

del caso AMIA son puntos más que discutidos. Pero ni esta Alzada, ni las 

querellas, ni aun el fiscal del caso, aquí denunciante, apreció en la letra del 

marco de la causa CFP 3184/2013/CFC1). 

  De ahííí qqquuue no sea posible compartiiirr eeelll   argumento del 

cual parte el a quooo ppara rehusar la existencia de un delito que aaammmerite su 

investigación... SSSin embargo, ello no agota sin más la cuestión. Lejos dee tttoda 

idea maniqqquea, el que no se comparta en este punto la posición del juez nooo 

significccaaa  sin más la adscripción a los agravios del acusador. Estos también 

tienennn su yerro. 

  EEElll queee   llooosss  diveeerrrsssos pppunttos del Memoráánduuum de 

Entttendimiento eeennntreee AArgentina e IIIrrrááán, mmmeeediannte los cuales see regggula la 

connnformación yyy atrrribuciones de una “Comisssiónn dde la Verdad”, ppueddden ser 

obbbjjjeto de los mmmásss  vvaarriiaddos cuestionamienntttos nnno es un asunto novvveddosoo. 

Taaannntoo lloos acusaaadddoreeess,, público y privvaaadddooosss,,, ddde laaa  cccaaauuusssaa AMIA cooomo dos de 

los mmmiembros de eeessste TTTrrriiibbunal, haaabbbiiilllitadddooos pppara elll cconnnoooccimienntttooo delll aasunto, 

tuvimmmoos ocasión de dddeeessstttaaacar todddaaasss lllas deffiiicciieennnccias dddeee  las qqquuueee ppodían ser 

destinaaatttarios. Fallas tan graves que resultaron incapaces de sortear con 

éxito el ccooonntrol de constitucionalidad al que fueron sometidos. Pero eso fueee   

todo.  

   QQue la “Comisión de la Verdad” no tuviieeessseee más 

semejanza que su nommmbbbrrree  con aquellos órganos que la precceeedddiiieran, que su 

funcionamiento careciera de reglllaaasss ccclllaaarrraasss  yy  dddeee pplllaaazzzooos concretos; que no se 
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pacto un atisbo del supuesto delito de encubrimiento que recién ahora se 

denunció. Ni una sola sospecha, ni un solo interrogante fueron siquiera 

deslizados en ocasión de debatirse la adecuación de la norma a la luz de 

nuestra Carta Magna. Todas las críticas danzaron en torno a su propio texto 

y a la imposibilidad de admitir sus disposiciones, pero nadie habló de 

delito, tan sólo de incorrecciones (ver en particular presentaciones de fs. 

231/68, 568/75 y 602/09 de la causa CFP 3184/2013/CA1, “AMIA s/ 

Amparo – Ley 16.986”). 

  Es por ello que interrogar nuevamente los pasajes del 

Memorándum en procura de encontrar allí algo más que su oposición a la 

Constitución es errar el camino. Sus previsiones, es cierto, no se adecuaban 

al orden jurídico, mas nada en ellas advertía que esa pugna se tradujese en 

el producto de un obrar ilícito. Volver sobre cada una de las críticas que se 

le dirigieron al Memorándum, esta vez bajo una pretensión jurídica distinta, 

no es más que reeditar una cuestión ya zanjada, al menos por esta Cámara, 

escogiendo un terreno que desde todos los ángulos le resulta extraño.  

  X. La segunda cuestión apunta a otro pasaje del 

Acuerdo. Esta vez se trata de la denunciada necesidad, por parte del 

gobierno argentino, de dejar sin efecto las notificaciones rojas que todavía 

hoy pesan sobre los acusados del caso AMIA, de nacionalidad iraní, a fin 

de lograr un acercamiento comercial con aquella República Islámica. Esa 

voluntad se habría cristalizado en el punto 7 del Memorándum, único cuya 

operatividad no debía aguardar al intercambio de notas recíprocas por los 

contratantes, por el cual se notificaba a Interpol acerca de la suscripción del 

convenio. 

  No es posible soslayar que en particular el citado 

artículo no fue motivo de análisis en el marco del expediente donde tramitó 
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deslizados en ocasión de debatirse la adecuación de la norma a la luz de

nuestra Carta MMMaaagggna. Todas las críticas danzarooonnn en torno a su propio texto

y a la iiimmmpposibilidad de admitir sus disposiciones, pppeeerro nadie habló de

deliiitttooo, tan sólo de incorrecciones (ver en particular presenntttaaciones de fs.

222331/68, 568/75 y 602/09 de la causa CFP 3184/2013/CA1, “AMIA s/

Amparo – Ley 16.986”). 

  Es por ello que interrogar nuevamente los pasajjjeees del

Memoránnnddduuum ennn ppprrrooocccura dddeee encooontraar allí algo más qque su oposición a la

Constiiitttucióóónn es errar el cammminooo.. Suuus pprevisiones, es cieerto,, no se adecuabbban

al orddden jjjurídico, mas nada en elllaaas aaddvertía qque esa ppugnnna se tradujese en

el prrroooducccttoo dde un obrar ilícito. Vooolveerrr sobre cada una de lllaas crííttiiccaass qque  se

le dirriiigggierrrooon al Memoránduummm, eeessstaaa veezzz bbbaaajjjooo una pretennssiónnn jurídica distinnnta,

no es mmmááás quuueee  reeditar uuunnna cuuueeestiióóón yyya zzzanjjjaaaddda, al mmmeeenosss ppor esta Cámmmaaara,

escogiendo uuunnn ttterreno qqquuueee ddesde ttoooddooss los ááánnngggulos leee  rrreeesulta extraño.  

  X. La segunda cuestión apunta a otro passaaajjje del

AAcuerdo. Esta vez se trata de la denunciada necesidad, porr ppparte del

gooobbbierno argentino, de dejar sin efecto las notificaciones rojaaasss que todavía

hoy peeesssaaan sobre los acusados del caso AMIA, de nacioonnnaaalllidad iraní, a fin

de lograr unnn aaaccceercamiento comercial con aquellaa  RRReepública Islámica. Esa

voluntad se habría criiistttaaallliiizzzaaadddoo  eenn  eeelll pppuuunnntttooo 777 del Memorándum, único cuya



la vía de amparo deducida por las instituciones judías y escoltada por el Dr. 

Alberto Nisman. Sin embargo, no por ello tal disposición quedó relegada 

de todo examen. Justamente, ella fue invocada para justificar la actualidad 

del caso como objeto de contienda ante sede judicial.  

  Tanto en ocasión de acudir a esta Alzada vía recurso de 

apelación, como al contestar el traslado conferido, el Dr. Nisman sostuvo 

que “el argumento acerca de que aún no existe un perjuicio, actual ni 

inminente, dado que no se han puesto en práctica los términos del acuerdo 

aprobado por la ley inconstitucional, no es correcto atento a que al menos 

dos de los artículos del memorando de entendimiento ya se han aplicado. 

Así, en primer lugar resulta que el punto séptimo del acuerdo es de tipo 

operativo y se ha puesto en práctica al poner en conocimiento del 

Secretario General de Interpol los términos del entendimiento, como es de 

público conocimiento y ha sido ampliamente divulgado por los medios de 

comunicación” (fs. 571 y 604vta. de la causa CFP 3184/2013/CA1, “AMIA 

s/ Amparo – Ley 16.986”). Esta sería la única alusión que el fiscal hiciera 

del citado pasaje normativo. Pese a que podía ser el más criticado de todos, 

pues ya se había puesto en marcha; que sus efectos podían ser los más 

inmediatos e incluso los más temidos; y que su inclusión aparecía a simple 

vista como la más inapropiada, dentro del marco regulado por el 

Memorándum, nada más se dijo acerca de ese artículo. 

   Es así que discurrir hoy sobre la mera literalidad del 

pacto resulta a todas luces insensato. ¿De qué sirve especular acerca de su 

carácter operativo, de sus términos o de la alusión a Interpol en un acuerdo 

entre dos Estados cuando todas estas cuestiones, presentes desde enero de 

2013 en el texto del Pacto, nunca fueron objeto de crítica, ni siquiera 

de todo examen. Justamente, ella fue invocada para justificar la actualidad 

del caso como objeto de cccooonnntttiiienda ante sede judicial.  

  TTTaanto en ocasión de acudir a esta Alzada vía rrreeecurso de 

apelación, commmo al contestar el traslado conferido, el Dr. Nisman sosstttuvo 

que “el aaarrrgggumento acerca de que aún no existe un perjuicio, actual nnniii 

inminennnttte, dado que no se han puesto en práctica los términos del acuerdo 

aprobbbaaado por la ley inconstitucional, no es correcto atento a que al menos 

dos ddde los artículosss dddel mmmeeemmmooorrraaando ddde enteeendiimiento ya se hann appplicado. 

Asííí, en primer llluuugarrr resulta que el pppuntttoo sssépttimo del acuerdo es ddde tipo 

oppperativo y seee hhhaaa puesto en práctica aalll poooner en conocimmiennnto del 

Seeecretario Gennneralll  ddee IInterpol los términoss dell  entendimiento, cccomooo es ddee 

púbbbliiccoo conociimmmiennntttoo y ha sido ampplliiiaaammmeeenntte dddiivvvuuulllgggaado por loss medddios de 

commmunicación” (fffsss... 57111 yyy 604vta. dddeee la cccaaaussaaa CFFFPPP 331888444//2013//CCCAAA1,,,  ““AMIA 

s/ Ammmparo – Ley 16.999888666”))). Esta  ssseeerrrííía la únnniiiccaa  aalusiióóónnn qqque el fffiiissscal hiciera 

del citaaaddo pasaje normativo. Pese a que podía ser el más criticado de todos, 

pues ya sssee había puesto en marcha; que sus efectos podían ser los máss   

inmediatos eee iincluso los más temidos; y que su inclusión aparecía a simmmppple 

vista como la mmmás inapropiada, dentro del marco reguladoo  pppor el 

Memorándum, nada mmááásss  sse dijo acerca de ese artículo. 

   Es así que dddiiissscccuuurrrrrriiirrr hhhooyyy  sssooobbrrreee llla mera literalidad del 
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cuando ese instrumento fue escrutado por el poder judicial, y a instancias 

del mismo denunciante?  

   Ninguna imputación que procure cimentarse sobre la 

sola expresión objetiva del Tratado puede aspirar seriamente a instituirse en 

base de una investigación penal. A nivel de todo aquello que ya fue escrito, 

y en consecuencia examinado, nada nuevo podrá obtenerse que no sea la 

reproducción de lo que ya ha sido dicho. El Memorándum fue, a los ojos de 

esta Alzada, inconstitucional, mas no la canalización de un acto criminal. 

  En este punto debo detenerme en una aclaración. El 

fiscal señala que la omisión en acompañar aquellos cuestionamientos 

jurídicos con una imputación en este plano punitivo se debió a que 

entonces se carecía de los elementos que hoy se tienen y que revelarían la 

voluntad espuria escondida tras las convenientes palabras del 

Memorándum. Esto nos obliga a abandonar la contundencia de lo escrito, 

para ingresar en el terreno de las alegadas nuevas probanzas recogidas en la 

presentación de enero de este año. 

  XI. Estas nuevas pruebas que develarían la verdad del 

pacto con Irán son, en rigor de verdad, dos y ninguna de ellas puede admitir 

el calificativo aludido. Una remite a la nota periodística en la que José 

“Pepe” Eliaschev alertaba, ya desde su título, que “Argentina negocia con 

Irán dejar de lado la investigación de los atentados”, publicada en el Diario 

Perfil en marzo de… 2011(!). Coetáneamente al inicio de las negociaciones 

que Nisman definió como ilícitas, dos años antes de la firma del 

Memorándum y cuatro de la formulación de esta denuncia, ya existía una 

de las pruebas del delito que nunca fue anoticiado. De novedad, 

sinceramente, es poco lo que se tiene.  
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   Ninguna impputación que procure cimentarse sobre la

sola expresión ooobbbjjjetttiiiva del Tratado puede aspiiirrraaarrr ssseriamente a instituirse en

base de uuunnna investigación penal. A nivel de todo aquellllllooo  qqque ya fue escrito,

y ennn consecuencia examinado, nada nuevo podrá obtenersee qqque no sea la

rrreeeproducción de lo que ya ha sido dicho. El Memorándum fue, a lllos ojos de

esta Alzada, inconstitucional, mas no la canalización de un acto crimmminal. 

  En este punto debo detenerme en una aclaracióóón. El

fiscal señññaaallla qqquuueee lllaaa  omiiisssiiióóón ennn accompañar aquelloos cccuestionamieeennntos

jurídicccooos cccoon una imputaaaccciónnn  een eeste plano punitiivo se debió a qqque

entonnncesss  se carecía de los elemennntos qque hoyy se tienenn y que revelaríannn la

volunnntaddd  eespuria escondida trass  las convenieeenntesss paallaabbrraass dddel

MMemmoooránnnddduum. Esto nos obbllliiigggaaa a abaaannndddooonnnaar la contunnndennncia de lo escrriiito,

para ingggrrresarrr eeenn el terreeennnooo de lllaas aaalegaaadddaaas nuuueeevas pprrooobbbanzzzaas recogidas eeennn la

presentacióónnn dddeee enero dddeee eeestte año.. 

  XI. Estas nuevas pruebas que develarían la verrdddad del

pppacto con Irán son, en rigor de verdad, dos y ninguna de ellas pueeddde admitir

elll cccaalificativo aludido. Una remite a la nota periodística eennn la que José

“Pepe””” EEEliaschev alertaba, ya desde su título, que “Arggeeennntttina negocia con

Irán dejar ddeee lllaaaddo la investigación de los atentadoosss”, publicada en el Diario

Perfil en marzo de… 222000111111(((!!!)))... CCCooeeetttáánnneeeaaammmeeente al inicio de las negociaciones



   El otro elemento nos conduce al resultado de las 

intervenciones telefónicas. Un poco más cercanas en el tiempo, estas se 

extienden, salvo algunas excepciones, a lo largo de todo el 2013 cuando el 

Memorándum, ya aprobado desde febrero de ese año, estaba recorriendo 

distintos ámbitos judiciales en ninguno de los cuales siquiera se sugirió la 

idea de un delito. Nótese que el amparo deducido por la AMIA tuvo su 

paso no sólo por esta justicia criminal federal, sino también por instancias 

contencioso administrativas e incluso ante la Corte Suprema de Justicia de 

la Nación. Asimismo, también debe repararse en que el producido de las 

escuchas no llegó a conocimiento del denunciante tras el pronunciamiento 

de esta Alzada, de mayo de 2014. Por el contrario, los resultados de las 

intervenciones telefónicas, cuya constante renovación él mismo iba 

solicitando al juez de la causa AMIA, le eran acercados a la fiscalía a su 

cargo de manera casi simultánea al período de la auscultación (ver 

documentación reservada en Sobre 5). 

   Con respecto a la primera prueba, el análisis efectuado 

por el a quo luce impecable. Cuando las afirmaciones que el periodista 

realizó en su artículo son examinadas a la luz de cuanto dijo en ocasión de 

prestar declaración testimonial, es poco lo que queda acerca de los inicios 

de la negociación espuria que se habría orquestado y que se sostuviera con 

tanta vehemencia. En el momento en que el documento que se aducía 

oficial no lo es tanto, sino un paper interno de la cancillería iraní; cuando 

su idioma es el inglés y no el farsi, como debió haber sido de ser una pieza 

de aquella procedencia; y cuando este no reproduce las palabras 

adjudicadas al ministro Timerman, sino un parecer de los interlocutores 

persas que, alejados de revelar un desinterés argentino por resolver los 

atentados, aludía a su impresión acerca de que nosotros querríamos “dar 

extienden, salvo algunas excepciones, a lo largo de todo el 2013 cuando el 

Memorándum, ya aprobaaadddooo dddesde febrero de ese año, eeessstttaaaba recorriendo 

distintos ámbitos jjjuuudddiiciales en ninguno de los cuales siquiera seee sssugirió la 

idea de un deeellliiito. Nótese que el amparo deducido por la AMIA tuvvooo su 

paso no sóóólllo por esta justicia criminal federal, sino también por instanciaaasss 

contenccciiioso administrativas e incluso ante la Corte Suprema de Justicia de 

la Naaaccción. Asimismo, también debe repararse en que el producido de las 

escuuuchas no llegó aaa ccconoccciiimmmiiieeennnto ddeeelll denunnnciaante tras el pronunnciaaamiento 

de esta Alzada, ddde mmmayo de 2014. PPPor eeel ccconttrario, los resultaadoss  de las 

intttervenciones tellleeefónicas, cuya constanttte rreenovación él mmismmmo iba 

solllicitando al jjjuezzz  ddee lla causa AMIA, le eerrran aacercados a la fiiiscalllíía a ssuu 

carrrggoo dde manneeera cccasi simultánea aaalll pppeerrríodooo dddeee la ausculttaaacióóón (ver 

docccuuumentación reeessservaaadddaaa en Sobrrreee 555). 

   Connn rrreeespppecto aaa lllaa primeerrraa  ppprruuebbaa, eeel análiiisssiiisss efectuado 

por ell aa quo luce impecable. Cuando las afirmaciones que el periodista 

realizó ennn  ssu artículo son examinadas a la luz de cuanto dijo en ocasión deee   

prestar declaaarrraación testimonial, es poco lo que queda acerca de los iniiccciiios 

de la negociacióóónnn espuria que se habría orquestado y que se sostuvvviiieeera con 

tanta vehemencia. Enn eeelll momento en que el documentoo qqquuue se aducía 

oficial no lo es tanto, sino un papppeeerrr iiinnntteeerrrnnooo  dddeee llaaa cccaancillería iraní; cuando rr
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una vuelta de página en las relaciones argentino-iraníes”, la historia cambia 

drásticamente. Es evidente ahora que en ello radicó la  decisión de omitir 

toda invocación de este elemento al tiempo de examinar la 

constitucionalidad del Memorándum de Entendimiento. Su mención actual 

quizá obedeció a la idea de que, amalgamado a otras probanzas, definiera 

un cuadro más convincente. He aquí el tiempo de las escuchas. 

  Según el denunciante, las intervenciones telefónicas 

habrían revelado el entramado oculto tras la generación del acuerdo con 

Irán. Por expresas directivas de la Sra. Presidenta, el canciller Héctor 

Timerman habría negociado con aquel país ayudar a que sus nacionales 

eludan los alcances de la investigación por el atentado a la AMIA a cambio 

de poder emprender tratativas comerciales entre ambas Naciones. Para ello 

se habrían abierto dos canales de negociación. Uno oficial, encabezado por 

el Ministro de Relaciones Exteriores; otro subterráneo, en el cual Luis 

D’Elía, Fernando Esteche, Ramón Allan Bogado, Héctor Yrimia y Jorge 

“Yussuf” Khalil desempeñarían sus propios roles, bajo las directivas de la 

Primera Mandataria y que a ellos se vincularía vía la participación del 

diputado Andrés Larroque. La finalidad de toda esta ingeniería: la 

obtención de petróleo. Su costo: el derrumbe de la causa AMIA y la 

impunidad de los acusados iraníes.  

  Al aproximarse al estudio de la presentación que dio 

génesis a esta causa, con sus casi trescientas páginas y sus decenas de 

comunicaciones telefónicas prolijamente encadenadas a un relato que, sin 

escatimar en adjetivos, exhibe una pulcra redacción, es atendible verse 

seducido por lo que se enuncia. Pero cuando uno se detiene y avanza en sus 

detalles, los contornos de lo que se dice ya no son tan nítidos. Como si se 
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toda invocación de este elemento al tiempo de examinar la

constitucionalidddaaaddd dddel Memorándum de Entendddiiimmmiento. Su mención actual

quizá obbbeeedddeció a la idea de que, amalgamado a otras ppprrrobanzas, definiera

un cccuuuadro más convincente. He aquí el tiempo de las escuchhhaasss. 

  Según el denunciante, las intervenciones tttelefónicas

habrían revelado el entramado oculto tras la generación del acueeerrrdo con

Irán. Por expresas directivas de la Sra. Presidenta, el canciller HHHéctor

Timermannn hhhabríííaaa nnneeegggociadddooo con aquuel país ayudar aa quuue sus nacionnnales

eludannn lllos aaallcances de la iinnnvvvestttiigaaaciónn por el atentado a laaa AMIA a cammmbbbio

de poooderrr emprender tratativas commmerccciales entre ambass Naaaciones. Para eeello

se haaabríaaann aabbiierto dos canales de nnnegooociación. Uno offiiicialll, encaabbeezzaaddo pppor

el MMMiiinistttrrroo de Relacioness EEExxxttteeerrriioreeess;;; oootttrrro subterránnneo, en el cual LLLuuuis

D’Elía, FFFernnnaaannndo Esteccchhheee, RRRaaammóóónn AAAlllaaann BBBooogggado,, HHHéctooorr Yrimia y JJooorge

“Yussuf” KKKhhhaaallliiil desemmmpppeeeñññarían ssuuuss  ppprropiioosss rrroles,, bbbaaajjjoo las directivass  ddde la

Primera Mandataria y que a ellos se vincularía vía la participaccciiióóón del

ddiputado Andrés Larroque. La finalidad de toda esta ingeeennniería: la

obbbttteeención de petróleo. Su costo: el derrumbe de la causaaa   AAMIA y la

impuniiidddad de los acusados iraníes.  

  Al aproximarse al estudio dee lllaaa presentación que dio

génesis a esta causa, cccooonnn sssuuusss   ccaaasssii tttrreeesssccciiientas páginas y sus decenas de



tratara de un pase de ilusionista, en casos como este es preciso analizar las 

cosas más de cerca para poder develar su real entidad.   

  XII. Ya el primer acercamiento nos conduce a la 

imposibilidad de comprender cuáles serían los verdaderos antecedentes del 

Memorándum de Entendimiento suscripto entre Argentina e Irán en enero 

de 2013, pues son tantos los elementos que sobre el punto brinda la 

denuncia que estos terminan enfrentándose entre sí a la hora de dar una 

respuesta. Nótese que mientras la presentación que da impulso a este 

sumario alega que las negociaciones emprendieron en enero 2011, con el 

viaje de Timerman a Siria, en otro pasaje del escrito se asevera que fue en 

un travesía de D’Elía a Irán entre febrero y marzo de 2010 que todo tuvo su 

inicio. En ese entonces, el nombrado, según el denunciante, habría sido 

invitado por las autoridades persas “…para ir adelantándole la solución 

política y la desvinculación del tema AMIA y así dejar de lado las 

acusaciones de la justicia argentina y –fundamentalmente- la baja de las 

notificaciones rojas, en línea con lo históricamente postulado por Teherán” 

(fs. 111vta.).  

   Esa misma disputa cronológica se reitera en otros 

fragmentos, sólo que esta vez se adiciona un nuevo ingrediente. Ahora ya 

no sería una puja entre 2010 y 2011, sino ya el año 2006, y no es tan seguro 

que haya sido Irán el autor del plan plasmado en la norma. Así, el día de la 

firma del Acuerdo Khalil refería en una comunicación: “‘…lo único que sé, 

es que es el mismo documento que hicimos nosotros hace seis años y lo 

presentamos, tanto a la gente de la embajada de Irán como a gente del 

gobierno…’, ‘…ese plan lo hicimos con Fernando Esteche hace seis 

años…’ …Y a Luis D’Elía, le confesó: ‘…¿Sabés quien me lo escribió a 

mí, ese día, el memorando ese, quién lo escribió?... Fernando…’, en 

  XII. Ya el primer acercamiento nos conduce a la 

imposibilidad de comprennndddeeer cuáles serían los verdaderooosss aaantecedentes del 

Memorándum de EEEnnntttendimiento suscripto entre Argentina e Irááánnn een enero 

de 2013, pueeesss son tantos los elementos que sobre el punto brindddaa la 

denuncia qqque estos terminan enfrentándose entre sí a la hora de dar unnnaaa 

respuesssttta. Nótese que mientras la presentación que da impulso a este 

sumaaarrrio alega que las negociaciones emprendieron en enero 2011, con el 

viajjeee de Timerman aaa SSiriaaa,,,  eeennn ooottro paaasssaje deeel escrito se asevera quee fue en 

un tttravesía de D’EEElíaaa a Irán entre febbbrrrero yyy mmmarzzo de 2010 que toodo tttuvo su 

iniiicio. En ese entooonces, el nombrado, seggúúún eeel denunciante, hhabrrría sido 

invvvitado por laaas aaauuttoorriiddades persas “…parrra irrr adelantándole llla soooluciióónn 

polllítiiccaa y la dddesviiinnnculación del teemmmaaa AAAMMIAAA yyy aaasí dejar ddeee laaado las 

acuusssaciones de llaaa jjjustttiiiccciiia argenttiiinnnaaa y –––ffunnndammmeennntallmmmeente- llaaa bajjjaaa  de las 

notifffiiiccaciones rojas, ennn lllííínnea connn   lllooo hhhistóriccaaammeeennte ppooossstttulado pppooorr Teherán” 

(fs. 11111vta.).  

   Esa misma disputa cronológica se reitera en otrosss   

fragmentos, sssóólo que esta vez se adiciona un nuevo ingrediente. Ahorraaa  yya 

no sería una pujaaa eeentre 2010 y 2011, sino ya el año 2006, y no es taannn sseguro 

que haya sido Irán el aaauuutttooorr del plan plasmado en la norma. AAAsssííí, el día de la 

firma del Acuerdo Khalil refería eeennn uuunnnaaa cccoommmuuunnniiiccaaaccciiióóón: “‘…lo único que sé, 



���������	
	���������
�
	���

23

�
�

�
�
�

�
�
�

�
�

	
�

alusión a Esteche” (fs. 28vta./9). Sin embargo, D’Elía evoca otros tiempos 

y otros autores, porque el mismo día 27 de enero de 2013 le comenta a 

Khalil que el convenio suscripto “…Es parecido a lo que nos propusieron 

en el primer viaje a Teherán, ¿te acordás?...” (fs. 111). 

   Pero no dejemos que estás discrepancias nos impidan 

avanzar en el análisis cuando, frente al tenor de lo que se denuncia, parecen 

meras cuestiones tangenciales. Lo importante es que, según lo anoticiado, 

las intervenciones telefónicas demostrarían que el principal objetivo del 

Memorándum era la eliminación de las circulares rojas por parte de 

Interpol. Es así que en el momento en que Timerman no habría convencido 

al Secretario General de ese organismo a dar de baja las citadas 

notificaciones, los iraníes perdieron todo interés por aprobar internamente 

el Acuerdo, postura que incluso se mantendría al día de hoy.  

  En esta línea, quien fuera exhibido como el enlace persa 

en nuestro país, Jorge Khalil, habría comentado a D’Elía al ser preguntado 

de los motivos por los cuales a mayo de 2013 el pacto no había sido 

aprobado que el problema es que “…hay un poquito de desazón de allá, de 

allá, no sé porque, hay desazón […] No gustó algunas palabras que se 

dijeron eh, me parece… Me parece que el ruso este de mierda [en alusión a 

Timerman] se mandó alguna” a lo cual agregó que “…estaba firmado algo, 

donde estaba el tema de las cautelares también parece, pero bueno lo 

hablamos personalmente”  -sic- (Comunicación del 11/5/13, citada a fs. 

58vta.).  

  Sobre el particular, varias cuestiones. Dejando de lado 

los términos poco contundentes de sus expresiones, como anuncia el 

reiterado “parece”, tal escucha, según se reconoce en otro sector del 

escrito y no a continuación del que se transcribió, precisa qué fue lo que 
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Khalil que el convenio suscripto “…Es parecido a lo que nos propusieron

en el primer viaaajjjeee a Teherán, ¿te acordás?...””” (((fffsss...  111). 

   Pero no dejemos que estás discrepppaaanncias nos impidan

avaannnzzar en el análisis cuando, frente al tenor de lo que se dennnuuuncia, parecen

mmmeras cuestiones tangenciales. Lo importante es que, según lo aaanoticiado,

las intervenciones telefónicas demostrarían que el principal objeeetttivo del

Memorándum era la eliminación de las circulares rojas por parrrttte de

Interpol. EEEsss así qqquuueee eeennn el mmmooomentooo enn que Timerman nno hhhabría convennncccido

al Secccretaaarrriiio General dddeee essseee orgaanismo a dar dde bbbaja las citaaadddas

notifffiiicaccciiiones, los iraníes perdierooon ttoodo interés por aaprooobar internamennnte

el Acccuerrrddoo, ppostura que incluso seee maaanntendría al día deee hoyyy.  

  En esta llííínnneeeaaa,,, qqquiennn fffuuueeerrra exhibido ccommmo el enlace peeerrrsa

en nuessstttrrro pppaaaííísss,,, Jorge KKKhhhalil,,,  hhhabbrría cccoommmennntttaaado a DDD’’EEElíaaa  aal ser pregunntttado

de los mottiiivvvooosss pppor looosss ccuales aaa mmaaayyo dddeee 22013 eeelll ppacto no habíaaa  sido

aprobado que el problema es que “…hay un poquito de desazón de aaallá, de

aallá, no sé porque, hay desazón […] No gustó algunas palabrrraaas que se

diiijjjeeeron eh, me parece… Me parece que el ruso este de mierddaaa  [[[en alusión a

Timermmmaaan] se mandó alguna” a lo cual agregó que “…esstttaaabbba firmado algo,

donde estabbbaaa eel tema de las cautelares tambiéénnn ppparece, pero bueno lo

hablamos personalmenttteee””  --ssiiiccc-  (((CCCooommmuuunnniiicación del 11/5/13, citada a fs.



generó la desazón. Allí Khalil expresamente reconoce que “…no gustó 

algunas palabras que se dijeron… el comentario ese que dijo: ‘¡A ver si 

ustedes se piensan que a mí me gusta negociar con fulanito?, con los 

iraníes?’…eso quedó para el orto…” (Comunicación del 11/5/13 citada a 

fs. 98. Ver también fs. 172 del Bibliorato con la inscripción 

“Transcripciones 1”). Ahora se comprenden las razones de la lógica 

omisión del denunciante. Nada allí aludía a las notificaciones rojas.  

   Por otra parte, la inferencia que de ellas se hace a la 

existencia de otros acuerdos secretos “donde estaba el tema de las 

cautelares”, se enfrenta a su misma hipótesis de imputación. Si el 

Memorándum de Entendimiento fue, según aduce, el canal escogido por la 

República Argentina para prestar el auxilio propio del delito de 

encubrimiento y, más específicamente, su punto 7° el camino para la 

eliminación de las alertas rojas, ¿para qué convenir otro acuerdo en el cual 

estaría “el tema de las cautelares”? ¿Acaso los preludios de ese acuerdo no 

fueron lo suficientemente arduos, al punto que se habría negociado durante 

dos años, para reproducir sus alcances en otro documento? Por lo demás, la 

suscripción de ese otro pacto sin una sola prueba de que este haya sido 

emitido, sólo puede lograrse bajo el conveniente recurso, que por supuesto 

aquí se ha empleado, de aseverarse que éste se mantuvo en secreto. De este 

modo, sería su misma ausencia la nota más distinguida de su existencia. En 

este punto no hay otra manera de acompañar la afirmación del denunciante 

que no sea desde la idea de que el referido documento comparte los mismos 

rasgos definitorios de los agujeros negros, cuya presencia sólo se demuestra 

a partir de la nada más absoluta. 

  Desde otra óptica, cuando la denuncia pretende 

reafirmar que el objetivo del Acuerdo –el dado a publicidad- era el 

ustedes se piensan que a mí me gusta negociar con fulanito?, con los 

iraníes?’…eso quedó parrraaa eeelll orto…” (Comunicación dddeeelll 1111/5/13 citada a 

fs. 98. Ver tammmbbbiién fs. 172 del Bibliorato con la iiinnnsscripción 

“Transcripcioonnnees 1”). Ahora se comprenden las razones de la lllóóógggica 

omisión deeelll denunciante. Nada allí aludía a las notificaciones rojas.  

   Por otra parte, la inferencia que de ellas se hace a la 

existeeennncia de otros acuerdos secretos “donde estaba el tema de las 

cautttelares”, se ennnfffrrrenta aaa sssuuu miiisssmmma hiipóteesis de imputaciión..  Si el 

Meeemorándum deee Ennnttteendimiento fue, segggúúún aduuce, el canal escoggidooo por la 

Reeepública Argggentttiiina para prestar el aauuuxillioo pproppio del delllito de 

enncccubrimiento y, mmááss específicamente, suuu puuunto 7° el caminnno pppara llaa 

elimmmiinnaacciióón de lllas aaalleertas rojas, ¿paraaa   qqquuuééé ccconvvveennniiirrr oootro acuerdooo en el cual 

estaaarría “el tema dddeee   las cccaaautelares”??? ¿AAcccaaasoo  los pprrreeeludddiiiooos de eessseee acuuueerdo no 

fuerooonn lo suficientemeeennnttteee  arduoss,,, aaalll punto qqquuee  sssee habbbrrríííaa negggoccciiiaaadddo durante 

dos añññooos, para reproducir sus alcances en otro documento? Por lo demás, la 

suscripciiióóónn de ese otro pacto sin una sola prueba de que este haya sidoo   

emitido, sólllooo pppuede lograrse bajo el conveniente recurso, que por supuueeesssto 

aquí se ha empleeeaaadddo, de aseverarse que éste se mantuvo en secretoo...   DDDe este 

modo, sería su misma aaauuussseencia la nota más distinguida de ssuuu eeexxxistencia. En 

este punto no hay otra manera dddee aaacccooommmppaaaññaarrr  lllaaa aaafffiiirrrmmmación del denunciante 
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levantamiento de las circulares rojas Nisman acude a dos escuchas. En una, 

Ramón Allan Bogado le comenta a Khalil: “Tengo un chisme… me dijeron 

ahí en la casa [aludiendo a la Secretaría de Inteligencia]…Interpol va a 

levantar el pedido de captura de los amigos… Lo va a levantar ahora”

(Comunicación del 25/2/13). Pero, según el denunciante, eso no era todo, 

había más. El día en que se suscribió el pacto con Irán el Encargado de 

Negocios de ese país en la Argentina habría hablado con Khalil. Tal lo 

expuso este: “…yo ya estaba al tanto, me dice. Son buenas noticias, me 

dice, y vas a tener mejores noticias todavía, me dijo. Recién, recién, hace 

un ratito…”. Ahora, si Khalil formaba parte de esa trama oculta del 

encubrimiento, ¿cómo es posible que desconociera cuáles eran esas buenas 

noticias que solas debían traducirse del mismo Memorándum que él mismo 

armó y, peor aún, que esa información le fuera acercada por quien, se 

denunció, ninguna relación tendría con la Secretaría de Inteligencia y, para 

colmo, un mes después de la firma del documento? 

  La última comunicación en esta línea es del día 20 de 

mayo de 2013, una jornada que ha develado conversaciones cuya secuencia 

no tiene desperdicios. En la primera de ellas, Khalil le reprocha a la actitud 

argentina el que Irán aún no hubiese aprobado el Memorándum. Así le 

exponía a D’Elía que “…De Vido tiene que saber que Timerman no 

cumplió con algunas cosas, esto es así de claro, no cumplió con algunas 

cosas…”. Según el denunciante esas “cosas” no podían ser otras más que 

el levantamiento de las alertas rojas al que se había comprometido. Tal 

incumplimiento de lo acordado justificaba que Irán no aprobase el pacto. 

Sin embargo, en esa misma conversación, antes del párrafo transcripto, 

Khalil le aseguraba a su interlocutor, ante la preocupación trasmitida, que 

“Lo van a aprobar, eso lo van a aprobar… Lo van a aprobar Luis, vos 
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ahí en la casa [aludiendo a la Secretaría de Inteligencia]…Interpol va a

levantar el pedddiiidddooo ddde captura de los amigos… LLLo va a levantar ahora”

(Comuniiicccaaación del 25/2/13). Pero, según el denunciannntttee, eso no era todo,

habbíííaaa más. El día en que se suscribió el pacto con Irán elll Encargado de

NNNegocios de ese país en la Argentina habría hablado con Khhhaaalil. Tal lo

expuso este: “…yo ya estaba al tanto, me dice. Son buenas notiiicccias, me

dice, y vas a tener mejores noticias todavía, me dijo. Recién, recién,,,   hace

un ratitooo……”. AAAhhhooorrraaa,,,   si KKKhhhalil ffformmaba parte de essa tttrama ocultaaa del

encubrrriiimieeennnto, ¿cómo es pppooosibbbllle qqque desconociera cuááles eran esas buennnas

noticciiias qqque solas debían traducirssse deeel mismo Memoráándduuum que él mismmmo

armóóó y, ppeeoor aún, que esa inforrrmaccción le fuera aceeercaddda poorr qquuiien, se

ddenunnnció, nninguna relaciónn ttteeennndddrrííaa cooonnn lllaaa SSSecretaría ddeee Innttteligencia y, pppaaara

colmo, uuun mmmeeesss  después dddeee la fffiiirrmaaa delll dddooocummmento? 

  La úúúllltttiiimma commmuunniicccaacióóónnn eeen esta lllííínnnea es del día 2220 de

mayo de 2013, una jornada que ha develado conversaciones cuya seecccuencia

nno tiene desperdicios. En la primera de ellas, Khalil le reprocha aaa llla actitud

arrgggeeentina el que Irán aún no hubiese aprobado el Memoráánnndddum. Así le

exponíííaaa  a D’Elía que “…De Vido tiene que saber qqquuue Timerman no

cumplió conn aaalllgggunas cosas, esto es así de claro,,  nnnooo cumplió con algunas

cosas…”. Según el dddennnuuunnnccciiiaaannnttteee  eesssaaasss “cccooosas” no podían ser otras más que



sabés cómo son los tiempos en Persia…”, con lo cual no se comprende 

cómo, si Timerman había fracasado con su parte del convenio, el pacto iba 

a ser igualmente aprobado.  

   Minutos más tarde otra conversación toma interés. 

Ahora resulta que ese mismo 20 de mayo Irán sí aprobaba el Memorándum 

(!). Y así Khalil le decía a su mismo interlocutor: “…Te dije, boludo, que 

se iba a aprobar, que te quedes tranquilo…”. De más está decir que entre 

una comunicación y la siguiente, las notificaciones rojas permanecieron 

imperturbables.  

   En este recorrido, una última parada. Esta vez las 

palabras pertenecen a Luis D’Elía quien le advierte a Khalil “…pero hay 

un matiz acá, que va a generar quilombo… lo aprobó Ahmadinejad, no lo 

aprobó el congreso iraní”. Resulta curioso que haya tenido que ser D’Elía 

quien le advirtiese a Khalil que las cosas no eran perfectas como las 

presentaba siendo que era este último el enlace con la posición iraní. Pero 

más extraño aún es que toda esta serie de primicias se desarrollaran cuando 

los periódicos eran los que ese día brindaban la información que ellos, 

como se ve, simplemente reproducían (ver publicaciones evocadas en la 

misma denuncia de fs. 1/145).  

  Sin embargo, en este punto debe reconocerse la 

veracidad de las expresiones de D’Elía. El Congreso iraní, al menos hasta 

hoy, no dio su aprobación al Memorándum de Entendimiento. Pero quizá 

ello poco importe. Al fin y al cabo, no se comprende tampoco cuál era el 

interés de Irán en todo este asunto.  

  Por un lado la denuncia afirma que “…las autoridades 

iraníes habían expresado su histórico interés por comerciar. Les resultaba 

indiferente la aprobación o no del Memorando de Entendimiento”, para 

a ser igualmente aprobado.  

   Minutooosss más tarde otra conversaciiióóónnn  toma interés. 

Ahora resulta que eeessse mismo 20 de mayo Irán sí aprobaba el Memmmoorándum 

(!). Y así Khaaallliiil le decía a su mismo interlocutor: “…Te dije, boludoo, qqque 

se iba a aaappprobar, que te quedes tranquilo…”. De más está decir que entrrreee 

una commmunicación y la siguiente, las notificaciones rojas permanecieron 

imperrrttturbables.  

   EEEnnn esteee  rreeecccooorridddooo,,, una últtima parada. Estta vvvez las 

palllaabras perteneeecccen aaa Luis D’Elía qqquuuiennn le  advvierte a Khalil “……peeero hay 

unnn  matiz acá, qqque vvva a generar quilombo… lo approbó Ahmadineejaddd, no lo 

appprrrobó el congggresooo iirraaníí”. Resulta curioso queee  haya tenido que  ser D’’EEllííaa 

quiiienn llee advirtttiiieseee aa Khalil que laasss cccooosssaaas nnooo  eeerrraaann perfectass commmo las 

presssentaba siendooo qqque eeerrra este úllltttiiimmmo eeelll ennnllaceee  cccooon lllaaa  ppposiciióóónnn iraaannní. Pero 

más eeexxtraño aún es quueee tttoooda estaa  ssseeerriiie de prrriimmiiccciias sseee dddesarrollllllaaarran cuando 

los perrriiódicos eran los que ese día brindaban la información que ellos, 

como se vvve, simplemente reproducían (ver publicaciones evocadas en laaa   

misma denuunnncccia de fs. 1/145).  

  Sin embargo, en este punto debe reconooccceeerrse la 

veracidad de las expreeesssiiiooonnes de D’Elía. El Congreso iraní,,, aaalll menos hasta 

hoy, no dio su aprobación al MMMeeemmmooorrrááánnnddduuummm   dddeee EEEnnnttteenddimiento. Pero quizá 
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agregar después que “…la República Islámica de Irán estaba dispuesta a 

negociar sin necesidad de ratificar el Memorando de Entendimiento 

porque, a diferencia del gobierno argentino, nada tenía que explicar a su 

ciudadanía” (fs. 50 y 51). Sin embargo, los iraníes no habrían resultado tan 

filantrópicos.  

   A continuación la denuncia sostiene que Irán sí tenía un 

interés por la suscripción del Acuerdo. Este serviría como canal para que se 

dieran de baja las notificaciones rojas emitidas por Interpol. Así se 

afirmaba que “sin notificaciones rojas que desactivar, no había interés de 

Irán para firmar ningún acuerdo con Argentina”, agregando que “…la 

disposición séptima del Memorando de Entendimiento fue el punto de 

partida para habilitar la baja de las notificaciones rojas de Interpol, es decir, 

el primer paso para garantizar la impunidad de los imputados” (ver fs. 

55/vta.). Sin embargo, esta disposición, única operativa a sola firma del 

pacto, no habría deparado los resultados anhelados. Ello motivó que Irán no 

diera aprobación interna al Memorándum. 

  Sin embargo, resulta extraño que, frustrada una parte del 

plan, escogieran transitar ese camino pues, siempre según la misma 

denuncia, el acuerdo preveía otras alternativas provechosas para los iraníes. 

En este sentido, y varias páginas después, el denunciante señaló que el 

fracaso de aquel punto “…no significó la desarticulación del plan de 

impunidad”, adicionando que “…este revés no implic[ó] que el interés de 

Irán en el acuerdo haya desaparecido por completo” (fs. 61). Aquí se 

inscribiría la conformación de la “Comisión de la Verdad” como órgano 

encargado de elucubrar una hipótesis distinta acerca de los verdaderos 

responsables del atentado a la sede de la AMIA, y en la que ya no habría 

iraníes comprometidos. De tal modo afirmaba que “el esquema gestado en 
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porque, a diferencia del gobierno argentino, nada tenía que explicar a su

ciudadanía” (fs... 555000 y 51). Sin embargo, los irannníííeeesss no habrían resultado tan

filantrópppiiicccos.  

   A continuación la denuncia sostiene que IIIrrrán sí tenía un

iiinnnterés por la suscripción del Acuerdo. Este serviría como canal pppara que se

dieran de baja las notificaciones rojas emitidas por Interpol. Así se

afirmaba que “sin notificaciones rojas que desactivar, no había interrrés de

Irán paraaa  fffiirmarrr nnniiinnngggún aaacccuerdooo coon Argentina”, aaggregggando que “““………la

disposssiiiciónnn séptima del MMMemmmoooraaandoo de Entendimiennto fue el punto de

partiddda pppaaara habilitar la baja de lasss nooottificaciones rojas de IIInterpol, es decccir,

el prrrimeeerr ppaaso para garantizar llaaa immmpunidad de los imppputaddooss” ((vver fs.

555/vtttaaa.). SSSiin embargo, esttaaa dddiiissspppooosiciiióóónnn, úúúnica operaatttiiva a sola firma dddel

pacto, nnnooo habbbrrrííía deparadddooo loss  rrreesuuultadddoosss anhhheeellados. EEEllllo mmmootivó que Iráánnn no

diera aprobbaaaccciiióóónn internnnaaa aaalll MMemoorrráánnddduum. 

  Sin embargo, resulta extraño que, frustrada una pppaaarte del

ppplan, escogieran transitar ese camino pues, siempre según llla misma

deeennnuuncia, el acuerdo preveía otras alternativas provechosas paaarrraaa los iraníes.

En esttteee sentido, y varias páginas después, el denunciaaannnttte señaló que el

fracaso de aaaqqquuueel punto “…no significó la dessaaarrrtttiiiculación del plan de

impunidad”, adicionandddooo qqquuueee “……eeesssttteee rrreeevvvééés no implic[ó] que el interés de



el acuerdo permite contar con herramientas para avanzar hacia este objetivo 

que, como se advierte, es mucho más amplio e importante que el simple 

cese de la vigencia de las notificaciones rojas de Interpol” (fs. 64vta.). 

  Como se ve, en una postura realmente errática, Irán pasó 

de no tener un solo interés en la firma del Acuerdo, a centrar su atención en 

una única condición y culminar siendo la beneficiaria auténtica y exclusiva 

de cada una de las previsiones de la nueva ley que, sin embargo, finalmente 

nunca convalidó. Extraño.  

  Este zigzag argumentativo, en realidad, no hace más que 

atentar contra la imputación que la denuncia procura construir, 

demostrando que una vez que se corre el velo de las palabras empleadas en 

el Memorándum nada más queda.   

   Mientras tanto, en la otra vereda, existen sobradas 

muestras de que los sucesos acaecieron de un modo diametralmente 

opuesto. 

    XIII. En este punto, viene a cuento el intercambio 

epistolar entre la cancillería argentina y la Secretaría General de Interpol 

tras la firma del Memorándum, así como, en igual sintonía, las aclaraciones 

formuladas recientemente por quien ocupara ese cargo durante los últimos 

14 años, el Sr. Ronald Noble. 

   Por nota del 15 de febrero de 2013, Héctor Timerman se 

dirigía al Señor Secretario de aquel organismo informándole que “…la 

firma del Memorándum de Entendimiento, su eventual aprobación por 

parte de los órganos relevantes de ambos Estados y su futura entrada en 

vigor no producen cambio alguno… en el status de los requerimientos de 

captura internacional” oportunamente formulados a Interpol desde la 

Argentina. Un mes después, el consejero jurídico de dicho ente le 

cese de la vigencia de las notificaciones rojjas de Interpol” (fs. 64vta.). 

  Como ssseee ve, en una postura realmentte eeerrrrrrática, Irán pasó 

de no tener un solooo iiinnterés en la firma del Acuerdo, a centrar su aaattteeención en 

una única connndddiiición y culminar siendo la beneficiaria auténtica y excllluuussiva 

de cada unnnaaa de las previsiones de la nueva ley que, sin embargo, finalmenttteee 

nunca cccooonvalidó. Extraño.  

  Este zigzagg argumentativo, en realidad, no hace más que 

atennntttar contra la iiimpppuuutttaaaccciiióóónnn quuueee   la dennuncia procura coonnnstruir, 

demmmostrando queee unaaa vez que se corrrreee elll vvelllo dde las palabras emmpleaaadas en 

el MMMemorándummm naaada más queda.   

   MMiieentras tanto, en la oootraaa  vereda, existennn sooobraddaass 

muuuessttrraas dde qqquuue llloos sucesos acaeeccciiieeerrrooonn de uuunnn mmodo diammmetraaalmente 

opuuueeesto. 

   XIIIIIIII. EEn esteee pppuunto, vvviiieenneee a ccuuueeennto ell  iiinnnttercambio 

epistolllaaar entre la cancillería argentina y la Secretaría General de Interpol 

tras la firrmmma del Memorándum, así como, en igual sintonía, las aclaracionesss   

formuladas rrreeeccientemente por quien ocupara ese cargo durante los últiimmmos 

14 años, el Sr. RRRooonnnald Noble. 

  Por nnnoootta del 15 de febrero de 2013, Hécttooorrr TTTimerman se 

dirigía al Señor Secretario de aaaqqquuueeelll ooorrrgggaannniisssmmmooo iiinnnffformándole que “…la 
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aseguraba al citado ministro que “…dicho acuerdo no implica ningún tipo 

de cambio en el estatus de la notificaciones rojas publicadas en relación a 

los crímenes investigados en la causa AMIA”. Finalmente, un día después 

de radicada la denuncia del fiscal Alberto Nisman, el mismo Ronald Noble 

se dirigía por correo electrónico a nuestro canciller en los siguientes 

términos: “…Mientras era Secretario General de INTERPOL, en cada 

ocasión que usted y yo hablamos y nos vimos en relación con las 

notificaciones rojas de INTERPOL emitidas con relación al caso AMIA, 

usted indicó que INTERPOL debía mantener las notificaciones rojas en 

vigor. Su posición y la del Gobierno argentino fueron consistentes y 

firmes”, tras lo cual ingresa en una expresa revisión de cuáles fueron esas 

ocasiones (ver, por todo, Anexos 7, 8 y 11 de la documentación aportada a 

fs. 386/419). 

   Todo ello a su vez se corrobora, como con acierto 

destaca el a quo, en la información que el mismo Noble brindó, vía idéntico 

recurso electrónico, a dos periodistas que lo consultaron sobre el tema y en 

la que mantuvo y enfatizó sus afirmaciones acerca de que el gobierno 

argentino jamás buscó dar de baja aquellas alertas rojas (ver publicaciones 

de los diarios “Página 12” del 18 de enero y “The Wall Street Journal” del 

día siguiente, así como las copias de los emails enviados por Noble, 

aportado por el autor de la primera de las notas citadas, Raúl Kollmann, 

todo ello obrante a fs. 437/56 y 458/61). 

   Inferencias versus declaraciones; suspicacias versus 

documentos; especulaciones versus acontecimientos. La balanza, sin lugar 

a dudas, no se inclina de un modo provechoso al éxito de la denuncia.  

   Ni siquiera el mismo fiscal Pollicita en su apelación 

logra aportar algo de sustento que equilibre un poco más la notoria 
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los crímenes investigados en la causa AMIA”. Finalmente, un día después

de radicada la dddeeennnuncia del fiscal Alberto Niismmmaaannn,,, el mismo Ronald Noble

se dirigggíííaaa por correo electrónico a nuestro cancilllleeerrr en los siguientes

térmmmiiinos: “…Mientras era Secretario General de INTERRRPPPOL, en cada

ooocasión que usted y yo hablamos y nos vimos en relacióóónnn con las

notificaciones rojas de INTERPOL emitidas con relación al casooo AMIA,

usted indicó que INTERPOL debía mantener las notificaciones rojjjas en

vigor. Suuu posiccciiióóónnn yyy la dddeeel Gooobierrno argentino fuueronnn consistenttteees y

firmes”””, trrraaas lo cual ingresssaaa ennn  unnna eexpresa revisión dde cuuuáles fueron eeesas

ocasiiiooneeesss (ver, por todo, Anexos 777, 88 yy 11 de la docummenntttación aportaddaaa a

fs. 38886/4441199)). 

   Todo elllllooo aaa  sssu vvveeezzz sssee corroboraaa, cooomo con acieeerto

destacaa eeel a qqquuuo, en la innnfffooormmmaaacciónnn quuuee eeel mmmiiisssmo Noobbbllle bbbrrriindó, vía idénnntttico

recurso electttrrróóónnnico, a dddooosss pperiodisssttaass  qque lllooo ccconsulttaaarrrooon sobre el temmaaa y en

la que mantuvo y enfatizó sus afirmaciones acerca de que el gggooobierno

aargentino jamás buscó dar de baja aquellas alertas rojas (ver pubbbllliiicaciones

deee llloos diarios “Página 12” del 18 de enero y “The Wall Streeettt   JJJournal” del

día siiggguuuiente, así como las copias de los emails envvviiiaaaddos por Noble,

aportado porrr eeell autor de la primera de las notass ccciiitttadas, Raúl Kollmann,

todo ello obrante a fs. 444333777//555666 yyy   4455888//666111)). 



disparidad entre lo denunciado y lo probado. Su agravio se centra en 

reclamar que las declaraciones de Noble sean canalizadas vía un acto 

judicial formal –una testimonial- y no sólo mediante un correo electrónico 

o a través de los dichos de un periodista. Sin embargo, no brinda ni una 

sola razón que conduzca a dudar de la veracidad del email acompañado al 

sumario ni de los datos reflejados en las publicaciones periodísticas que 

habiliten su pedido. Máxime cuando, él mismo reconoce, hasta el propio 

Nisman cimentó gran parte de su escrito en trascendidos periodísticos, 

formulando algo más que una denuncia: era una presentación del 

representante del Ministerio Público Fiscal de la causa AMIA en el marco 

del expediente destinado a investigar las irregularidades acaecidas en su 

seno (fs. 524vta./5). 

   En un último intento por invocar algo más que simples 

sospechas, el recurrente acude a una interpretación de la reglamentación 

interna de Interpol para demostrar que es falso que sólo el juez de la causa 

AMIA tuviese la atribución de anular las alertas rojas, como el Dr. Rafecas 

asegurara en su decisorio. Una correcta hermenéutica del art. 81 del 

Reglamento de Interpol sobre el Tratamiento de Datos, y no una sesgada 

como habría hecho el a quo, demostrarían, a criterio de Pollicita, que “si 

bien las notificaciones rojas puede ser ‘retiradas’ por pedido del juez de la 

causa, surge que las mismas también pueden ser ‘suspendidas y/o 

anuladas’”, lo que sería una facultad exclusiva de la Secretaría General de 

Interpol “…en los casos en que ‘la notificación ya no cumpla las 

condiciones mínimas para su publicación’” (fs. 527). 

  Es tentador ingresar en el análisis exegético de la norma, 

a fin de extraer los correctos alcances de cada una de sus disposiciones. 

Pero es mejor dejar ese ejercicio para otros órdenes que sí lo requieran. En 

judicial formal –una testimonial- y no sólo mediante un correo electrónico 

o a través de los dichos dddeee un periodista. Sin embargo, nnnooo brinda ni una 

sola razón que connnddduuzca a dudar de la veracidad del email acommmpppañado al l

sumario ni deee lllos datos reflejados en las publicaciones periodísticass qqque 

habiliten sssuuu pedido. Máxime cuando, él mismo reconoce, hasta el propiiiooo 

Nismannn cimentó gran parte de su escrito en trascendidos periodísticos, 

formuuulando algo más que una denuncia: era una presentación del 

reprrreeesentante del MMMiiinnnisteriiiooo PPPúúúbbblico FFFiscal de lla causa AMIA enn elll marco 

delll expediente dddestiiinnnado a investigaaar laaass iirrrreggularidades acaeccidasss en su 

sennno (fs. 524vtaaa./5))). 

   EEnn uun último intento porrr invvvocar algo más qqquue sssimplleess 

sosssppeecchhas, el rreeecurrrrrreente acude a unnaaa iiinnnttteeerrppprettaaaccciiióóónnn  de la regllaaamennntación 

inteeerrrna de Interpooolll   parrraaa dddemostraarrr qqque eeess faaalso qquuueee sóóólllooo el jueeezzz de lllaa causa 

AMIIIAAA tuviese la atribbbuuuccciiióóón de annnuuulllaar las aleeerrttaasss rojaasss, cccomo eeelll DDDr. Rafecas 

asegurrraaara en su decisorio. Una correcta hermenéutica del art. 81 del 

Reglamennntto de Interpol sobre el Tratamiento de Datos, y no una sesgadaaa   

como habríaaa hhecho el a quo, demostrarían, a criterio de Pollicita, quee  “““si 

bien las notificaccciiiooones rojas puede ser ‘retiradas’ por pedido del jjuuueeezzz de la 

causa, surge que lasss mmmismas también pueden ser ‘ssuuussspppendidas y/o 

anuladas’”, lo que sería una facullltttaaaddd eeexxxcccllluussiiivvaaa ddeee lllaaa Secretaría General de 
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principio, resulta suficiente el desarrollado por una de las defensas (ver 

presentación de la defensa de Héctor Timerman de fs. 732/51). 

   El verdadero interés de este punto radica en otras 

dimensiones. Pues si bien, según el texto de la reglamentación y la 

interpretación del fiscal, esa posibilidad de suspender o anular las circulares 

rojas existe y es real, el recurrente omite acompañar una referencia 

fundamental. En su apelación, el acusador no brinda un solo dato por el 

cual pueda deducirse que alguien del gobierno argentino, o incluso del 

iraní, hubiese ejercido algún acto destinado a “forzar” la activación de esa 

facultad del Secretario General de Interpol. Ningún elemento se adiciona a 

la sola mención de esa atribución, existente con o sin Memorándum de 

Entendimiento de por medio, más allá de la mera referencia a la firma del 

citado convenio. Una vez más, nada que supere la misma literalidad de la 

norma que ha sido ya examinada a luz de nuestro orden jurídico. 

  XIV. Esa misma ausencia probatoria, que el Dr. Rafecas 

advirtió en su pronunciamiento y que el recurrente no logró colmar, se 

reproduce al tiempo de indagar acerca de aquel otro punto que iba a dotar 

de impunidad a los acusados iraníes. Se reitera la idea de la creación de la 

“Comisión de la Verdad” como promotora de la generación de una nueva 

hipótesis que liberara de toda mácula a aquellos imputados. Para ello se 

insiste en los nombres de quienes habrían operado para avanzar en la 

construcción de ese otro responsable (Khalil, Bogado, Esteche, Yrimia), en 

la finalidad de esta mecánica (“…quieren construir un nuevo enemigo de la 

AMIA, el nuevo responsable de la AMIA…”; “La esencia del nudo, el 

núcleo del nudo… es la inocencia de Irán”; “…vamos a la limpieza 

nuestra”; “…alguien va a salir con la…con la cara manchada de acá” y 

esos no iban a ser los iraníes pues, decía Khalil, “…¡¿cómo va a ser para el 
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   El verdadero interés de este punto radica en otras

dimensiones. PPPuuueees si bien, según el texto dddeee   la reglamentación y la

interpretttaaaccciiión del fiscal, esa posibilidad de suspender oo aaannular las circulares

rojaaasss existe y es real, el recurrente omite acompañar uuuna referencia

fffuuundamental. En su apelación, el acusador no brinda un solo dddato por el

cual pueda deducirse que alguien del gobierno argentino, o incccllluuuso del

iraní, hubiese ejercido algún acto destinado a “forzar” la activación ddde esa

facultad dddeeelll Secrrreeetttaaarrriiiooo Gennneeerrral deee Intterpol. Ningún eleemeeento se adiciooonnna a

la solaaa meeennnción de esa atttrrribuuucccióóón, eexistente con o ssin MMMemorándum de

Entennndimmmiento de por medio, másss alllá de la mera refeerencccia a la firma dddel

citadddooo cooonnvveeniio. Una vez más, naaada qque supere la miiismaaa literaalliiddaadd dee  la

normmaaa quuueee ha sido ya exammiiinnnaaadddaaa aaa luzzz dddeee nnnuuestro ordeennn jurrríídico. 

  XIV... EEEsa mmmiismmma auuusseeennciiiaaa ppprobattooorrriia, qqquue el Dr. Rafffeeecas

advirtió en sssuuu pppronunnccciiiaaammiento yyy  qqquuue elll rrreeeccurrenttteee no logró colmmaaar, se

reproduce al tiempo de indagar acerca de aquel otro punto que ibaa  aaa dotar

dde impunidad a los acusados iraníes. Se reitera la idea de la creaaaccciión de la

“CCCooomisión de la Verdad” como promotora de la generaciónn  dddee una nueva

hipótesssiiisss que liberara de toda mácula a aquellos imputttaaadddos. Para ello se

insiste en lllooosss nnombres de quienes habrían opeerrraaadddo para avanzar en la

construcción de ese otttrrooo rrreeessspppooonnnssaabbblleee ((KKKhhhaaallliiill, Bogado, Esteche, Yrimia), en



lado nuestro, boludo?! Si nosotros estamos sentados en la mesa…”); las 

múltiples opciones que se habrían barajado (“…ellos están denunciando 

que fueron ellos mismos los del autoatentado…”; o bien “…una conexión 

de fachos locales”, “…si se cae la trafic, olvídate, se cayó todo…no 

solamente se cayó, sino que se da vuelta…”); y en los roles que cada uno 

habría de desempeñar en este plan encubridor (Diría Bogado “…Yrimia… 

es empleado mío ese…” y Esteche señalaría la fuente de información que el 

abogado podía brindar que “…puede servir bien concreto para cualquiera 

de las tesis distintas de… tercer país o lo que fuera, cualquiera de las 

cosas que vayan a resolverse va a servir porque es información”) (cfr. por 

todo fs. 66/70). Esos son los extractos más destacados de las pruebas de las 

que se basa la denuncia. Sin embargo, en ningún pasaje de la presentación 

se especifica lo realmente importante: cuál fue en definitiva la hipótesis 

ficticia ni cuál el aporte concreto que a su armado hicieron las personas 

citadas en ella. 

  En este punto el recurrente se explaya sobre el análisis 

dogmático del delito de encubrimiento y abunda en el examen de sus 

elementos típicos, sobre todo el aspecto intencional del acto, mas no brinda 

ni un solo dato concreto en el cual pueda verse plasmada esa “ayuda” 

alcanzada por la citada figura penal que exceda, nuevamente, el texto 

mismo del pacto. Pues si bien es cierto que, como el mismo fiscal indica, 

serían las escuchas telefónicas las que aportarían esos elementos 

adicionales, ya no es el a quo ni el suscripto quienes nos vemos impedidos 

de admitirlas seriamente, sino que ni siquiera el mismo recurrente les 

concede aptitud probatoria. Nótese que él mismo admite que las 

conversaciones registradas “…pueden tener… una entidad indiciaria de 

utilidad para valorar con mayores elementos la hipótesis de la denuncia”. 

que fueron ellos mismos los del autoatentado…”; o bien “…una conexión 

de fachos locales”, “…sssiii se cae la trafic, olvídate, ssseee cayó todo…no 

solamente se cayó,,, sssiiino que se da vuelta…”); y en los roles queee cccada uno 

habría de deseeemmmpeñar en este plan encubridor (Diría Bogado “…Yrimmmiia… 

es empleadddo mío ese…” y Esteche señalaría la fuente de información que eeelll 

abogadooo podía brindar que “…puede servir bien concreto para cualquiera 

de laaasss tesis distintas de… tercer país o lo que fuera, cualquiera de las 

cosaaas que vayan a rrreeesolverrrssseee vvvaaa a seerrrvvvir poorquuee es información””) (cccfr. por 

todddoo fs. 66/70). EEEsosss sson los extractooosss mááás dddestaacados de las prueebasss de las 

quuue se basa la dddenuuuncia. Sin embargo, en niiingúúún ppasajje de la prresennntación 

se especifica lllooo reeeaallmmente importante: cuááálll fuuuee en definitiva laaa hiiippótesiiss 

ficccttticciiaa nii cuáll el aaappporte concreto quuueee aaa ssuuu armmmaaadddooo  hicieron laaas peeersonas 

citaaadddas en ella. 

  En eeessstttee pppuntoo   eeelll recurrennnttee  sssee exxppplllaaayyya sobbbrrreee el análisis 

dogmááátttico del delito de encubrimiento y abunda en el examen de sus 

elementoosss  ttípicos, sobre todo el aspecto intencional del acto, mas no brindaaa   

ni un solo dddaaato concreto en el cual pueda verse plasmada esa “ayuuuddda” 

alcanzada por lllaaa citada figura penal que exceda, nuevamente,, eeelll texto 

mismo del pacto. Puesss sssiii bien es cierto que, como el mismmmooo fffiiiscal indica, 

serían las escuchas telefóniicaasss lllaaasss qqquueee  aaappooorrrtttaarían esos elementos 



���������	
	���������
�
	���

33

�
�

�
�
�

�
�
�

�
�

	
�

Ergo, hoy estas conversaciones, ya lejos de ser una pretendida evidencia de 

la comisión de un delito, sólo puede aspirar a la eventual  posibilidad de 

servir como indicio en tanto otros elementos sean incorporados a la causa. 

Ciertamente es poca la fortaleza que el mismo acusador les ha reservado 

(fs. 529 –destacado agregado-). 

  Y no es para menos cuando se aprecia que la denuncia 

va extrapolando distintos pasajes de una conversación para, puntos 

suspensivos mediante, engarzar del modo más conveniente su contenido, 

sin importar su hora ni su fecha, como si, al igual que en ciertas novelas 

populares de hace algunos años, uno pudiera ir armando la crónica 

escogiendo la escucha que se desea poner a continuación.  

   O bien se combinan comunicaciones telefónicas con 

otros discursos distanciados por meses, pero que son exhibidos como parte 

de un mismo y único contexto, de forma tal que todo remita a una misma 

alusión: se está hablando del encubrimiento (ver fs. 51vta. y ss., 120 y ss. 

así como las antes citadas).  

   Y qué valor pueden tener comunicaciones telefónicas en 

las que los interlocutores, como bien señala el a quo, describen formar 

parte de un ámbito de acceso de restringido, de toma de decisiones, de una 

“mesa chica”, no proyectando más que el eco de noticias periodísticas o 

bien una fabulada  idea de ser operadores sin poder de convicción. Sólo así 

puede comprenderse que el día 27 de septiembre de 2013, horas antes de la 

reunión de cancilleres que iba a tener lugar en el seno de las Naciones 

Unidas, aparezca un presuroso D’Elía necesitado de hablar con Khalil pues 

tenía “…un mensaje urgente del gobierno argentino, para pasar para allá 

urgente, antes de mañana… Estoy en la Casa de Gobierno ahora… 

Vayamos a la Embajada… no hay asunto más importante que éste, 
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servir como indicio en tanto otros elementos sean incorporados a la causa.

Ciertamente es pppoooca la fortaleza que el mismmooo aaacusador les ha reservado

(fs. 529 –––dddestacado agregado-). 

  Y no es para menos cuando se aprecia qquuue la denuncia

vvva extrapolando distintos pasajes de una conversación paaarrra, puntos

suspensivos mediante, engarzar del modo más conveniente su cooonnntenido,

sin importar su hora ni su fecha, como si, al igual que en ciertas nooovelas

popularesss ddde hhhaaaccceee aaalgggunooosss añooos, uuno pudiera ir aarmmmando la cróóónnnica

escogiiieeendooo llla escucha que ssse dddeeeseea pooner a continuacióón.  

   O bien se commmbinnan comunicaciooness telefónicas cccon

otrosss disssccuurrssos distanciados por mmmeseees, pero que son eeexhibbbiddos ccoommoo ppaaarte

dde unnn misssmmo y único conteeexxxtttooo, ddee fooorrmmmaaa tttaal que todoo remmmita a una misssmmma

alusión::: se eeessstttááá hablandddooo dell  eeenccuuubriimmmiiieeentooo (((ver fss...   5551vtttaa. y ss., 120 yyy ss.

así como lass aaannnttes citadddaaasss))).  

   Y qué valor pueden tener comunicaciones telefónnniiicas en

llas que los interlocutores, como bien señala el a quo, describbeeen formar

paaarrrtttee de un ámbito de acceso de restringido, de toma de deciisssiiiooones, de una

“mesa ccchhica”, no proyectando más que el eco de noticciiiaaass periodísticas o

bien una fabbbuuulllaaadda  idea de ser operadores sin poddeeerrr ddde convicción. Sólo así

puede comprenderse quueee eeelll dddííaaa  2277   dddeee sseeeppptttiiiembre de 2013, horas antes de la



creémelo…” (fs. 89). Que dicho mensaje, según otra escucha de Khalil, era 

que “…necesita que el gobierno iraní junto con el gobierno argentino 

mañana anuncie la conformación de la ‘Comisión de la Verdad’… que por 

favor lo anuncien en conjunto mañana en la reunión… que se defina el día 

de la reunión de la ‘Comisión de la Verdad’ y también que se defina el día, 

en el mes de enero, en que el juez argentino pueda viajar a Teherán…” (fs. 

89vta.). Pero que, sin embargo, el mismo Nisman reconociera que “Aquel 

sábado 28 los cancilleres tuvieron dos reuniones, con consultas intermedias 

a sus mandatarios. No se intercambiaron las notas reversales. El tratado no 

entró en vigor. No se definió ningún plazo respecto de la ‘Comisión de la 

Verdad’ ni sobre las audiencias de Teherán. No hubo ningún anuncio 

conjunto. Ninguna autoridad iraní declaró nada oficialmente” (fs. 90). La 

gestión de D’Elía, ¡un verdadero éxito!  

  XV. Quizá esa resulte ser la consecuencia lógica 

cuando, como sostiene el decisorio venido en revisión, los protagonistas del 

“sofisticado” plan carecen de las cualidades que se adjudican y, por tanto, 

de las atribuciones necesarias para lograr lo que anuncian. He ahí la 

respuesta al por qué ninguna de sus predicciones ni gestiones encontró más 

repercusión en los hechos que la misma realidad que los precedía en el 

camino, divulgada al unísono, con todos sus aciertos y todos sus errores, 

por los medios de comunicación. Así se entiende que el denunciante haya 

afirmado que “…existe una correlación entre la realidad y las cuestiones 

que se mencionan en estos intercambios [telefónicos]”, aunque no en el 

sentido propuesto, esto es, que eso “fortalece la calidad probatoria de este 

material y le otorga la necesaria contundencia”, sino en que no demuestra 

otra cosa más que la reproducción de una fuente a la que cualquier 

mañana anuncie la conformación de la ‘Comisión de la Verdad’… que por 

favor lo anuncien en conjjjuuunnnttto mañana en la reunión… qquuueee  se defina el día 

de la reunión de laaa ‘‘‘CCComisión de la Verdad’ y también que se defffiiinnna el día, 

en el mes de eeennnero, en que el juez argentino pueda viajar a Teherán…””  ((fs. 

89vta.). Peeerrro que, sin embargo, el mismo Nisman reconociera que “Aqueeelll 

sábado 2228 los cancilleres tuvieron dos reuniones, con consultas intermedias 

a sus mmmandatarios. No se intercambiaron las notas reversales. El tratado no 

entrrróóó en vigor. No ssseee defiiinnniiióóó nnniiingúnnn ppplazo resppecto de la ‘Commisióón de la 

Veeerrrdad’ ni sobrrreee laaasss audiencias dddeee  Teeehherrrán.  No hubo ningúún aaanuncio 

connnjunto. Ninggguunaaa autoridad iraní declaró nnnadaa oficialmente” (ffs. 9990). La 

geessstión de D’EEElllía, ¡¡uunn verdadero éxito!  

  XXXVV. Quizá esa rrreeesssuuulllteee seeerrr  lllaaa consecuennnccia lógica 

cuaannndo, como sossstttiiieneee eeelll decisoriiooo vveniiidddoo eenn reevviiisssiónnn, lllos prootttaaagonnniiisstas del 

“sofiiissstticado” plan careeeccceeenn de lasss  cccuuuaalidadesss  qqquuuee se aaadddjjjuudicannn   yyy, por tanto, 

de las atribuciones necesarias para lograr lo que anuncian. He ahí la 

respuestaaa aal por qué ninguna de sus predicciones ni gestiones encontró máss   

repercusión eeen los hechos que la misma realidad que los precedía eennn el 

camino, divulgadddaaa al unísono, con todos sus aciertos y todos suss  eeerrores, 

por los medios de commmuuunnniicación. Así se entiende que el deennnuuunnciante haya 

afirmado que “…existe una corrreeelllaaaccciiióóónnn  eenntttrrreee lllaa rrreeeaallliidad y las cuestiones 
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habitante del mundo podía acceder (fs. 14vta.). Como se ve, el orden de los 

factores sí altera el producto. 

  En este marco se comprende que se aluda como “válido” 

operador de este plan de encubrimiento a alguien que, como D’Elía, el 

mismo denunciante tildara de inverosímil en ocasión de recibirle 

declaración testimonial en el marco de la causa AMIA pues, como el 

Nisman dijera, su versión de los hechos del atentado “…huérfana de todo 

sustento, queda reducida a una teoría disparatada y antojadiza que cae por 

su propio peso y no amerita un mayor análisis” (fs. 110vta. con cita de fs. 

379/80 del Legajo 416 formado en el marco de la causa AMIA). O que sea 

una persona a la que sus mismos compañeros denigran y desmienten. Así 

comentaba Khalil, refiriéndose a D’Elía “…sos un garca le digo, me dice 

cuando salga un negocio con Irán volvemos a hacer negocios que esto que 

lo otro, no no conmigo no no no hacés más negocios le dije, y te voy a 

decir otra cosa, no te hagas muchas ilusiones de hacer negocios con Irán… 

no no no sabés, patadas voladoras le dí, de todos lados…”. Pero también 

tenemos a un Esteche comentándole a Khalil, nuevamente en referencia a 

D’Elía “…que no haga el canchero, que no haga el que entra a Casa 

Rosada… el que menos puede entrar a Casa Rosada es él”

(Comunicaciones de los días 23/7/13  y 20/11/12, fs. 17 y 398 del 

Bibliorato identificado como “Transcripciones 1”).  

  También se entiende que la conexión local con las 

autoridades iraníes reposara en Jorge Khalil, a quien no sólo se lo vio ya 

algo desorientado el día en que, supuestamente, Irán aprobaba el 

Memorándum –“es una vergüenza que me tengan que avisar los 

argentinos en vez de avisarme vos” le habría cuestionado a un par- sino al 

que, además, debían indicarle qué pauta de conducta tenía que seguir para 
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  En este marco se comprende que se aluda como “válido”

operador de esssttteee plllan de encubrimiento a alllggguuuiiien que, como D’Elía, el

mismo dddeeenunciante tildara de inverosímil en occcaaassión de recibirle

declllaaaración testimonial en el marco de la causa AMIA pppues, como el

NNNisman dijera, su versión de los hechos del atentado “…huérfffaaannna de todo

sustento, queda reducida a una teoría disparatada y antojadiza queee cae por

su propio peso y no amerita un mayor análisis” (fs. 110vta. con cita ddde fs.

379/80 deeelll LLLegggaaajjjooo 444111666 formmmaaado ennn el marco de la caussa AAAMIA). O queee sea

una peeerrrsonnnaaa a la que sus mmmismmmos  commpañeros denigraan yyy desmienten. AAAsí

comeeentabbba Khalil, refiriéndose a D’EElía “…sos un gaarcaa  le digo, me dddiiice

cuannndddo sssaallggaa un negocio con Iránnn volllvemos a hacer nneegocccios qquuee eessto qqque

lo ottrrro, nnnooo no conmigo noo  nnnooo nnnooo haaacccééésss mmmás negociooos leee dije, y te vooyyy a

decir otttrrraaa cooosssaaa,, no te haaagggas mmmuuchhaas illlusssiiioneeesss  de haaccceeer neeeggocios con Irrááán…

no no no saabbbééésss,,, pppataddaaasss vvoladoraaass  lleee dí, dddeee ttodos lllaaadddos…”. Pero taammmbién

tenemos a un Esteche comentándole a Khalil, nuevamente en referrreeencia a

DD’Elía “…que no haga el canchero, que no haga el que enttrrraaa a Casa

Rooosssaada… el que menos puede entrar a Casa Rosssaaaddda es él”

(Comuuunnniicaciones de los días 23/7/13  y 20/11/12, fs. 11177 y 398 del

Bibliorato idddeeennnttiificado como “Transcripciones 1”)))...  

  Tammbbbiiiééénnn ssseee  eennnttiiieeennndddeee que la conexión local con las



no comprometer el acercamiento de ambos países (fs. 98vta./9). Y ni qué 

decir cuando, en referencia a sí mismo, Khalil recuerda ante un tercero una 

charla con D’Elía porque éste “…quería saber qué pasaba con el 

memorándum (risas), éste se piensa que yo soy Steven Spielberg, no sé 

007… y yo qué sé qué pasa con el memorándum flaco, sé tanto como vos 

del memorándum le digo”. A confesión de parte… (Comunicaciones de los 

días 20/5/13 y  23/7/13, fs. 156 y 17 del Bibliorato identificado como 

“Transcripciones 1”). 

   Del mismo modo cuadra que el secreto agente de 

inteligencia se comunicara vía electrónica con una casilla abierta en el sitio 

yahoo con su nombre y apellido, así como que pueda ser hallado en la 

exclusiva red social “Sónico” y que sus contactos en la Dirección Nacional 

de Aduanas le hayan valido hoy una denuncia de la Secretaría de 

Inteligencia, por haber invocado falsamente su pertenencia a ese organismo 

(ver fs. 122, 123 y 125vta. y causa 11.503/2014 del registro del Juzgado 

Federal N° 9).  

    Por lo demás, poco puede decirse acerca de los aportes 

efectuados por Esteche e Yrimia, cuya imputación se funda en el 

“…armado de la falsa hipótesis que debía desplazar a la que involucra a los 

iraníes encubiertos” y en que “…colaboró y suministró información a los 

agentes iraníes en Argentina, que aportó para la construcción de la nueva 

hipótesis falsa e hizo avanzar el plan encubridor”, siendo dicha hipótesis 

tan ficticia que ni la denuncia misma pudo dar cuenta de su existencia (ver 

fs. 128vta./9).  

  Por último, nada resta por señalar respecto de los otros 

tres imputados cuando ninguna de las escuchas telefónicas los tiene como 

actores, y cuando ninguna de las probanzas e imputaciones logra demostrar 

charla con D’Elía porque éste “…quería saber qué pasaba con el 

memorándum (risas), ésttteee ssse piensa que yo soy Stevennn SSSpppielberg, no sé 

007… y yo qué sééé qqqué pasa con el memorándum flaco, sé tantooo cccomo vos 

del memoránddduuum le digo”. A confesión de parte… (Comunicaciones dddeee los 

días 20/5///1113 y  23/7/13, fs. 156 y 17 del Bibliorato identificado comooo 

“Transcccrrripciones 1”). 

   Del mismo modo cuadra que el secreto agente de 

intellligencia se comuuunnniicaraaa   vvvííaaa eeelectróóónnnica cooon uuna casilla abiertaa en el sitio 

yahhhoo con su nnnooombbbrrre y apellido, aaasssí cooommooo quue pueda ser hallladooo en la 

exccclusiva red sooociaaalll “Sónico” y que sus conntttacttoooss en la Direcciónn NNaaacional 

dee Aduanas llle hhhaayyaann valido hoy una dddenuuuncia de la Secccretaaaría ddee 

Inttteeeliiggeennciia, pooorrr haaabbbeer invocado falsaammmeeennntttee su pppeeerrrttteeennnencia a esee orggaaanismo 

(verrr  fs. 122, 12333 yyy 1222555vvvta. y cauuusssaaa 1111..5550333/2011444 delll rrreggistroo   dddel JJJuuzgado 

Fedeeerrraal N° 9).  

    Por lo demás, poco puede decirse acerca de los aportes 

efectuadooosss por Esteche e Yrimia, cuya imputación se funda en eelll   

“…armado dddeee la falsa hipótesis que debía desplazar a la que involucra aaa  lllos 

iraníes encubiertttooosss” y en que “…colaboró y suministró informaciiióóónnn a los 

agentes iraníes en Argggeeennnttiina, que aportó para la construccciióóónnn de la nueva 

hipótesis falsa e hizo avanzar elll ppplllaaannn eennnccuubbbrrriiidddoorrr”””, siiendo dicha hipótesis 
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la menor vinculación con los hechos denunciados que, como se dijo, no 

provenga de los actos oficiales relativos a la negociación, suscripción y 

aprobación del Memorándum de Entendimiento inconstitucional, mas no 

criminal. 

  XVI. En efecto, al fin de cuentas, y examinadas esas 

pruebas que se reputaban novedosas, nada hay más allá que aquel 

documento que, desde todas sus implicancias, con todos sus defectos y 

todas sus virtudes, fue analizado. En esa oportunidad se concluyó que sus 

efectos no podían admitirse por desafiar preceptos elementales de nuestra 

Ley Fundamental, pero nada alertaba en su texto la comisión de un delito.  

   Es verdad que el fiscal Pollicita aclara que no fue 

posible entonces hacer una denuncia, como la que origina esta causa, por 

no existir pruebas de ese obrar espurio. Pero es cierto que esa carencia se 

mantiene inconmovible al día de hoy (fs. 522/3).  

   El Memorándum de Entendimiento pudo ser un fracaso 

para la diplomacia argentina, un error para los anales legislativos, una 

desilusión para quienes creyeron ver en su texto el avance de la 

investigación por el atentado, pero de allí a ver forjado en él un 

maquiavélico plan por encubrir a los responsables de las cientos de 

víctimas de la voladura de la AMIA existe un abismo.  

   En una desgracia o en un accidente, ni cada herida 

atendida en un nosocomio ni cada colisión automovilística significan la 

comisión de un delito de lesiones o de una tentativa de homicidio. Algo 

más debe adicionarse a la mera causación exterior de un daño o de un 

peligro. Algo que demuestre una voluntad dirigida al logro de un provecho 

ilícito.  
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aprobación del Memorándum de Entendimiento inconstitucional, mas no

criminal. 

  XVI. En efecto, al fin de cuentas, yyy examinadas esas

prueeebbbas que se reputaban novedosas, nada hay más aalllllá que aquel

dddocumento que, desde todas sus implicancias, con todos sus dddefectos y

todas sus virtudes, fue analizado. En esa oportunidad se concluyóóó qqque sus

efectos no podían admitirse por desafiar preceptos elementales de nnnuuuestra

Ley Fundddaaammmentaaalll,,, pppeeerrroo nadddaaa  alertaaaba en su texto la commisióóón de un deliiittto.  

    Es verdddaaad qqqueee ell fiscal Pollicita aclllara que no ffue

posibbblle eeentonces hacer una denunnncia,,, como la que oriiginnna esta causa, pppor

no exxxistiiirr pprruuebbas de ese obrar essspurrriio. Pero es ciertooo quee esa ccaarreenncia se

manttiiieeene iiinnconmovible al ddíííaaa dddeee hhhoy (((fffsss. 5552222/3).  

   El MMMeeemmmorrááánnnduuum ddde EEEntteeennndimieennntttooo puuuddo ser un fraacccaso

para la diplllooommmacia arrgggeeennnttiina, unnn  eerrrrroor ppaaarrraaa los aaannnaaallles legislativoss,,, una

desilusión para quienes creyeron ver en su texto el avancee de la

iinnvestigación por el atentado, pero de allí a ver forjado eeen él un

mmaaaqqquuiavélico plan por encubrir a los responsables de llaaasss cientos de

víctimaaasss de la voladura de la AMIA existe un abismo.  

   En una desgracia o en un aacccccciiidddente, ni cada herida

atendida en un nosocooommmiiiooo nnnii  ccaadddaaa cccooollliiisssiiióóón automovilística significan la



   Del mismo modo, aquí también es necesario que se 

alegue mucho más que el desatino de aquel pacto; que evidencie que, 

efectivamente, él estuvo dirigido a un fin muy distinto que el 

esclarecimiento del caso AMIA. Sin embargo, ninguno de los elementos 

aportados en esta causa cumple con esa exigencia. Ni las declaraciones 

encontradas, ni las escuchas recortadas, ni los discursos contradictorios. 

  Esa carencia probatoria, que el mismo recurrente 

admite, no puede ser sorteada mediante la senda propuesta, esto es, 

inaugurando una pesquisa para obtener una prueba que no se tiene. Es la 

presencia de una evidencia la que debe motivar la promoción de una 

investigación penal, y no a la inversa, habilitando la más coactiva de las 

actividades estatales para obtener algo que justifique su actuar. 

  Y no hay razón alguna que permita apartarse de esa 

directriz. Ni siquiera aquella invocada por el recurrente y reiterada por el 

Dr. Moldes ante esta sede. Pues es cierto que a la sociedad debe trasmitirse 

el mensaje de que las instancias judiciales han agotado todos los recursos y 

herramientas para que su resolución lo sea con la mayor claridad, 

transparencia y equidad  (fs. 518), como  también lo es el que “…la 

desvinculación exprés de funcionarios poco lugar deja al ideario de justicia 

en las expectativas sociales y en la imaginación popular” (fs. 698). Sin 

embargo, del mismo modo debe reconocerse que los estrados penales no 

son las tablas de un teatro ni sus expedientes el celuloide de una película, o 

que una persona deba quedar sometida a los influjos de un proceso criminal 

sin otra razón más que la publicidad de su figura. 

  No debe olvidarse que “la instrucción compromete el 

honor, la reputación y la tranquilidad de una persona legalmente inocente, 

que puede restringir su libertad o afectar su patrimonio, o alejarlo de su 

efectivamente, él estuvo dirigido a un fin muy distinto que el 

esclarecimiento del caso AAAMMMIA. Sin embargo, ningunoo dddeee los elementos 

aportados en esta cccaausa cumple con esa exigencia. Ni las deccclllaaaraciones 

encontradas, nnniii las escuchas recortadas, ni los discursos contradictorioss.. 

  Esa carencia probatoria, que el mismo recurrenttteee 

admite,,,   no puede ser sorteada mediante la senda propuesta, esto es, 

inauggguuurando una pesquisa pppara obtener una prueba que no se tiene. Es la 

pressseeencia de una eeevvviiidenccciiiaaa lllaaa   qqque dddebe mottivar la promocióón ddde una 

invvveestigación peeennnal,, yyy no a la inverrrsssa, hhhabiiilitaando la más coaccttivaaa de las 

actttividades estaaataleees para obtener algo que jjuuustiffiqque su actuar. 

  YY nno hay razón algunaa queee permita apartaaarrse de essaa 

dirrreeeccttrriizz. NNi siqqquierrraaa  aquella invocadddaaa pppooor el rreecccuuurrrrrreente y reiteerrradaaa  por el 

Dr. MMoldes ante eeesssta seeeddde. Pues eeesss ccciertttooo quuue a llaa sssociiieeeddad deebbbeee traaasssmitirse 

el meeennsaje de que las iiinnnssstttancias jjjuuudddiiiciales hhhaann  aaaggotadddooo ttodos lllooosss recursos y 

herrammmiiientas para que su resolución lo sea con la mayor claridad, 

transpareennnccia y equidad  (fs. 518), como  también lo es el que “…laaa   

desvinculaciiióóónn exprés de funcionarios poco lugar deja al ideario de jussttiiicccia 

en las expectatiiivvvaaas sociales y en la imaginación popular” (fs. 66999888). Sin 

embargo, del mismo mmmoooddo debe reconocerse que los estraadddoooss penales no 

son las tablas de un teatro ni sus eeexxxpppeeedddiiieennntteesss  eeell cceeellluuullloiiide de una película, o 
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actividad ordinaria o de su familia, dejando a ésta en el desamparo; que, en 

fin, puede adquirir las formas y la severidad de una pena, causando la 

deshonra y la ruina irreparables” (Vélez Mariconde, Alfredo, Derecho 

Procesal Penal, Lerner ediciones, 2a. ed., Buenos Aires, 1969, T. I, pág. 

386, citado en Fallos 327:5863). 

  Es por ello que en un precedente mucho más reciente 

que el invocado por el Sr. Fiscal General, y que fue suscripto no por dos, 

sino por los tres jueces de esta Sala I, expresamente se señaló cuanto aquí 

se ha dicho. Así se recordó que toda pesquisa debe desarrollarse con 

racionalidad y prudencia, de modo de aventar todo riesgo de lesionar las 

garantías de las que goza todo justiciable y que los hechos y probanzas de 

un supuesto delito, más allá del lógico avance de la causa, deben estar 

incorporados al fijar el objeto procesal de las actuaciones de forma de 

evitar que esta se convierta en lo que se da en llamar una excursión de 

pesca. De otro modo, se dijo “nos encontraríamos frente a la paradoja de 

que, en lugar de profundizar una investigación a fin de corroborar o 

descartar una circunstancia sospechosa que pueda presentar relevancia 

jurídico penal, lo haríamos ‘por las dudas’, a fin de localizar algún 

elemento sospechoso. Esta subversión del orden lógico de toda encuesta es 

la que se ha registrado en el caso. No se califica de prematura la decisión 

del Juez a quo porque éste haya descartado intempestivamente un cuadro 

cargoso preexistente, ni se pretende ahondar en la recolección de pruebas 

porque las que ya existen alertan sobre un delito que reclama sanción. Se 

postula una minuciosa y detallada exploración… con la esperanza de que 

de ella brote en algún momento alguna mácula que permita sospechar la 

comisión de un ilícito. Y de allí una reiteración del ciclo. Idear nuevas 

diligencias que, en su curso, engendrarán otras, con el caro precio de 

�
�

�
�
�

�
�
�

�
���

			
�

deshonra y la ruina irreparables” (Vélez Mariconde, Alfredo, Derecho

Procesal Penal,,,   LLLerner ediciones, 2a. ed., BBueeennnooos Aires, 1969, T. I, pág.

386, citaaadddooo en Fallos 327:5863). 

  Es por ello que en un precedente muchhhooo más reciente

qqque el invocado por el Sr. Fiscal General, y que fue suscripto nnnoo por dos,

sino por los tres jueces de esta Sala I, expresamente se señaló cuaaannnto aquí

se ha dicho. Así se recordó que toda pesquisa debe desarrollarssseee con

racionalidddaaaddd y ppprrruuudddeeennncia, dddeee modddo dde aventar todo riiesgggo de lesionarrr las

garantíííaaas dddeee las que goza tttooodo jjjusssticiiable y que los heechooos y probanzasss  de

un suuupueeesto delito, más allá del lógggicco avance de laa caaausa, deben essstar

incorrrporrraaaddooss al fijar el objeto ppproceeesal de las actuaaacionnnes ddee ffoorrmma de

evitarrr queee esta se convierttaaa eeennn  lloo quuueee ssseee da en llammmar uuuna excursiónn  de

pesca. DDDe otttrrrooo modo, ssseee dddijooo ““nooos ennnccooontraaarrríamos  fffrrrenteee a la paradojjaaa de

que, en lugggaaarrr de ppproofffuuunnndddizar uunnnaa  iiinnvesstttiiigggaación aaa fffiin de corrobooorrrar o

descartar una circunstancia sospechosa que pueda presentar relleeevancia

jjjuurídico penal, lo haríamos ‘por las dudas’, a fin de localliiizzzar algún

ellleeemmmento sospechoso. Esta subversión del orden lógico de toodddaaa encuesta es

la que ssseee ha registrado en el caso. No se califica de preemmmaatura la decisión

del Juez a qqquuuooo  pporque éste haya descartado inteemmmpppeeestivamente un cuadro

cargoso preexistente, nniii ssseee ppprrreeettteenndddeee aaahhhooonnndddar en la recolección de pruebas



avasallar garantías constitucionales” (Sala I, CFP 12438/2008, rta. el 

17/7/14). 

  Y es esto lo que propone el Ministerio Público Fiscal.  

   En esta dirección el mismo acusador se confiesa al 

señalar que “…si a partir de las medidas propuestas surgiera una 

evidencia de lo dicho en la denuncia en cuanto a que las autoridades 

buscaban que con la Comisión se acabase la imputación contra Irán, es 

decir si se verificara el dolo de encubrir, ello sería suficiente para sostener 

una acusación” (fs. 521 –destacado agregado-). Como se ve, la prueba no 

existe hoy. Ella, se espera, surgiría de las medidas propuestas en el 

requerimiento de instrucción.  

   De tal forma, sin más argumento que la premura de su 

cierre, pero sin hacerse cargo de la orfandad probatoria que hoy la 

caracteriza, los recurrentes insisten en mantener abierta y en actividad una 

persecución penal con el anhelo de que, alguna vez, en algún momento, 

algo demuestre que el Memorándum estuvo inspirado en una voluntad 

delictiva. En rigor de verdad, una aspiración semejante, frente a los 

antecedentes repasados, sólo puede traducirse en un único plazo 

definitorio: la perpetuidad. Pues si nada existió en el año 2013; si nada fue 

invocado en el 2014 y hoy, 2015, nada pudo ser acercado, ¿qué esperanzas 

puede haber de que el transcurso del tiempo logre revertir esta situación? 

Por el contrario, cuanto más uno se aleje del momento en que habría tenido 

lugar ese alegado plan delictivo, menores pueden ser las expectativas por 

obtener algo a lo cual puedan aferrarse los acusadores en pos de conservar 

vigente su posición.  

  De ahí que la decisión del magistrado de grado 

constituya la única respuesta válida frente a los términos en los que fue 

  Y es esto lo que propone el Ministerio Público Fiscal.  

   En estttaaa dddiiirección el mismo acusadddooorrr se confiesa al 

señalar que “…siii a partir de las medidas propuestas surrgggiiiera una 

evidencia de lllo dicho en la denuncia en cuanto a que las autoriiidddaaades 

buscaban qqque con la Comisión se acabase la imputación contra Irán, eeesss 

decir siii   se verificara el dolo de encubrir, ello sería suficiente para sostener 

una aaacccusación” (fs. 521 –destacado agregado-). Como se ve, la prueba no 

exisssttte hoy. Ella, ssseee espppeeerrraaa, sssuurgiríííaaa   de lllas medidas propueestass en el 

reqqquuerimiento deee instttrrrucción.  

   DDDe tal forma, sin más arrrgummeento qque la premmuraaa de su 

cieeerre, pero siiin hhhaacceerse cargo de la orfffandddaad probatoria qquuue hhoy llaa 

carrracctteerriiza, los rrrecuuurrrrentes insisten eennn mmmaaannttteneerr aaabbbiiieeerta y en acctttividddad una 

persssecución penaaalll  connn eeel anhelo dddee qquuueee, aaallgunnnaa vvezzz,, en algggúúúnnn mmmooomento, 

algo ddemuestre que eeelll MMMemorááánnnddduum estuuuvvoo  iinnspiiirrraaadddo en uuunnnaa voluntad 

delictiivvva. En rigor de verdad, una aspiración semejante, frente a los 

antecedennnttees repasados, sólo puede traducirse en un único plazooo   

definitorio: lllaaa perpetuidad. Pues si nada existió en el año 2013; si nadaa fffuue 

invocado en el 2220001114 y hoy, 2015, nada pudo ser acercado, ¿qué esspppeeeranzas 

puede haber de que elll tttrrraanscurso del tiempo logre revertirr eeesssttta situación? 

Por el contrario, cuanto más uno ssseee aaallleeejjjee  ddeelll   mmmooommmeeennnttto en que habría tenido 
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formulada la denuncia de enero de este año y que, por tanto, merezca ser 

aquí homologada. 

  Por lo demás, el restante punto resolutivo, también 

cuestionado por el recurrente, se presenta adecuado. Si bien los elementos 

colectados no han resultado idóneos para sostener el tenor de lo anoticiado 

en este marco serían, por el contrario, aptos como evidencia de aquellos 

otros hechos investigados por el titular del Juzgado Federal N° 9. Pues no 

es posible soslayar que las únicas probanzas que aquí han podido reunirse 

con un viso de seriedad son aquellas que desafiaron los términos de la 

denuncia al demostrar que las cosas fueron exactamente opuestas a las 

invocadas. En esa enfrentada posición es que se hallan, justamente, 

aquellos elementos vinculados con el alegado estado de agente de 

inteligencia que  Ramón Allan Bogado aparentemente ostentaba, y que es 

lo que se debate en aquella causa. 

  Por todo lo expuesto es que, en los estrictos términos en 

los que fue deducida la apelación del fiscal Pollicita y efectuada la petición 

del Dr. Germán Moldes (art. 454 del C.P.P.N. –ver particularmente 

petitorio de fs. 700-), voto por confirmar la resolución recurrida en cuanto 

dispuso la desestimación de la denuncia, así como el restante temperamento 

dictado, con la más absoluta convicción de que ello refleja la correcta 

cristalización del derecho.  

  Y ello por cuanto el cierre de este proceso muy distante 

está de significar la clausura de la investigación por el caso AMIA, del 

mismo modo en que la declaración de inconstitucionalidad del 

Memorándum de Entendimiento entre Argentina e Irán, solicitada por las 

mismas instituciones de la comunidad israelita, lejos estuvo de implicarlo. 

Por el contrario, tanto una decisión como la otra no significan sino un paso 
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  Por lo demás, el restante punto resolutivo, también

cuestionado porrr eeelll recurrente, se presenta adddecccuuuaaado. Si bien los elementos

colectadooosss no han resultado idóneos para sostener el tteeennnoor de lo anoticiado

en eeessste marco serían, por el contrario, aptos como evidenccciiia de aquellos

oootros hechos investigados por el titular del Juzgado Federal N°°° 999. Pues no

es posible soslayar que las únicas probanzas que aquí han podido rrreunirse

con un viso de seriedad son aquellas que desafiaron los términos de la

denuncia aaalll demmmooossstttrrraaar queee las ccosass fueron exactammenttte opuestas aaa las

invocaaadddas...  En esa enfrennntadddaaa ppposiicción es que se haallllan, justamennnte,

aquelllllos elementos vinculados conn el aleggado esstadooo de agente de

inteliiigennncciiaa que  Ramón Allan BBooogadddo aparentementeee ostttentabbaa, yy qque es

lo queee se dddeebate en aquella cccaaauuusssaaa. 

  Por tttooodddo looo eexpppuesssttoo ees qqquuue,, en llooosss estttrrriictos términooosss en

los que fue dddeeeddduucida laaa  aaapppeelación ddeell  ffiscaalll PPPoollicitaaa   yyy efectuada la peetttiiición

del Dr. Germán Moldes (art. 454 del C.P.P.N. –ver particulaaarrrmente

pppetitorio de fs. 700-), voto por confirmar la resolución recurridaa eeen cuanto

diiissspppuuso la desestimación de la denuncia, así como el restante ttteeemmperamento

dictadddooo,,,  con la más absoluta convicción de que ello rrreeefffleja la correcta

cristalizacióóónnn dddeel derecho.  

  Y ellllllooo pppooorrr cccuuuaannnttooo eeell ccciiieeerre de este proceso muy distante



más en pos del avance por alcanzar la verdad de lo acontecido el 18 de julio 

de 1994. Empezar por separar la paja del trigo es contribuir a que nada 

obstaculice la adecuada canalización de los legítimos reclamos de las 

víctimas, el castigo de los responsables del máximo atentado terrorista del 

que nuestro país tenga memoria, y la realización del ideal de justicia.  

  El Dr. Eduardo R. Freiler dijo: 

   Comparto la solución que mi estimado colega propicia 

al Acuerdo en el voto que antecede, pues la desestimación de las presentes 

actuaciones de conformidad con lo normado por el artículo 195 del CPPN 

se evidencia ajustada a derecho y a las constancias de la causa.  

   Conforme se desprende del requerimiento de instrucción 

elaborado por el representante del Ministerio Público Fiscal, Dr. Pollicita, 

el objeto procesal de este sumario consiste en dilucidar la existencia de 

“…un plan delictivo destinado a dotar de impunidad a los imputados de 

nacionalidad iraní acusados en dicha causa (el atentado a la AMIA), para 

que eludan la investigación y se sustraigan de la acción de la justicia 

argentina…”, según lo denunciado por el entonces fiscal a cargo de la UFI 

AMIA, Dr. Alberto Nisman. En aquella presentación se sostuvo que lo que 

se pretendía, concretamente, era, por un lado, la eliminación de las alertas 

rojas -emanadas de Interpol- que pesaban sobre aquéllos y, por el otro, la 

creación de una Comisión de la Verdad que, eventualmente,  introduciría 

una “pista falsa” a fin de desviar la pesquisa. Dicho plan se habría 

materializado mediante la suscripción del Memorándum de Entendimiento 

entre ambos países, el día 27 de enero de 2013.

   Para una mayor claridad expositiva, seguiré el mismo 

orden de razonamiento que ha transitado el juez de grado.  

   1. 

obstaculice la adecuada canalización de los legítimos reclamos de las 

víctimas, el castigo de losss rrreeesponsables del máximo atennntttaaadddo terrorista del 

que nuestro país teeennnggga memoria, y la realización del ideal de justtiiiccciiiaa.  

  El Dr. Eduardo R. Freiler dijo: 

  Comparto la solución que mi estimado colega propiciiiaaa 

al Acueeerrrdo en el voto que antecede, pues la desestimación de las presentes 

actuaaaccciones de conformidad con lo normado por el artículo 195 del CPPN 

se eevvvidencia ajustadddaaa a derrreeeccchhhooo  yyy a laasss consttanciias de la causa.  

  Cooonforme se desppprrrendddee dddel rrequerimiento de iinstrrrucción 

elaaaborado por eeel reeepresentante del Ministeriiio PPúúblico Fiscal, Drr. Pooollicita, 

el objeto proceeesal   ddee este sumario consistteee ennn dilucidar la exxiiistennncia ddee 

“………unn ppllan dellliiiccctivvvooo destinado a dottaaarrr dddeee impppuuunnniiidddaaad a los immppputaaaddos de 

naccciiionalidad irannnííí   acuuusssaaados en dddiiiccchhha cccaaausaaa (elll  aattteeentaaadddo a la AAAMMMIAAA), para 

que eeelludan la investiiigggaaaccción yyy ssseee ssustraiggaaann  dddee laa aaacccción dddeee llla justicia 

argentttiiinnna…”, según lo denunciado por el entonces fiscal a cargo de la UFI 

AMIA, DDDrrr. Alberto Nisman. En aquella presentación se sostuvo que lo queee   

se pretendíaa, cconcretamente, era, por un lado, la eliminación de las aleeerrrtttas 

rojas -emanadas ddde Interpol- que pesaban sobre aquéllos y, por eelll   oootro, la 

creación de una Comiiisssiiióóónn de la Verdad que, eventualmennttteee,  introduciría 

una “pista falsa“ ” a fin de dddessvvviiiaaarrr lllaa  ppeeesssqqquuuiisssaaa. DDDicho plan se habría 
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   Con respecto a la cuestión vinculada con la creación de 

una Comisión de la Verdad, el a quo sostuvo que, aún de ser cierta la 

hipótesis sostenida por la acusación, lo cierto es que se trataría de actos 

preparatorios no punibles, pues no habría existido principio de ejecución 

del delito denunciado. Dicha postura fue cuestionada por el recurrente, 

quien entendió lo contrario.  

   Ahora bien, para dilucidar la controversia aquí 

planteada, y determinar si las conductas denunciadas habrían superado o no 

el umbral de los actos preparatorios, para adentrarse ya en el terreno de la 

relevancia jurídico penal, debemos examinar con detenimiento la figura 

penal escogida por los acusadores, y analizar los sucesos investigados a la 

luz de los elementos que la componen.  

   Según el texto legal, el primer inciso del artículo 277 del 

código sustantivo reprime a quien “ayudare a alguien a eludir las 

investigaciones de la autoridad o sustraerse a la acción de esta”. El núcleo 

del tipo objetivo es, entonces, la “ayuda”, la asistencia o colaboración que 

se presta a una persona, con la finalidad de entorpecer el accionar de la 

justicia y, de ese modo, mejorar su situación procesal. Recuérdese que se 

trata de un delito contra la administración pública, que afecta la correcta 

administración de justicia. 

   Según el recurrente, “… la ‘ayuda’ que se denuncia 

habría consistido en la creación de una Comisión de la Verdad y en su 

ratificación en sede legislativa…”.  

   Dicha tesis no puede ser admitida. En los términos en 

los que fue efectuada la denuncia formulada por el Dr. Nisman, la creación 

de tal Comisión tenía como finalidad la introducción de una nueva pista, 

basada en pruebas falsas, tendientes a redireccionar la investigación del 
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hipótesis sostenida por la acusación, lo cierto es que se trataría de actos

preparatorios nnnooo pppunibles, pues no habría exiiissstttiiidddo principio de ejecución

del delitttooo denunciado. Dicha postura fue cuestionadddaaa pppor el recurrente,

quieeennn entendió lo contrario.  

     Ahora bien, para dilucidar la controveeerrsia aquí

planteada, y determinar si las conductas denunciadas habrían superaaaddo o no

el umbral de los actos preparatorios, para adentrarse ya en el terrenooo  de la

relevanciaaa jjjurídiiicccooo pppeeenal, dddebemmmos eexaminar con deeteniiimiento la fiiigggura

penal eeescooogggiiida por los acuuusssadooorresss, y analizar los sucessos investigados aaa la

luz ddeee loosss elementos que la comppooonenn..  

   Según el texto lllegaaal, el primer incisooo deeell artííccuulloo 2277 dddel

códigggooo suuusstantivo reprimee   aaa qquuuiennn  “aaayyyuudare a aalllguiieeen a eludir las

investigggaaacionnneeesss de la auuutttoooriddaaaddd o ssustttrraaaeeerseee aaa la accccciiióóón dddee esta”. El núúcccleo

del tipo objjjeeetttiiivvvoo es,, ennntttooonnnces, la “““aayyyuuudda”, lllaaa  asistennnccciiiaa o colaboracióónnn que

se presta a una persona, con la finalidad de entorpecer el accionaaarrr de la

jjjuusticia y, de ese modo, mejorar su situación procesal. Recuérddeeessse que se

traaatttaaa de un delito contra la administración pública, que afeccctttaaa la correcta

adminiiissstttración de justicia. 

   Según el recurrente, “… la ‘aaayyyuuuda’ que se denuncia

habría consistido en lllaa cccrrreeeaaacciiióóónn  dddeee uunnnaaa CCComisión de la Verdad y en su



atentado a la mutual de la AMIA, y alejar a los investigadores de la 

hipótesis según la cual los autores del atentado serían los ciudadanos 

iraníes que fueron identificados en el marco de aquellas actuaciones.  

   Resulta evidente que para conseguir tal cometido, una 

multiplicidad de factores debían producirse. En primer término, el Acuerdo 

Internacional debía ser aprobado por los Parlamentos de ambas naciones, 

pues sólo entraría en vigor una vez intercambiada la última nota verbal 

entre ambas, dando cuenta del cumplimiento de aquellas formalidades. 

Luego de ello, debía conformarse la aludida Comisión y sus miembros 

debían establecer sus reglas de procedimiento, que tendrían que ser 

aprobadas por las partes. Posteriormente, luego de revisar la evidencia que 

ambos países debían aportar, de conformidad con el procedimiento por 

ellos mismos fijado, debían elaborar una recomendación “sobre cómo 

proceder con el caso”. Según la visión de los acusadores, sería allí donde 

se introduciría la mentada “pista falsa”.  

   De más está decir que nada de ello ocurrió. El Acuerdo 

ni siquiera ha superado la primera de las etapas indicadas en el párrafo que 

antecede; no ha sido aprobado por el Poder Legislativo de la República 

Islámica de Irán, por lo que nunca entró en vigor.  

   Asiste razón, entonces, al juez de grado: no ha existido 

principio de ejecución.  

   En modo alguno puede sostenerse, como lo hace el 

apelante, que la sola creación de la Comisión pueda configurar una 

“ayuda” en los términos del delito de encubrimiento, pues ninguna mejora 

en la situación procesal de los acusados se produciría a raíz de ello. 

Contrariamente, el primero de los actos que podría tener relevancia jurídico 

iraníes que fueron identificados en el marco de aquellas actuaciones.  

  Resultaaa eeeviiiddente que para conseguiiir tttaaalll cometido, una 

multiplicidad de faaaccctttores debían producirse. En primer término, eeelll Acuerdo 

Internacional dddebía ser aprobado por los Parlamentos de ambas naciiiooonnes, 

pues sólo eeentraría en vigor una vez intercambiada la última nota verbaaalll 

entre aaammmbas, dando cuenta del cumplimiento de aquellas formalidades. 

Lueggooo de ello, debía conformarse la aludida Comisión y sus miembros 

debííían establecer sssuuus reeeggglllaaasss dde pprrrooocedimmmiennto, que tendríann qqque ser 

aprrroobadas por laaasss paaarrrtttes. Posteriormmmeeente,, luuuegoo de revisar la eviddenncccia que 

ammmbos países dddebbííían aportar, de conformiidaddd con el procedimmiennnto por 

ellllos mismos fijaaaddoo, ddebbían elaborar unaaa recccomendación “sooobreee cóómmoo 

proooceeddeer con eelll casssoo”. Según la visiióóónnn dddeee llos aaacccuuusssaaaddores, seríaa allííí  donde 

se iiinnntroduciría la mmmenttaaadddaa “ppista fffaaalllssa“ ”..    

  De mmmááás está dddeeeccciiirr que naaaddaa  dde ellllllooo oocurrióóó... EEEll Acuerdo 

ni siquuuiiiera ha superado la primera de las etapas indicadas en el párrafo que 

antecede;;; nno ha sido aprobado por el Poder Legislativo de la Repúblicaaa   

Islámica de IIIrrráán, por lo que nunca entró en vigor.  

  Asiste razón, entonces, al juez de grado: no haa  eeexxxistido 

principio de ejecución.  

  En modo alllguuunnnooo pppuueeeddee  sssooosstteeennneeerse, como lo hace el 
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penal sería la introducción de aquella nueva -y falaz- hipótesis con relación 

a la autoría del atentado terrorista en la sede de la AMIA.  

   Conforme se desprende del texto del Memorándum, la 

Comisión tenía por finalidad “llevar adelante una revisión detallada de la 

evidencia” y “emitir un informe con recomendaciones sobre cómo 

proceder con el caso”. El suceso que aquí se ha denunciado implicaría la 

desnaturalización de aquella legítima finalidad para la que el organismo fue 

creado; sus miembros -cuya identidad se desconoce, toda vez que no ha 

llegado a existir-, en lugar de cumplir con la función que les sería 

encomendada, elaborarían la correspondiente recomendación faltando a la 

verdad, sosteniendo una versión falaz -que también se desconoce- de los 

hechos investigados, que habría sido construida con la específica finalidad 

de desviar la investigación del atentado.   

   El delito de encubrimiento, en la modalidad de 

favorecimiento personal -cuya esencia, como ya lo señalé, consiste en 

prestar una colaboración a fin de mejorar la situación procesal de una 

persona que está siendo investigada penalmente-, comienza a ejecutarse 

una vez que el autor lleva adelante una conducta concreta que tienda a 

entorpecer el accionar de la justicia. 

   En virtud de lo expresado en los párrafos que anteceden, 

disiento con la postura esgrimida al respecto por mi colega, el Dr. 

Ballestero, y comparto la argumentación desarrollada por el juez de la 

anterior instancia.  

   Más allá de ello, resta señalar que el Memorándum de 

Entendimiento ha transitado, en el ámbito nacional, diversas etapas: ha sido 

suscripto por el Poder Ejecutivo, luego aprobado por el Congreso de la 

Nación y posteriormente examinado por el Poder Judicial, a raíz del 
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   Conforme se desprende del texto del Memorándum, la

Comisión tenía pppooor ffinalidad “llevar adelante uuunnnaaa revisión detallada de la

evidenciaaa””” y “emitir un informe con recomendaccciiioones sobre cómo

proccceeeder con el caso”. El suceso que aquí se ha denunciadddooo implicaría la

dddesnaturalización de aquella legítima finalidad para la que el orgggaaanismo fue

creado; sus miembros -cuya identidad se desconoce, toda vez quuueee no ha

llegado a existir-, en lugar de cumplir con la función que les sería

encomendddaaaddda, elllaaabbbooorrraaarían lllaaa corrreeespoondiente recomenndaccción faltando a la

verdaddd, sooosssttteniendo una vvveeersióóón falaaz -que también sse dddesconoce- de los

hechooos innnvestigados, que habría siiido cconstruida con laa espppecífica finalidddad

de deeesviaaarr llaa iinvestigación del ateennntadddo.   

   El delittooo dddee ennnccuuubbbrrriiimmiento, ennn laaa  modalidad de

favoreccciiimmmiennntttooo ppersonaaalll -cuuyyyaa eeesenccciiaaa,,, cooommmo ya lllooo seeeññalé, consisteee en

prestar una cccooollaboraciiióóónnn a fin dddee  mmmejorraaarrr la situuuaaaccciiióón procesal ddeee una

persona que está siendo investigada penalmente-, comienza a ejjeeecccutarse

uuna vez que el autor lleva adelante una conducta concreta quueee tienda a

ennntttooorpecer el accionar de la justicia. 

   En virtud de lo expresado en los párraafffooos que anteceden,

disiento connn lllaa postura esgrimida al respectoo pppooor mi colega, el Dr.

Ballestero, y compartttooo lllaa aaarrrggguuummmeeennntttaaaccciiióóónnn dddesarrollada por el juez de la



planteo de inconstitucionalidad formulado. A lo largo de ese camino, ha 

sido objeto de variados cuestionamientos por parte del entonces fiscal a 

cargo de la UFI AMIA y de quienes ejercen el rol de parte querellante en 

aquella investigación. Sin embargo, ni el acusador público ni los 

acusadores privados han expresado en ningún momento -hasta la 

presentación de la denuncia que motivó la formación de este sumario, dos 

años después de suscripto aquél- sospecha alguna vinculada con su posible 

relevancia jurídico penal.  

   Ello me lleva a preguntarme ¿cuál es el motivo que llevó 

al fiscal Nisman a formular su denuncia en este momento? Ninguno de los 

elementos de juicio a los que hace referencia en su presentación resulta 

novedoso: ni el texto del Memorándum, ni la nota periodística publicada 

por el fallecido José “Pepe” Eliaschev -que data de hace varios años-, ni 

aún las escuchas telefónicas sobre las que apoya su versión de los hechos - 

que eran remitidas a la fiscalía a su cargo de manera casi simultánea a su 

grabación-.  

   2. 

   La segunda cuestión que debe ahora abordarse se 

vincula con la pretendida finalidad de eliminar las denominadas alertas 

rojas -emitidas por INTERPOL- que pesaban -y aún pesan- sobre los 

acusados iraníes.  

   Al respecto, comparto la argumentación desarrollada 

tanto por el juez de la anterior instancia como por mi colega preopinante en 

cuanto a que los elementos incorporados en la denuncia resultan 

insuficientes para ameritar siquiera el inicio de una investigación penal. 

Ninguna de las circunstancias aludidas por el Dr. Nisman -receptadas luego 

por el Dr. Pollicita en el requerimiento de instrucción elaborado de 

cargo de la UFI AMIA y de quienes ejercen el rol de parte querellante en 

aquella investigación. SSSiiinnn embargo, ni el acusadddorrr pppúblico ni los 

acusadores privadddooos han expresado en ningún momento ---hhasta la 

presentación dddeee la denuncia que motivó la formación de este sumarioo, dos 

años despppuuuééés de suscripto aquél- sospecha alguna vinculada con su posibllleee 

relevannnccciia jurídico penal.  

  Ello me lleva a preguntarme ¿cuál es el motivo que llevó 

al fiiissscal Nisman a fffooormulaaarrr sssuuu dddenunnnccciiia en estee momento? Ninggunooo de los 

eleeemmmentos de juuuiiicio aaa los que hace rrefeeerrennnciaa  en su presentaciión resulta 

nooovvvedoso: ni eeelll teexxxto del Memorándum,, niii la nota pperiodísticaa puubbblicada 

pooorrr el fallecidooo Jooosséé ““PPepe” Eliaschev -quueee daaata de hace varioos aññños-, nnii 

aúnnn llaass escuchaaasss tellleeefónicas sobre lass  qqquuueee  aappoyyaaa sssuuu vvversión de llooos hheeechos - 

queee eran remitidaaasss a lllaaa fffiscalía aa  sssuuu caaarrrgggo ddde mmmaaannneraaa cccasi simmmuuultánnneea a su 

grabaaacción-.  

  2. 

  La segunda cuestión que debe ahora abordarse seee   

vincula con lllaa pretendida finalidad de eliminar las denominadas aleerrrtttas 

rojas -emitidas pppor INTERPOL- que pesaban -y aún pesan- ssooobbbre los 

acusados iraníes.  

  Al respecto, cccooommmpppaaarrtttooo  lllaa aaarrggguuummmentación desarrollada 
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conformidad con lo normado por  el artículo 180 del C.P.P.N.- permite 

sustentar razonablemente la hipótesis sostenida por ambos representantes 

del Ministerio Público Fiscal.   

El minucioso análisis desarrollado tanto por el juez de la 

anterior instancia como el Dr. Ballestero me exime de mayores comentarios 

al respecto. 

   Tampoco los agravios introducidos por el Dr. Pollicita 

como por su colega ante esta Alzada, Dr. Moldes, aportan ningún 

argumento que permita desvirtuar tal conclusión, habida cuenta de que se 

vinculan, esencialmente, con la necesidad de ahondar la pesquisa a fin de 

obtener aquellas probanzas que permitan comprobar la hipótesis contenida 

en la denuncia.  

   Sin embargo, el acusador no ha mencionado elemento 

de juicio alguno que otorgue suficiente verosimilitud a la hipótesis 

planteada por esa parte, de modo que la profundización de la encuesta por 

él solicitada se evidencie justificada. 

   Como bien lo destacó mi colega preopinante, si el 

minucioso y detenido análisis de las constancias incorporadas al legajo 

conduce -como ocurre aquí- a la desestimación de la denuncia, resulta 

inadmisible que, en razón de la gravedad de los sucesos que conforman el 

objeto procesal, se pretenda, de todos modos, la apertura de una 

investigación penal, con todas las consecuencias que ello implica -per se- 

para quienes están siendo sometidos a proceso. En ese caso, nos 

encontraríamos frente a una suerte de “excursión de pesca”. En su voto, el 

Dr. Ballestero hizo referencia a un antecedente de esta Sala donde se 

señaló, precisamente, que “…nos encontraríamos frente a la paradoja de 

que, en lugar de profundizar una investigación a fin de corroborar o 
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del Ministerio Público Fiscal.   

EEEl minucioso análisis desarrrrooollllllado tanto por el juez de la

anterior iiinnnsstancia como el Dr. Ballestero me exime de mmmaaayyyores comentarios

al reeessspecto. 

     Tampoco los agravios introducidos por el DDDrrr. Pollicita

como por su colega ante esta Alzada, Dr. Moldes, aportan ningún

argumento que ppermita desvirtuar tal conclusión, habida cuenta de qqque se

vinculan,, eeesenciaaalllmmmeeennnte, cooonnn la nnecessidad de ahondarr  la pppesquisa a fiiinnn de

obteneeerrr aqqquuuellas probanzasss queee peeermmiitan comprobar laa hipppótesis contennnida

en la ddennnuuncia.  

   Sin embargo, eeel aaccusador no ha mmmenccciionaddoo eelleemennnto

dde juuuiciooo alguno que ottooorrrggguuueee suffiiiccciiieeennntttee verosimiilllituddd a la hipóteeesis

planteadddaaa pooorrr eeesa partee,,, ddde mmmoooddoo  queee  llaaa  prooofffuundizaaccciiión dddee la encuestaaa   por

él solicitada ssseee eevidenccciiieee jjjuustificadddaa..  

   Como bien lo destacó mi colega preopinanteee, si el

mminucioso y detenido análisis de las constancias incorporadass  al legajo

cooonnndduce -como ocurre aquí- a la desestimación de la dennuuunnncia, resulta

inadmiiisssiiible que, en razón de la gravedad de los sucesoss  qqque conforman el

objeto procceeesssaaall, se pretenda, de todos moddooosss, la apertura de una

investigación penal, coonnn tttooodddaaass  llaasss   cccooonnnssseeecccuencias que ello implica -per se-- -



descartar una circunstancia sospechosa que pueda presentar relevancia 

jurídico penal, lo haríamos ‘por las dudas’, a fin de localizar algún 

elemento sospechoso” (CFP 12438/08, rta. 17/7/14). Aquellas 

consideraciones lucen aplicables al caso que ahora nos ocupa.   

3. 

En otro orden, corresponde recordar que el artículo 176 

del Código Procesal Penal de la Nación dispone que “La denuncia deberá 

contener, en cuanto fuere posible, la relación del hecho, con las 

circunstancias del lugar, tiempo y modo de ejecución, y la indicación de 

sus partícipes, damnificados, testigos y demás elementos que puedan 

conducir a su comprobación y calificación legal”. 

Al respecto, nuestro Máximo Tribunal estableció que  la 

denuncia no debe ser general y vaga sino contraída a los hechos 

denominados y especiales con expresión de las circunstancias que puedan 

guiar al Juez en su investigación (Fallos 1:40). 

    De igual modo, Jorge A. Clariá Olmedo, con cita del 

referido fallo, explica que el Superior Tribunal sostiene la inadmisibilidad 

de las llamadas denuncias genéricas por no contraerse a hechos específicos 

y determinados (conf. “Derecho Procesal Penal”, t. II, Rubinzal – Culzoni 

Editores, Buenos Aires, 2004, pág. 429). 

   La lectura de la por demás extensa denuncia que motivó 

la formación de este sumario permite advertir que no se ajusta a las 

exigencias previstas por la normativa aplicable.   

   En primer término, advertimos que la presentación 

elaborada por el Dr. Nisman evidencia una antojadiza concatenación de 

diversos elementos de juicio que no revisten, en sí mismos, relevancia 

elemento sospechoso” (CFP 12438/08, rta. 17/7/14). Aquellas 

consideraciones lucen appllliiicccaaabbbllles al caso que ahora nos occcuuupppaaa.   

333. 

En otro orden, corresponde recordar que el artículoo 176 

del Códigggooo Procesal Penal de la Nación dispone que “La denuncia deberrrááá ““

conteneeerrr, en cuanto fuere posible, la relación del hecho, con las 

circunnnstancias del lugar, tiempppo y modo de ejecución, y la indicación de 

sus partícipes, dammmnnnificaaadddooosss,,, testiigggooos y dddemmás elementos quue pppuedan 

connnducir a su cooommmprrrooobbbación y calificccaaacióóónnn lleeegaall”. 

AAl respecto, nuestro Máxxximooo Tribunal estableeció que  la 

deennnuncia no dddebbbeee sseer general y vaga sinooo contraída a lloos hhechhooss 

dennnommiinnaddos yy espppeeecciales con expreesssiiióóónnn ddeee lasss ccciiirrrcccuuunstancias qqque pppuedan 

guiaaar al Juez en suuu  inveeessstttiggación (((FFFaaallosss 111:4000). 

   De iiiggguuual modddooo, JJJorge AAA..  CCCllariáá OOOlllmedo,,,  cccooon cita del 

referidddooo fallo, explica que el Superior Tribunal sostiene la inadmisibilidad 

de las llaammmadas denuncias genéricas por no contraerse a hechos específicosss   

y determinaadddooos (conf. “Derecho Procesal Penal”, t. II, Rubinzal – Cullzzzoooni 

Editores, Buenosss AAAires, 2004, pág. 429). 

  La llleeecccttuura de la por demás extensa denunnnccciiiaaa que motivó 

la formación de este sumario pppeeerrrmmmiitttee  aaddvvveeerrrtttiirrr qqque no se ajusta a las 
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alguna, pero que son encadenados de forma tal que simulen demostrar la 

hipótesis delictiva sostenida.  

   Ello fue explicado con claridad por mi colega en el voto 

que antecede. Allí se cuestionó la línea argumental seguida por el 

denunciante sobre la base de engarzar de modo caprichoso fragmentos de 

distintas conversaciones telefónicas -acaecidas en diferentes fechas y 

mantenidas por diversas personas- y vincularlos con ciertos hechos 

políticos que tuvieron lugar, para arribar a una determinada conclusión que 

constituye, en realidad, el propio punto de partida del denunciante. Se trata 

de la falacia de la afirmación del consecuente.  

   Así, se construyen afirmaciones dogmáticas sobre la 

base de premisas que en modo alguno autorizan siquiera a inferir las 

conclusiones a las que allí se arriba.  

   Del mismo modo, la presentación evidencia algunas 

contradicciones, pues sostiene simultáneamente varias hipótesis 

alternativas. Si bien mi colega en el voto que antecede se ha ocupado de 

detallarlas con precisión, cabe destacar, entre tales contradicciones aquellas 

vinculadas con los posibles antecedentes del Memorándum de 

Entendimiento -aparecen mencionadas al menos tres alternativas- , con el 

interés de la República de Irán en el Acuerdo -que en algunos párrafos se 

afirma mientras que en otros se niega- y con las manifestaciones vertidas 

por algunos de los protagonistas de las escuchas telefónicas que, si bien son 

sindicados como los autores del supuesto acuerdo espurio, lucen 

sorprendidos frente a las noticias que van surgiendo con respecto a la 

suscripción del Tratado.  

   No puede soslayarse que la denuncia que aquí 

examinamos no ha sido radicada por un particular, en ejercicio de la 
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   Ello fue explicado con claridad por mi colega en el voto

que antecede. AAAllllllííí se cuestionó la línea aaarrrggguuumental seguida por el

denunciaaannnttte sobre la base de engarzar de modo capriiiccchhhoso fragmentos de

disttiiinnntas conversaciones telefónicas -acaecidas en difereennntes fechas y

mmmantenidas por diversas personas- y vincularlos con ciertttooos hechos

políticos que tuvieron lugar, para arribar a una determinada conclusssión que

constituye, en realidad, el propio punto de partida del denunciante. SSSeee trata

de la falaccciiia de laaa aaafffiiirrrmmmaciióóónnn del ccconssecuente.  

    Así, se connnsstrruuuyenn afirmaciones ddogmmmáticas sobreee  la

base de premisas que en modo alggguuno autorizan siiquiiiera a inferir lllas

conccclllusiooonneess a llas que allí se arribbba.  

   Del missmmmooo mmmodooo,, lllaaa ppresentacióónnn evvvidencia alguunnnas

contradddiiiccccionnneees,, puesss sossstttiiiennee siimmmulltttááánneameennnttte vvarias hipóóttteeesis

alternativas. SSSiii   bien mmmiii cccoollega ennn  eell  vvoto qqquuue anteeccceeeddde se ha ocupaadddo de

detallarlas con precisión, cabe destacar, entre tales contradicciones aaaqqquellas

vvinculadas con los posibles antecedentes del Memoráánnndddum de

Ennnttteendimiento -aparecen mencionadas al menos tres alternaatttiiivvvas- , con el

interésss ddde la República de Irán en el Acuerdo -que en aalllgggunos párrafos se

afirma mienntttrrraaass  que en otros se niega- y con lass  mmmaanifestaciones vertidas

por algunos de los protttaaagggooonnniiisssttaaasss  ddeee  lllaaass eeessscccuchas telefónicas que, si bien son



facultad que otorga el artículo 174 del Código Procesal Penal de la Nación. 

Por el contrario, ha sido formulada por un funcionario del Ministerio 

Público Fiscal, por lo que constituye un acto de gobierno que, como tal, 

debe ajustarse a los requisitos formales correspondientes.  

   Así como el artículo 123 de dicho código impone al juez 

la obligación de motivar sus sentencias, el artículo 69 establece, 

específicamente, que “los representantes del ministerio fiscal formularán, 

motivada y específicamente, sus requerimientos y conclusiones…”.   

   Esas exigencias no se verifican en la pieza procesal 

suscripta por el fiscal Nisman.   

En anteriores ocasiones esta Sala, aunque con su 

anterior conformación, ha alertado respecto del riesgo de admitir denuncias 

que carezcan de razonabilidad y verosimilitud: “La  simple  suposición  de  

un  delito  no  autoriza a formular denuncia, pues la ley requiere que el 

denunciante haya presenciado dicha  comisión  o  tenga  conocimiento de 

su perpetración por otro medio,  ofreciendo  así  las  necesarias  garantías  

de seguridad y seriedad  como  para  disponer la instrucción del sumario 

en base a suponer  verosímiles  los  hechos  contenidos en la denuncia. 

Sería sumamente  peligroso instruir sumarios en base a denuncias 

fundadas en  hechos  puramente  imaginarios  o simplemente supuestos, 

porque con  ello,  además  del  perjuicio  injustamente  producido  a  las 

personas  implicadas,  podría  darse  lugar  a  que  la denuncia se 

transformara en medio eficaz de persecución para satisfacer bajos 

sentimientos  de  venganza  o  lucro  como  consecuencia  de  la 

intolerancia que tanto ofusca y perturba a los espíritus” (conf. esta Sala I 

C.N° 30.041, reg. n° 701, rta. el 27/08/98 y sus citas: Ábalos, R. W. 

Público Fiscal, por lo que constituye un acto de gobierno que, como tal, 

debe ajustarse a los requisssiiitttooos ffformales correspondientes.  

  AAAsí como el artículo 123 de dicho código impooonnne al juez 

la obligaciónnn de motivar sus sentencias, el artículo 69 estabbblllece, 

específicaaammmente, que “los representantes del ministerio fiscal formularánnn,,, 

motivaddda y específicamente, sus requerimientos y conclusiones…ee ”.   

  Esas exiggencias no se verifican en la pieza procesal 

suscccripta por el fiscaaalll NNNismmmaaannn...    

EEEnnn anteriores occcasiooonees eesta Sala, aunquue cccon su 

anttterior conformmmaccciiión, ha alertado respecto del riesggo de admitirr dennnuncias 

quuue carezcan ddde raaazzoonnaabbiilidad y verosimilitttuuud: ““La  simple  supooosiccciión  ddee  ““

un  ddeelliitto  no  autttooorriza a formular dddeeennnuuunnncccia, pppuuueeesss la ley requuiiieree  que el 

dennnuuunciante hayaaa pppressseeennnciado diiccchhha  cccooomisssión   ooo    tennnggga  connnooocimmmiiieento de 

su peeerrppetración por otttrrrooo mmedio,,,   ooofffrrreeciendooo   aassíí  las  nnneeecesariiiaaasss  garantías  

de seguuuridad y seriedad  como  para  disponer la instrucción del sumario 

en base aaa  suponer  verosímiles  los  hechos  contenidos en la denunciaa..   

Sería sumammmeente  peligroso instruir sumarios en base a denunnccciiias 

fundadas en  heeeccchhhos  puramente  imaginarios  o simplemente suuupppuuuestos, 

porque con  ello,  addeeemmmáááss  del  perjuicio  injustamente  pprroooddduuucido  a  las 

personas  implicadas,  podría  dddaaarrrssseee   lluuugggaaarrr  aaa  que  la denuncia se 
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“Derecho Procesal Penal”, t. III, Ed. Jurídicas Cuyo, Mendoza, 1993, págs. 

201/202).  

   Por lo demás, cabe tener en cuenta que la firma de un 

Tratado con una potencia extranjera es una de las facultades que nuestra 

Constitución Nacional reconoce al Poder Ejecutivo y que tal conducta, per 

se, no puede ser considerada constitutiva de un delito penal, como ha 

acaecido aquí, salvo que existan serios indicios que autoricen a sospechar 

razonablemente lo contrario.  

   No es función de los Magistrados referirnos al mérito, a 

la conveniencia o a la oportunidad en la que se desarrollan los actos de 

gobierno de otro poder del estado, sino determinar la existencia de 

conductas con significación jurídica y, en su caso, deslindar las 

responsabilidades penales que, en virtud de ello, puedan corresponder a sus 

autores.  

    En el escenario descripto, se impone la homologación de 

la desestimación de las presentes actuaciones en virtud de lo normado por 

el artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, por lo que expido 

mi voto en ese sentido.  

   4.  

   En otro orden, disiento con el temperamento adoptado 

en el voto que antecede en relación con el punto dispositivo II de la 

resolución en crisis, pues es criterio sostenido de esta Cámara que la 

extracción de testimonios decidida por el a quo resulta inapelable, pues se 

vincula con la intervención de uno u otro juez con idéntica competencia y 

jurisdicción (en este sentido, ver causa n° 36.496, rta. 6/9/04, reg. n° 842, 

entre muchas otras).  
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   Por lo demás, cabe tener en cuenta que la firma de un

Tratado con unnnaaa pppotencia extranjera es una dddeee lllaaas facultades que nuestra

Constituuuccciiióóón Nacional reconoce al Poder Ejecutivo y qqquuue tal conducta, per

se, nnno puede ser considerada constitutiva de un delito ppeeennal, como ha

aaacaecido aquí, salvo que existan serios indicios que autoricen aaa sospechar

razonablemente lo contrario.  

   No es función de los Magistrados referirnos al mééérrrito, a

la convennniiieeencia ooo aaa llla opooorrrtttuniddaaad een la que se desaarroollan los actooosss de

gobierrrnnno ddde otro poder dddel estttadoo, sino determinnar la existencia de

condduuuctaaas con significación jjuuurídiicca yy,, en su ccasooo, deslindar lllas

respooonsaaabbiilliiddaddes penales que, enn virtttuud de ello, puedaaan cooorresppoonnddeerr a sssus

autorreees.  

    En eelll eeescennnaaariooo dessscrrriiipptooo, sse imppooonnne laaa hhomologacióónnn de

la desestimaaaccciiióóónn de lasss ppprreesentes aaccttuuuacionnneeesss en virrrtttuuuddd de lo normadddooo por

el artículo 195 del Código Procesal Penal de la Nación, por lo quee eeexpido

mmi voto en ese sentido.  

   4.  

   En otro orden, disiento con el temppeeerrraaamento adoptado

en el voto qqquuuee  antecede en relación con el ppuuunnntttooo dispositivo II de la

resolución en crisis, pppuuueeesss eeess  ccrriiittteeerrriiioo sssooostenido de esta Cámara que la



   Las excepciones a esa regla conciernen a agravios 

constitucionales, como por ejemplo: la obstaculización del ejercicio del 

derecho de defensa (art. 18 C.N.); o el avasallamiento de la garantía del 

juez natural –como consecuencia de la dispersión o sobreacumulación de 

hechos, antes varios o un único juez; o el riesgo de múltiple persecución 

por un mismo hecho (art. 33 C.N. y 2 del C.P.P.N.), todos ellos extremos 

que no se advierten en el caso sub examine.   

   Ese es mi voto. 

   El Dr. Eduardo G.  Farah dijo: 

   I- El Sr. Fiscal, Dr. Gerardo Pollicita, apeló la decisión 

obrante a fs. 465/99, que (I) desestimó las actuaciones por inexistencia de 

delito y (II) remitió testimonios de las partes pertinentes al Juzgado Federal 

n° 9 -donde tramita la causa n° 11.503/14-, por la posible comisión de los 

delitos de tráfico de influencias, usurpación de autoridad y otros, por parte 

de Ramón Allan Héctor Bogado. 

   II- Sobre la instrucción penal, sus finalidades y los 

supuestos en que procede desestimar su iniciación. 

   (1) Cuando la fiscalía promueve una investigación 

penal, el juez tiene tres posibilidades: darle curso, declararse incompetente 

para entender en la causa o desestimarla. Tales las variantes que prevé el 

art. 180, último párrafo, del Código Procesal Penal. 

   (2) Con respecto a la primera opción, debe tenerse en 

cuenta que lo único que se exige para iniciar una investigación es que 

exista una hipótesis de tipo criminal que no resulte inverosímil (ver de la 

Sala II, causa n° 33.175 “N.N. s/ desestimación”, reg. n° 36.107 del 

31/5/13).  

derecho de defensa (art. 18 C.N.); o el avasallamiento de la garantía del 

juez natural –como conseeecccuuuencia de la dispersión o sobbbrrreeeaaacumulación de 

hechos, antes variooosss o un único juez; o el riesgo de múltiple peeerrrsecución 

por un mismooo hhhecho (art. 33 C.N. y 2 del C.P.P.N.), todos ellos extreeemmos 

que no se aaadddvierten en el caso sub examine.   

  Ese es mi voto. 

  El Dr. Eduardo G.  Farah dijo: 

  III--- EEEl Srrr... FFFiiissscccal, DDDrrr... Geraaardoo Pollicita, apeló lla dddecisión 

obrrrante a fs. 46555///99,,, que (I) desestiiimmmó lllaaas aaactuuaciones por inexxiistennncia de 

delllito y (II) remmmitióóó testimonios de las partesss peeerrtinentes al Juzgaado FFFederal 

n° 9 -donde traaamitttaa llaa causa n° 11.503/14-,,,  porrr la posible comisssiónnn de llooss 

delllitooss dde ttráficccooo deee  iinfluencias, usurrpppaaaccciiióóónnn  de aaauuutttooorrriidad y otroosss, pooor parte 

de RRRamón Allan HHHéctooorrr BBBoggado. 

  II- SSSooobbre la iiinnnsssttrucciónnn  pppeeennal, sssuuuss fffinallliiidddaaaddes y los 

supuessstttos en que procede desestimar su iniciación. 

  (1) Cuando la fiscalía promueve una investigaciónnn   

penal, el jueeezzz  tiene tres posibilidades: darle curso, declararse incompetteeennnte 

para entender ennn llla causa o desestimarla. Tales las variantes que ppprrrevé el 

art. 180, último párrafffooo, dddeel Código Procesal Penal. 

  (2) Con respeeccctttooo aaa llaaa  pprrriiimmmeeerraaa oooppción, debe tenerse en 
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   Y en esto no hay que confundir los conceptos: verosímil 

es aquello que tiene apariencia de verdadero, porque es al mismo tiempo 

posible y congruente, porque respeta una serie de reglas lógicas y de la 

experiencia y porque tiene un nivel aceptable de coherencia entre los 

diferentes elementos que lo constituyen. Esto no implica que se trate de una 

situación real o verdadera, lo verosímil tiene siempre un carácter 

meramente indiciario, nunca definitivo, a la hora de explicar una cosa. 

   La lógica de avance de un proceso penal podría 

explicarse sencillamente de este modo: lo que es “posible” (es decir, 

verosímil) determina el inicio de la investigación, lo que es “probable” 

conduce al procesamiento de un individuo o a su envío a juicio y la 

“certeza” es lo único que permite su condena; al tiempo que la certeza o la 

duda (agotados todos los esfuerzos probatorios) es lo que lleva a su 

sobreseimiento o absolución. 

   Por ello es que se dice que la verosimilitud, como 

requisito legal para la apertura de una investigación “no expresa 

conocimiento o grados de conocimientos, ya que éstos son suministrados 

por los elementos de prueba de la aserción sobre el hecho. La 

verosimilitud prescinde de los elementos de prueba y -en el proceso- es 

relevante en momentos anteriores a la adquisición de pruebas” (Taruffo, 

Michele “La prueba de los hechos”, Ed. Trotta, 3° Edición, 2009, 188). 

   Es justamente por tales razones que resulta un objeto 

central de la instrucción el de comprobar si existe un hecho delictuoso 

mediante las diligencias conducentes al descubrimiento de la verdad. Así lo 

dice expresamente la ley (art. 193, inc. 1°, del CPPN) y así lo entiende la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación, al sostener que “En el 

procedimiento penal tiene excepcional relevancia y debe ser siempre 
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posible y congruente, porque respeta una serie de reglas lógicas y de la

experiencia y pppooorrrque tiene un nivel aceptabbbllleee de coherencia entre los

diferenteeesss elementos que lo constituyen. Esto no impliiicccaaa qqque se trate de una

situuaaacción real o verdadera, lo verosímil tiene siemprreee  un carácter

mmmeramente indiciario, nunca definitivo, a la hora de explicar unaaa cccosa. 

   La lógica de avance de un proceso penalll podría

explicarse sencillamente de este modo: lo que es “posible” (es dddecir,

verosímilll))) dddeterrrmmmiiinnnaaa  el innniiicccio deee laa  investigación, loo quuue es “probaaabbble”

conduccce aaalll procesamientooo de unnn inndividuo o a su envvvío a juicio yyy  la

“certeeeza””” es lo único que permite su cccoondena;; al tiemppo qqque la certeza ooo la

dudaaa  (agggoottaaddos todos los esfueerrrzosss  probatorios) esss lo que lllleevvaa a su

sobreeessseimmmiieento o absolucióónnn. 

   Por eeellllllo eeesss qquuue sssee diccceee   qque llaaa verrroosimilitud, ccooomo

requisito lleeegggaaalll  pppara lllaaa aperturrraa  dddee uunnnaaa  invesstttiiigggación “no exxpppresa

conocimiento o grados de conocimientos, ya que éstos son suminiiissstrados

pppor los elementos de prueba de la aserción sobre el hhheeecho. La

verrrooosimilitud prescinde de los elementos de prueba y -en eeelll proceso- es

relevannntttee en momentos anteriores a la adquisición de ppprrruuuebas” (Taruffo,

Michele “Laa ppprrruueba de los hechos”, Ed. Trotta, 3° EEEdddiiición, 2009, 188). 

   Es jjjuuussstttaaammmeeennnttee  pppooorrr tttaaallleees razones que resulta un objeto



tutelado el interés público que reclama la determinación de la verdad en el 

juicio, ya que aquél no es sino el medio para alcanzar los valores más 

altos: la verdad y la justicia” (Fallos 313:1305, entre muchos otros).  

   Y en esa dirección, la etapa preparatoria, por definición, 

no sirve sólo para corroborar la hipótesis criminal, sino también para 

descartarla (ver en tal sentido, Maier, Julio B. J. “Derecho Procesal Penal. 

Tomo II. Parte General. Sujetos Procesales”, Ed. del Puerto S.R.L., 1° 

edición, 1° reimpresión, Bs. As., 2004, pág. 159), con el importante 

aditamento de que en caso de haber existido imputados, se dicte su 

sobreseimiento con la expresa mención de que la formación del sumario en 

nada afecta el buen  nombre y honor del que gozaren (art. 336, última parte, 

del Código Procesal Penal de la Nación). 

   (3) Como contracara de lo anterior, frente a la denuncia 

de un suceso que se presenta como verosímil, la desestimación del caso sin 

dar inicio a la investigación corresponde si -y sólo si- la descripción del 

hecho resulta suficiente para concluir en su atipicidad; esto es, su falta de 

adecuación a cualquier delito tipificado en el Libro II del Código Penal o 

en leyes especiales (Francisco J. D´Albora “Código Procesal Penal de la 

Nación”, Segunda Edición corregida, ampliada y actualizada, Ed. Abeledo 

Perrot, Bs. As., 1996, pág 234/5).  

   Pero ese juicio acerca de la “atipicidad” que permitirá 

vedar válidamente el comienzo de la instrucción, esa falta de 

correspondencia de lo narrado en el escrito promotor del fiscal con alguna 

figura ilícita, tiene que resultar en forma palmaria de la mera descripción 

allí efectuada, sin que se requiera debate sobre cuestiones subjetivas ni que 

existan hechos controvertidos. La falta de prueba del hecho denunciado no 

resulta una razón válida para resolver de ese modo (ver Navarro. Guillermo 

altos: la verdad y la justicia” (Fallos 313:1305, entre muchos otros).  

  Y en eeesssaaa dddiiirección, la etapa preparatorrriiiaaa,,, ppor definición, 

no sirve sólo parrraaa corroborar la hipótesis criminal, sino tammmbbbiién para 

descartarla (vveeerrr en tal sentido, Maier, Julio B. J. “Derecho Procesal PPPeeenal. 

Tomo II. PPParte General. Sujetos Procesales”, Ed. del Puerto S.R.L., 111°°° 

ediciónnn,,, 1° reimpresión, Bs. As., 2004, pág. 159), con el importante 

aditammmento de que en caso de haber existido imputados, se dicte su 

sobrrreseimiento con lllaaa exppprrreeesssaaa mmmenciiióóónnn de qqque lla formación del ssummmario en 

naddda afecta el buuueeen  nnnombre y honor dddel qqquee gozzaren (art. 336, úlltimaaa parte, 

delll Código Proocccesaaal Penal de la Nación). 

  ((33)) CComo contracara de lllo annnterior, frente a llaa deeenunciiaa 

de unn ssuuceso quuue seee ppresenta como vveeerrrooosssííímmmiil, laaa dddeeessseeestimación dddel cccaso sin 

dar inicio a la innnvvvestiiigggaaacción corrrreeesssponnndddee ssii -yyy  ssóóólo sssiii- la deessscccripppccciión del 

hechhhooo resulta suficienttteee pppara connncccllluuuiiir en suuu  aattiipppicidddaaaddd;;;  esto eeesss, su falta de 

adecuaaaccción a cualquier delito tipificado en el Libro II del Código Penal o 

en leyes eeesspeciales (Francisco J. D´Albora “Código Procesal Penal de laaa   

Nación”, Seeggguuunda Edición corregida, ampliada y actualizada, Ed. Abeelleeedddo 

Perrot, Bs. As., 111999996, pág 234/5).  

  Perooo eeesse juicio acerca de la “atipicidadd” qqque permitirá 

vedar válidamente el comiiennnzzzooo dddee  llaaa  iiinnssstttrrruucción, esa falta de 
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R. y Daray, Roberto R. “Código Procesal Penal de la Nación. Análisis 

doctrinal y jurisprudencial. Tomo I, Ed. Hammurabi, 5° ed. Actualizada y 

Ampliada, Bs. As. 2013, p. 80). 

   Se trata, como se ve, de supuestos restringidos.  

   Nótese, por ejemplo, que mayoritariamente suele 

aceptarse incluso el anoticiamiento anónimo como disparador del proceso 

penal, sin que se observe en ello un obstáculo para darle inicio (ver de la 

Sala II de esta Cámara, causa n° 21.855 “Granillo Ocampo”, reg. n° 23.737 

del 27/5/05, causa n° 20.890 “Peremateu”, reg. n° 22.208 del 23/3/04; y de 

la Sala I, ver causa n° 36.663 “Cabezas”, reg. n° 132 del 16/9/04; asimismo 

ver De Luca, Javier “Denuncia Anónima”, La Ley , 1991-D, Secc. Doctrina, 

p. 895 y ss.).  

   Por todo ello, es constante la tendencia jurisprudencial 

de esta Cámara Federal a revocar desestimaciones de denuncias dispuestas 

por los jueces de primera instancia, cuando existe en la causa una hipótesis 

plausible de ser investigada y medidas pendientes para corroborarla o 

descartarla. Para no ser sobreabundante, me limitaré a remitirme a algunos 

de los muchos ejemplos de lo expuesto, sea en casos de alta, media o baja 

gravedad institucional (ver de la Sala I, causa n° 44.260 “Espinoza, 

Fernando s/ desestimación”, reg. n° 769 del 13/8/10, causa n° 48.337 

“Gonella, Carlos s/ desestimación de denuncia”, reg. n° 568 del 28/5/13, 

causa n° 48.321 “Gils Carbó, Alejandra M. s/ desestimación de denuncia”, 

reg. n° 567 del 28/5/13, causa n° 48.020 “N.N. s/desestimación de 

denuncia”, reg. n° 808 del 11/7/13; y de la Sala II, causa n° 28.088 “N.N. s/ 

desestimación”, reg. n° 30.193 del 4/8/09, causa n° 28.611 “Chionetti, 

Fabián s/ desestimación de denuncia”, reg. n° 30.928 del 29/12/09, causa 

n° 30.202 “Dieguez Herrera, Esteban s/ desestimación de denuncia”, reg. 
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Ampliada, Bs. As. 2013, p. 80). 

   SSSe trata, como se ve, de supuuueeessstttos restringidos.  

   Nótese, por ejemplo, que mayyooorrritariamente suele

aceppptttarse incluso el anoticiamiento anónimo como disparadddooor del proceso

pppenal, sin que se observe en ello un obstáculo para darle iniciooo (ver de la

Sala II de esta Cámara, causa n° 21.855 “Granillo Ocampo”, reg. n°°°  23.737

del 27/5/05, caussaaa  nn° 20.890 “Peremateu”, reg. n° 22.208 del 23/3/0444;;; y de

la Sala I,,,  vvver ccaaauuusssaaa nnn°° 333666.6666333  “Cabbbezaas”, reg. n° 132 ddeel 16/9/04; asimiiisssmo

ver Deee Luuuccca, Javier “Denunnncia AAAnnnóniimma”, La Ley , 19991-DDD, Secc. Doctriiina,

p. 8999555 y ssss.).  

   Por todo ello, es ccconstante la tenddeeenciiiaa jurisprruuddeenncccial

de estttaaa CCááámmmara Federal a rreeevocccaaarrr dessseessstttiiimmmaciones de ddennuuuncias dispuessstas

por los jjjuuuecesss dddeee  ppprimmmeeerrraa inssstttaanciiaa, cuuuannnddo eeexxxiiisstee  eeennn la cccaauusa una hipóótttesis

plausible de ssseeerrr iiinnnvvveeessstttiiigada y mmmeeedddiiddas ppeeennndddiiieeennnttteeesss para corroborraaarla o

descartarla. Para no ser sobreabundante, me limitaré a remitirme aa  aaalgunos

ddde los muchos ejemplos de lo expuesto, sea en casos de alta, mmeeedddia o baja

graaavvvedad institucional (ver de la Sala I, causa n° 44.22666000 “Espinoza,

Fernandddooo s/ desestimación”, reg. n° 769 del 13/8/1000,,, causa n° 48.337

“Gonella, Carrlllooosss s/ desestimación de denuncia”,,, rrreg. n° 568 del 28/5/13,

causa n° 48.321 “Gils CCarbbbóóó, AAAlleejjjaannndddra M. s/ desestimación de denuncia”,



n° 32.865 del 11/5/11, causa n° 32.853 “Moreno, Guillermo s/ 

desestimación”, reg. n° 35.808 del 14/3/13, causa n° 32.874 “Banco 

Central de la República Argentina s/ desestimación y ser querellante”, reg. 

n° 35.812 del 18/3/13, causa nº 32.987 “De Blas, Gustavo s/ desestimación 

de denuncia”, reg. n° 36.039 del 13/5/13, CFP n° 139/2014/CA1 “Manes, 

Silvia y otros s/desestimación”, reg. n° 38.023 del 22/8/14).  

   III- Sobre la hipótesis de la fiscalía y los argumentos 

del juez para desestimar la posibilidad de investigarla.

   La desestimación apelada no ha sido resuelta con arreglo 

a los principios que invoqué en el Considerando anterior. En consecuencia, 

configura un supuesto de arbitrariedad de las sentencias, al apartarse de la 

solución normativa que -en base a las constancias de la causa- resultaba 

aplicable al caso (ver doctrina de la Corte Suprema sobre el punto, en 

Palacio, Lino E. “El recurso extraordinario federal. Teoría y técnica”, Ed. 

Abeledo Perrot, 4° Edición actualizada por Alberto F. Garay, Provincia de 

Bs. As., 2010, p. 179). 

   Me explico: 

   (1) Los argumentos del juez de primera instancia para 

negar la apertura de la instrucción giran en torno a dos ideas principales:  

   a) la primera, que incluso de ser cierta la hipótesis del 

acusador público, los hechos denunciados no habrían tenido principio de 

ejecución y serían, por esa razón, irrelevantes para el derecho penal, 

cualquiera fuera el encuadre escogido;  

   b) la segunda, que ya en esta instancia previa al 

comienzo de una investigación, existirían informaciones que echarían por 

tierra la veracidad de lo planteado en el escrito promotor.  

Central de la República Argentina s/ desestimación y ser querellante”, reg. 

n° 35.812 del 18/3/13, cauuusssaaa nº 32.987 “De Blas, Gustavvooo sss/ desestimación 

de denuncia”, reggg.   nnn°°° 36.039 del 13/5/13, CFP n° 139/2014/CAAA111 “Manes, 

Silvia y otros sss///desestimación”, reg. n° 38.023 del 22/8/14).  

  III- Sobre la hipótesis de la fiscalía y los argumentooosss 

del juezzz pppara desestimar la posibilidad de investigarla.

  La desestimación apelada no ha sido resuelta con arreglo 

a losss principios queee  iiinnnvoqqquuuééé eeennn  el CCooonnnsideraaandoo anterior. En connseccuuuencia, 

connnfigura un supppuuuestttooo de arbitrariedddaaad dddeee laaas seentencias, al aparrtarssse de la 

solllución normaaativaaa que -en base a las connnstannccias de la causaa-- reesultaba 

applllicable al caaaso ((vveerr ddoctrina de la Corttte SSuuuprema sobre ell  punnnto, eenn 

Palllacciioo, LLiino EEE. “EEElll recurso extraordddiiinnnaaarrriiioo fedddeerrraaalll. TTeoría y téécccniccaa”, Ed. 

Abeeeledo Perrot, 444° Edddiiiccciiión actuaallliiizzzadaaa   pppor Albbberrrtttoo FFF. GGarayy,,,  PPProvvviiinncia de 

Bs. AAAss., 2010, p. 179))). 

  Me explico: 

  (1) Los argumentos del juez de primera instancia paraaa   

negar la aperrrtttuura de la instrucción giran en torno a dos ideas principaless:::    

  a) la primera, que incluso de ser cierta la hippóóttteeesis del 

acusador público, los hhheeecchos denunciados no habrían teniidddooo principio de 

ejecución y serían, por esa razzóóónnn, iiirrrrreeelleevvvaannnttteesss pppara el derecho penal, 
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   Ambas afirmaciones son refutadas en la apelación de la 

fiscalía, que las calificó de prematuras. 

   (2) El primer aspecto a revisar tiene que ver con una 

cuestión que, de inicio, parece sólo dogmática, pero en realidad no lo es. 

   Es difícil distinguir dónde radica la diferencia entre un 

acto preparatorio de un hecho (situación que no es punible) de su comienzo 

de ejecución (que sí es punible). Tan es así, que se trata de una de las 

discusiones más polémicas en el campo de la doctrina penal y que 

reproducir todas las posiciones existentes al respecto ameritaría extenderse 

demasiado sin beneficio a la solución que cabe adoptar aquí (ver Zaffaroni, 

Eugenio “Derecho Penal. Parte General.”, Ed. Ediar, 2005, pág. 807 y 

sgtes.).  

   Sin perjuicio de ello, tocaré determinadas precisiones 

que, por su incidencia en el caso, es imprescindible repasar.  

   Para empezar, hay que reconocer que, a pesar de todas 

las fórmulas desarrolladas hasta ahora, parece que no se puede determinar 

nunca de modo realmente exacto el límite entre una y otra cosa (etapas del 

iter criminis) en términos dogmáticos, sino tan sólo describirlo de modo 

aproximado. De ahí que se haya propuesto que el modo más simple de 

remediar lo anterior resida en formar grupos de casos que muestren de 

modo expresivo cómo habría que proceder (Stratenwerth, Günter “Derecho 

Penal. Parte General I. El hecho punible”, 4° Ed. totalmente reelaborada, 1° 

reimpresión, Ed. Hammurabi, Bs. As., 2008, p. 342).  

   No obstante, hay cierta coincidencia o aceptación 

mayoritaria en que pueden formularse determinados lineamientos básicos 

para establecer con algún grado de uniformidad cuándo hay comienzo de 

ejecución.  
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   (2) El primer aspecto a revisar tiene que ver con una

cuestión que, deee iiinnniiicio, parece sólo dogmática, pppeeerrro en realidad no lo es. 

   Es difícil distinguir dónde radica lllaaa dddiferencia entre un

actooo ppreparatorio de un hecho (situación que no es punible) dddee su comienzo

ddde ejecución (que sí es punible). Tan es así, que se trata de uuuna de las

discusiones más polémicas en el campo de la doctrina penalll  y que

reproducir todas las ppposiciones existentes al respecto ameritaría extennnderse

demasiadddooo sin beeennneeefffiiicccio a lllaaa  soluccciónn  que cabe adoptarr aqquuuí (ver Zaffarrroni,

Eugennniiio “DDDerecho Penal. Parrrttte GGGenneral.”, Ed. Ediarr, 22005, pág. 80777 y

sgtess.).  

   Sin perjuicio ddde eeello, tocaré deterrrminnnaddas pprreecciisionnnes

que, pppor sssuuu incidencia en ell  cccaaasssooo, eees immmppprrreeesssccindible repppasarrr.  

   Paraa  eeemmmpeeezzzaar, hayyy  qqquuue rrreeeccconoceerrr queee,, a pesar de ttooodas

las fórmulasss dddeeesarrollaaadddaaass hhasta aaahhoorraa, parrreeecccee qqque nnnooo se puede deterrmmminar

nunca de modo realmente exacto el límite entre una y otra cosa (etaaapppas del

iiter criminis) en términos dogmáticos, sino tan sólo describirlooo   ddde modo

appprrroooximado. De ahí que se haya propuesto que el modo mmmááás simple de

remedddiiiaaarrr lo anterior resida en formar grupos de casoss   qqque muestren de

modo expresssiiivvvooo  cómo habría que proceder (Strateennnwwwerth, Günter “Derecho

Penal. Parte General III. EEElll hhheeeccchhooo  ppuuunnniiibbblleee”””, 444°° Ed. totalmente reelaborada, 1°



   Así, para determinarlo, hay que tener en cuenta tanto (1) 

el plan del autor -aspecto individual o subjetivo- como (2) el grado de 

peligro cercano que para el bien jurídico representa la acción realizadora

-aspecto objetivo- (ver Righi, Esteban “Derecho Penal. Parte General”, 1° 

ed., 2° reimpresión, Ed. Abeledo Perrot, Bs. As., 2010, pág. 418).  

   Es decir, en ese juicio acerca de cuándo una conducta ha 

superado o no el límite delgado entre lo que no es punible (porque quedó 

en la esfera del mero pensamiento o de los preparativos) y lo que sí lo es 

(porque trascendió a los hechos, aunque no se haya consumado), no puede 

dejarse de lado ni la pauta subjetiva que se concentra en tratar de descubrir 

cuál ha sido la finalidad o intención del agente, ni la pauta objetiva que se 

atiene al dato de la realidad que proporciona el peligro corrido merced a la 

conducta desarrollada por el sujeto, pues ambas pautas o criterios habrán de 

brindar una aproximación adecuada para la solución del caso.  

   Y en ese sentido, el problema aquí es que, despacio pero 

con seguridad, a lo largo de los años hemos aprendido a través de la 

experiencia forense que para lograr una distinción válida y útil entre lo que 

no tuvo principio de ejecución y lo que sí constituye tentativa punible o 

bien entre este último estadio y su consumación, esas pautas deben 

necesariamente conjugarse con criterios probatorios idóneos, como son 

aquellos que tienden a precisar el sentido equívoco o unívoco de una 

conducta o el peligro concreto y no abstracto resultante de la misma en 

las particulares circunstancias de cada caso (ver en este sentido Creus, 

Carlos “Derecho Penal. Parte General”, 5° Ed. actualizada y ampliada, 3° 

reimpresión, Ed. Astrea, Bs. As., 2011, pág. 422). 

peligro cercano que para el bien jurídico representa la acción realizadora

-aspecto objetivo- (ver RRRiiiggghhhiii, Esteban “Derecho Penalll. PPPaaarrrte General”, 1° 

ed., 2° reimpresiónnn,, EEEd. Abeledo Perrot, Bs. As., 2010, pág. 418))).  

  Es decir, en ese juicio acerca de cuándo una conducctttaa ha 

superado ooo no el límite delgado entre lo que no es punible (porque quedddóóó 

en la esssfffera del mero pensamiento o de los preparativos) y lo que sí lo es 

(porqqquuue trascendió a los hechos, aunque no se haya consumado), no puede 

dejaaarrrse de lado ni laaa pppautaaa   sssuuubbbjjjeeetiva qqquuue se ccconccentra en tratar dee deeescubrir 

cuááál ha sido la fffiiinnnaliiidddad o intención dddel aaageeente,, ni la pauta objettivaa  que se 

atiiiene al dato ddde laaa realidad que proporcionaaa el ppeliggro corrido mmerccced a la 

coonnnducta desarrrrrrollaaaddaa ppor el sujeto, pues ammmbas  pautas o criteriosss habbbráán ddee 

briiinnnddaarr uuna aprroooximmmaación adecuada ppaaarrraaa lllaaa sssoluucciiióóónnn dddel caso.  

  Y ennn eeese sentidddooo, el ppprrrobblllemaaa aaaqqquí eeess qque,, dddeeespaaaccciio pero 

con ssseeguridad, a lo lllaaarrrgggo de looosss aañños heeemmoosss aprreeennndddido a tttrrraavés de la 

experiieeenncia forense que para lograr una distinción válida y útil entre lo que 

no tuvo ppprrincipio de ejecución y lo que sí constituye tentativa punible ooo   

bien entre eeessste último estadio y su consumación, esas pautas deebbbeeen 

necesariamente cccooonjugarse con criterios probatorios idóneos, ccooommmo son 

aquellos que tienden aaa ppprecisar el sentido equívoco o uunnnííívvvoco de una 

conducta o el peligro concreto yy nnnooo aaabbsssttrraaaccctttooo rrreeesssuullltante de la misma en 
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   En definitiva, no puede llegarse a ninguna conclusión 

adecuada sobre esos aspectos si no se conocen todas las particularidades 

del caso concreto que toca resolver. 

   (3) La premisa anterior tiene una consecuencia directa y 

lógica respecto de la solución que ahora se revisa. 

   Es que, al haberse desestimado la posibilidad de abrir la 

investigación sin dar curso a las pruebas requeridas por el fiscal, no es 

posible esclarecer si, como alegó esa parte, existió una intención -por 

razones de alineamiento político o ideológico o por razones de 

conveniencia comercial, o por otros intereses no conocidos aún pero que la 

investigación podrá develar- de encubrir a los presuntos autores del 

atentado a la AMIA facilitándoles un procedimiento que dilatara sine die su 

juzgamiento y que les permitiera obtener rápidamente el cese de las 

difusiones rojas de sus capturas a través de Interpol o, por el contrario, si la 

única finalidad que persiguieron los funcionarios estatales fue lo que ellos 

interpretaron como un avance del proceso penal seguido en esta 

jurisdicción merced a la posibilidad de interrogar a los sospechosos a través 

del mecanismo previsto en el Memorándum de Entendimiento. 

   En consecuencia, tampoco sabemos si las conductas de 

los aquí denunciados se exhiben como equívocas o bien como unívocas en 

orden a una de esas dos finalidades, de acuerdo al supuesto riesgo generado 

merced al compromiso suscripto de crear una Comisión especial paralela al 

proceso judicial y de la comunicación a Interpol de aquél,  con carácter 

previo a su entrada en vigencia, aspecto éste sobre el cual volveré más 

adelante. 
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del caso concreto que toca resolver. 

   (((333) La premisa anterior tieneee uuunnna consecuencia directa y

lógica reeessspppecto de la solución que ahora se revisa. 

   Es que, al haberse desestimado la posibillliidddad de abrir la

iiinnnvestigación sin dar curso a las pruebas requeridas por el fffiiisssccal, no es

posible esclarecer si, como alegó esa parte, existió una intenciiióóón -por

razones de alineamiento político o ideológico o por razoneees de

conveniennnccciiia commmeeerrrccciiiaaal, o pppooor otrooos inntereses no conoccidoos aún pero quuue la

investiiigggaciiióóón podrá deveeelllaar- deee enncubrir a los prresunnntos autores del

atentaaadoo a la AMIA facilitándoles  un pprocedimiento quue diiilatara sine die su

juzgaaamieeennttoo y que les permitieeerrra ooobtener rápidammeeenteee ell cceessee dde lllas

ddifusiiiooonesss rrojas de sus capttuuurrraaasss a travvvéésss dddeee  Interpol o,, ppor el contrario, ssiii la

única fffiiinnnalidddaaaddd qque perrrsssiiiggguieeerrrooon lllos fffuunnncionnnaaarios eessstttaaataleeess fue lo que eeelllos

interpretaronnn cccomo uuunnn avancee ddeeell prroooccceeeso pppeeennnaaalll seguido enn  esta

jurisdicción merced a la posibilidad de interrogar a los sospechosos aaa través

ddel mecanismo previsto en el Memorándum de Entendimiento. 

   En consecuencia, tampoco sabemos si lass ccconductas de

los aquuuííí  denunciados se exhiben como equívocas o bienn cccooomo unívocas en

orden a una dddeee  eesas dos finalidades, de acuerdo all sssuuupppuesto riesgo generado

merced al compromiso sssuuusscccrrriiipptttoo  dddeee cccrrreeaaarrr una Comisión especial paralela al



   Frente a este panorama, la conclusión de que los hechos 

no habrían trascendido de meros actos preparatorios carece del respaldo 

probatorio necesario; es, por ende, infundada.  

   (4) Para ser más claro:  

   La hipótesis del acusador público -en resumidas 

cuentas- consiste en que habría existido una maniobra destinada a ayudar a 

personas de origen iraní con captura ordenada en la causa AMIA a 

sustraerse de la acción de la justicia argentina y a dotarlos de impunidad 

(fs. 317/51).  

   Esa versión de los hechos contó con premisas que, a su 

modo de ver, ameritaban iniciar la instrucción. 

   Así, según planteó, la firma del Memorándum de 

Entendimiento del 27 de enero de 2013 entre los representantes del Poder 

Ejecutivo de Irán y la Argentina -después ratificado por la Legislatura de 

este país- estaría inmersa en la maniobra de encubrimiento denunciada, más 

allá de la versión oficial al respecto. Tal extremo surgiría de elementos 

previamente colectados; en especial, de escuchas telefónicas obtenidas en 

el marco de la causa AMIA y de la propia letra del acuerdo, cuyas 

particularidades, con arreglo al plan delictivo, permitirían que se dejen sin 

efecto las Notificaciones Rojas de Interpol libradas con relación a algunos 

de los imputados en dicha investigación. 

   Para establecer el alcance de esa -supuesta- operación 

(para lo cual era imprescindible conocer quiénes pudieron ser sus 

eventuales partícipes), la fiscalía requirió la producción de variadas y 

numerosas medidas. Entre ellas: obtener declaraciones testimoniales de 

funcionarios públicos nacionales y extranjeros, periodistas y particulares; 

procurar los listados de llamadas entrantes y salientes de involucrados en la 

probatorio necesario; es, por ende, infundada.  

  (4) Parrraaa ssser más claro:  

  LLLaa hipótesis del acusador público -en rrreeesumidas 

cuentas- consiiisssttte en que habría existido una maniobra destinada a ayuudddar a 

personas ddde origen iraní con captura ordenada en la causa AMIA aaa 

sustraerrrssse de la acción de la justicia argentina y a dotarlos de impunidad 

(fs. 31117/51).  

  EEEsssa verrrsssiiióóónnn ddde losss hhhechooos coontó con premisass quuue, a su 

mooodddo de ver, ammmeeeritaaabbban iniciar la innnsssttrucccccióóón. 

  AAAsí, según planteó, la firrma del Memoráándduuum de 

Ennntendimiento delll   2277 dde enero de 2013 enntttre llloos representantesss delll Poddeerr 

Ejeeecuuttiivvo dde Irrááán yyy lla Argentina -deessspppuuuééésss rratifffiicccaaadddooo  por la Legggislaatttura de 

esteee  país- estaría iiinnnmerrrsssaaa en la maaannniiiobrraaa dde eencuuubbbrrrimiiieeennnto dennnuuunciaaadda, más 

allá dddee la versión offfiiiccciiiaaalll al respppeeecccttto. Tal eexxttrrreemo sssuuurrgggiría dddeee elementos 

previammmente colectados; en especial, de escuchas telefónicas obtenidas en 

el marcooo dde la causa AMIA y de la propia letra del acuerdo, cuyass   

particularidaaadddees, con arreglo al plan delictivo, permitirían que se dejenn  sssiin 

efecto las Notiffiiicccaaaciones Rojas de Interpol libradas con relación aa  aaalllgunos 

de los imputados en ddiiiccchhhaaa investigación. 

  Para estableceerrr eeelll aaallcccaaanncccee dddee eeesssaa -supuesta- operación 
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denuncia (con detalle sobre los lugares de activación de celdas); realizar 

entrecruzamientos de comunicaciones; conseguir informes sobre los 

abonados telefónicos fijos y móviles utilizados por miembros del área de 

Presidencia de la Nación, del Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, 

del Ministerio de Planificación Federal y de la Secretaría de Inteligencia; 

constatar los movimientos migratorios de los denunciados con destino a 

Irán, Siria, Suiza, Francia, Etiopía, Estados Unidos y Venezuela y recabar 

datos sobre los medios usados para afrontar esos viajes;  agregar 

documentación sobre el memorándum de entendimiento, sus negociaciones 

previas formales e informales, sus demás antecedentes de todo tipo y de los 

registros de los debates parlamentarios sobre su ratificación; obtener los 

registros de visitas de la Casa Rosada, del Ministerio de Planificación y de 

la Secretaría de Inteligencia; procurar información sobre cables 

diplomáticos públicos o secretos -o similares- relacionados con los hechos 

entre representantes de Argentina, Irán, Israel, Siria, Etiopía, Venezuela, 

Estados Unidos, Suiza y Francia; pedir informes sobre la comitiva que 

acompañó al Canciller de la República en viajes vinculados al 

memorándum para después escuchar el testimonio de sus integrantes; lo 

propio respecto de los representantes argentinos en la ONU; requerir la 

normativa de Interpol sobre notificaciones rojas; intervenir determinadas 

cuentas de correo electrónico; allanar domicilios; e incorporar constancias 

relativas al trámite de extradición de Hadi Soleimanpour con el Reino 

Unido. 

   Ninguna de esas pruebas se produjo, porque el juez les 

restó relevancia a la hora de desestimar el caso. Pero dicha omisión no es 

inocua para su solución; es central. Primero, porque nadie está en 

condiciones de aventurar cuál será el resultado de aquéllas. Segundo, 
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abonados telefónicos fijos y móviles utilizados por miembros del área de

Presidencia de lllaaa NNNación, del Ministerio de RRReeelllaaaccciones Exteriores y Culto,

del Miniiisssttterio de Planificación Federal y de la Secretttaaarrría de Inteligencia;

connssstttatar los movimientos migratorios de los denunciadoss con destino a

IIIrrrán, Siria, Suiza, Francia, Etiopía, Estados Unidos y Venezuelllaaa  y recabar

datos sobre los medios usados para afrontar esos viajes;  aagregar

documentación sobre el memorándum de entendimiento, sus negociaccciones

previas fooorrrmmmalesss   eee iiinnnfffooormallleees, suss demmás antecedentes de tttodo tipo y dddeee los

registrrrooos dddeee los debates pppaaarlammmennntariios sobre su ratifficaccción; obtener los

regisstttross  de visitas de la Casa Rosssadaa,, del Ministerio dde PPPlanificación y de

la SSSecrrreettaarríía de Inteligencia;; prrrocurar informaaaciónnn sobbrree cabllles

ddiplommmátiiicccoos públicos o seecccrrreeetttooosss --o ssiimmmiiilllaaarrres- relacioonnnadooos con los hecchhhos

entre reeepppreseeennntttantes deee  AAArgeeennnttinnaaa, Irrránnn,,, Isssrrraaael, Sirriiiaaa, Etttiioopía, Venezuuuela,

Estados Uniiidddoooss,,, Suizaaa yyy FFranciaaa;;;  pppeedir iiinnnfffoormes sssooobbbre la comitivvaaa que

acompañó al Canciller de la República en viajes vinculaaadddos al

mmemorándum para después escuchar el testimonio de sus integggrrrantes; lo

prrooopppio respecto de los representantes argentinos en la ONNUUU;; requerir la

normatttiiivvva de Interpol sobre notificaciones rojas; intervvveeennnir determinadas

cuentas de cccooorrrrrreeo electrónico; allanar domicilios;;;  eee iiincorporar constancias

relativas al trámite dddee eeexxxtttrrraaaddiiicciióóónnn dddee HHHadddi Soleimanpour con el Reino



porque de eso mismo dependerá, en definitiva, la decisión que en el 

momento oportuno quepa adoptar en la causa. 

   Es que, si se trata de determinar si concurrió una ayuda a 

imputados por la comisión del atentado a la AMIA para eludir la acción de 

la justicia, no es lo mismo que un grupo de personas sin injerencia 

decisoria a nivel estatal mencionen su intención de favorecerlos o su 

opinión respecto de circunstancias que conducirían a lograr ese propósito, a 

que efectivamente hayan existido, con tales fines, negociaciones paralelas 

que involucren a altas autoridades argentinas e iraníes, derivadas en un 

acuerdo informal pero subyacente al formal entre ambos países que, según 

lo planeado, serviría de instrumento para concretar el resultado buscado. 

   En esto hay que apelar al sentido común. Resulta 

evidente que el nivel de peligro para el bien jurídico (la administración de 

justicia, para el supuesto del art. 277 del CP invocado por el juez) no sería 

igual en ambos supuestos y que tampoco lo sería el grado de desarrollo al 

que arribó el plan de los eventuales autores; todo más allá de que el 

resultado buscado no se hubiera concretado por razones ajenas a sus 

voluntades: sea esto último porque lo estipulado en el Memorándum de 

Entendimiento no se llevó adelante debido a que, en relación a Irán, no fue 

aprobado por la totalidad de sus autoridades competentes o, respecto de 

Argentina, fue declarado inconstitucional ordenándose además una medida 

cautelar para que no se ponga en práctica lo convenido mientras transiten 

las eventuales vías recursivas que contra ese pronunciamiento pudieren ser 

deducidas; sea porque Interpol decidió mantener la difusión roja de las 

capturas de los principales implicados pese a la comunicación prevista en el 

Memorándum y a eventuales gestiones que pudo haber efectuado Irán a 

partir de ello, sobre lo que nada se averiguó hasta el presente. 

  Es que, si se trata de determinar si concurrió una ayuda a 

imputados por la comisiónnn dddelll atentado a la AMIA para eeellluuudir la acción de 

la justicia, no es   lllo mismo que un grupo de personas sin iiinnnjjjerencia 

decisoria a nnniiivvvel estatal mencionen su intención de favorecerlos ooo su 

opinión reeessspecto de circunstancias que conducirían a lograr ese propósito, aaa 

que efeeeccctivamente hayan existido, con tales fines, negociaciones paralelas 

que iiinnnvolucren a altas autoridades argentinas e iraníes, derivadas en un 

acueeerdo informal ppeeerrro subbbyyyaaaccceeennnte alll fffooormall enttre ambos países qquee, según 

lo ppplaneado, servvviiiría ddde instrumento pppaara ccconnncreetar el resultado buuscaaado. 

  EEEn esto hay que appelaaar aal sentido comúnn. RRResulta 

evviiidente que eeelll nivvveell dde peligro para el bieennn juurrrídico (la adminissstraccción ddee 

jusssticciiaa, para elll supppuuueesto del art. 2777  dddeeelll CCCPPP invvvooocccaaadddo por el jueeez) nnno sería 

iguaaal en ambos suuupppuessstttooos yy que tttaaammmpoocccoo looo serrríaaa el gggrrraado dee  dddesaaarrrrrollo al 

que aaarrribó el plan dddeee lllooos evennntttuuuaaallles autooorreess;;; todddooo mmmás alllllááá dde que el 

resultaaadddo buscado no se hubiera concretado por razones ajenas a sus 

voluntadddeeess: sea esto último porque lo estipulado en el Memorándum dee   

Entendimiennntttooo no se llevó adelante debido a que, en relación a Irán, noo fffuue 

aprobado por la tttootalidad de sus autoridades competentes o, resspppeeecto de 

Argentina, fue declaraadddooo   iinconstitucional ordenándose ademmmááásss una medida 

cautelar para que no se ponga ennn ppprráááccctttiicccaa  llooo cccooonnnvvveeenniiiddo mientras transiten 
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   Al respecto, debe resaltarse que la hipótesis del fiscal 

tiene que ser analizada en forma global y no fragmentada en partes, ya sea 

examinando la entidad de las escuchas telefónicas por sí solas, el 

memorándum únicamente por su letra y estatus jurídico, o las declaraciones 

públicas de los denunciados sobre el mantenimiento de las alertas rojas de 

Interpol prescindiendo de lo que -se alega- pudo buscarse no oficialmente. 

   Y en esa tarea hay que considerar que, por naturaleza, la 

instrucción tiende a precisar la imputación, que durante su 

desenvolvimiento es fluida y puede experimentar modificaciones y 

precisiones; de allí que durante este procedimiento el objeto resulta 

construido y es modificable, hasta quedar fijo en la acusación -o en su caso, 

cuando se la descarta- (ver de la Sala II CCCF, causa n° 33.070, reg. n° 

36.246 del 27/6/13 y causa n° 28836, reg. n° 31.410 del 13/5/10; de la Sala 

IV de la CFCP, causa 3771 del 4/12/03, reg. 5390; asimismo, Maier, Julio 

B. J. “Derecho Procesal Penal. Tomo II. Parte General. Sujetos 

Procesales”, Ed. del Puerto S.R.L., 1° edición, 1° reimpresión, Bs. As., 

2004, pág. 36), sin que pueda -menos todavía cuando ni se inició una 

pesquisa- limitarse el análisis a sólo un eventual encuadre típico que pueda 

encontrar la hipótesis planteada -aunque sea ése el sugerido por el 

denunciante- o incluso descartarse otras explicaciones penalmente 

relevantes sobre cómo sucedieron los acontecimientos, recortando o 

ampliando el círculo de sus eventuales responsables.    

   El problema, como se ve, no es sólo teórico; es, antes 

que nada, probatorio. Es que, como se ha dicho antes de ahora, “Una 

denuncia formulada en estos términos lejos estaba de promocionar un 

debate meramente jurídico como el desarrollado. De haber sido 

plenamente comprendida e hipotéticamente acreditada se percibiría que 
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examinando la entidad de las escuchas telefónicas por sí solas, el

memorándum úúúnnniiicccamente por su letra y estatuss jjjuuurrrídico, o las declaraciones

públicas ddde los denunciados sobre el mantenimiento dddeee llas alertas rojas de

Inteeerrrpppol prescindiendo de lo que -se alega- pudo buscarse no oooficialmente. 

     Y en esa tarea hay que considerar que, por naaatttuuraleza, la

instrucción tiende a precisar la imputación, que duraaannnte su

desenvolvimiento es fluida y puede experimentar modificacionnnes y

precisioneeesss; de aaalllllííí qqque ddduuuranteee esste procedimientto eeel objeto resssulta

construuuidooo  yyy es modificabllleee,,, haaassstaa  queedar fijo en la acuusaciiión -o en su caaaso,

cuandddo ssse la descarta- (ver de la Salla II CCCF, caussa nn°°° 33.070, reg. n°

36.24446 dddeell 2277//66/13 y causa n° 2888836,  reg. n° 31.410 deeel 1333/55//1100;; ddee lla Saaala

IVV deee   la CCCFFCP, causa 37711   dddeeelll 44//12//00333, rrreeeg. 5390; assiiimisssmo, Maier, Juuulio

B. J. “Derrreeecccho Proccceeesssal PPPennaaal. TTTooomooo II. PPaaarrrtte GGGeneral. Sujjeeetos

Procesales”””, EEEddd. del PPPuuueeerrtto S.R..LLL..,,,  11° edddiiiccciión, 1°  rrreeiimpresión, Bss... As.,

2004, pág. 36), sin que pueda -menos todavía cuando ni se iniiccciiió una

pppesquisa- limitarse el análisis a sólo un eventual encuadre típico qqque pueda

ennncccoontrar la hipótesis planteada -aunque sea ése el sugggeeerrido por el

denunccciiiaaante- o incluso descartarse otras explicacciiiooonnnes penalmente

relevantes sssooobbbrre cómo sucedieron los aconteeccciiimmmientos, recortando o

ampliando el círculo dddee sssuuusss eeevvveeennnttuuuaaallleeesss rrreeesssppponsables.    



aquellos argumentos no son suficientes para explicar, en soledad y de 

modo satisfactorio, la inquietud trasladada por el denunciante…” (de esta 

Sala, causa n° 48.321, ya citada).  

   Al soslayar esa simple cuestión, el juez omitió dar curso 

a la investigación como correspondía, mediante un decreto simple, pues así 

lo manda la ley. En cambio, efectuó un análisis de fondo sobre los hechos 

que, además de extemporáneo, carecía de los elementos mínimos de 

respaldo para ser realizado fundadamente.   

   IV- Sobre algunos interrogantes particulares.  

   Todo lo que dije hasta acá es suficiente para dejar sin 

efecto la desestimación apelada. Sin embargo, frente a las afirmaciones que 

en aquella se realizaron, interesa hacer hincapié en algunos interrogantes 

que presenta el caso. 

   (1) La resolución apelada destaca que sólo el juez de la 

causa AMIA tenía facultades para pedir que se dieran de baja las 

notificaciones rojas de Interpol. Citó en apoyo de su posición el artículo 81, 

inciso 2°, del “Reglamento de Interpol sobre el Tratamiento de Datos”.  

   Sin embargo, la fiscalía consignó en su apelación una 

parte de ese mismo artículo (inciso 3°, apartado “c”) que fue pasado por 

alto por el Juez a quo. En aquella se establece que será atribución de la 

Secretaría General de Interpol la de anular una notificación roja cuando “la 

notificación ya no cumpla las condiciones mínimas para su publicación”.  

   Hizo notar también que según el art. 82 del Reglamento 

“Las notificaciones rojas se publicarán (…) para solicitar la localización 

de una persona buscada y su detención o limitación de desplazamiento con 

miras a su extradición, entrega o aplicación de otras medidas jurídicas”

para después concluir que “…la firma del Memorándum de Entendimiento, 

Sala, causa n° 48.321, ya citada).  

  Al soslllaaayyyar esa simple cuestión, el jueeezzz ooomitió dar curso 

a la investigación cccooomo correspondía, mediante un decreto simpllleee,,,  pppues así 

lo manda la leeeyyy. En cambio, efectuó un análisis de fondo sobre los hhheeccchos 

que, ademmmááás de extemporáneo, carecía de los elementos mínimos dddeee 

respaldooo para ser realizado fundadamente.   

  IV- Sobre algunos interrogantes particulares.  

  TTTooodddo looo  qqquuueee  dije hhhaaasta aaacá es suficiente paraa deeejar sin 

efeeeccto la desestimmmaciiióóón apelada. Sin eeembbbaaargggo, ffrrente a las afirmaacionnnes que 

en aquella se rrrealiiizzaron, interesa hacer hinnncapppiéé en alggunos intterrooogantes 

quuue presenta elll  casssoo. 

  (((111)) La resolución aaapppeeelllaaaddaa deeesstttaaacccaaa  que sólo eelll jueeez de la 

cauusssa AMIA tennnííía fffaaacccultades pppaaara pppeediirrr qquuueee se ddieran ddde bbbaaja las 

notifffiiiccaciones rojas ddee IIInnnttterpppol. CCCiiitttóóó en apooyyyoo  dddee su pppooosssición eeelll aaartículo 81, 

inciso 222°, del “Reglamento de Interpol sobre el Tratamiento de Datos”.  

  Sin embargo, la fiscalía consignó en su apelación unaaa   

parte de eseee mmismo artículo (inciso 3°, apartado “c”) que fue pasadoo  pppor 

alto por el Juez aaa qquo. En aquella se establece que será atribuciióóónnn de la 

Secretaría General de IIInnnttteeerrpol la de anular una notificación rrrooojjjaaa cuando “la 

notificación ya no cumpla las condddiiiccciiiooonnneeesss  mmííínnniiimmmaaasss ppara su publicación”.  
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al evidenciar la localización de los sujetos que estaban siendo objeto de 

búsqueda por la autoridad policial y que los mismos serían llevados a 

disposición de la justicia, podría habilitar la vía para que cualquier 

interesado cuestione la vigencia de las notificaciones rojas”. 

   Esas alegaciones, según la posición del apelante, tienen 

que considerarse en consonancia con lo dispuesto en el punto 7 del 

Memorándum de Entendimiento, según el cual “7. Interpol. Este acuerdo, 

luego de ser firmado, será remitido conjuntamente por ambos cancilleres 

al Secretario General de Interpol en cumplimiento a requisitos exigidos 

por Interpol con relación a este caso”. Es decir, previa y no posteriormente 

a la ratificación de los Parlamentos de los dos países.  

   Sea que se acredite o no esa variante de los hechos, es 

claro que descartarla como inverosímil sin producir ninguna prueba al 

respecto resulta arbitrario, por los siguientes motivos: 

   a) por un lado, porque como propició el apelante, debe 

evaluársela en forma global con el resto de las circunstancias alegadas -

sobre el tenor de las negociaciones paralelas- y advertir la relación directa 

que tienen con las medidas pedidas por el acusador y no ordenadas como 

consecuencia de lo decidido por el juez. 

   b) por el otro, porque así se prescinde de considerar: 

   b.1. que no se ha explicado cabalmente aún cuál fue la 

finalidad de convenir en el Memorándum una comunicación expresa a 

Interpol, organismo emisor de las difusiones rojas de las capturas pedidas 

por el juez de la causa –que, en los hechos, eran el real motivo que impedía 

el libre traslado fuera de su país de algunos de los imputados en la causa 

AMIA -, ni la necesidad de hacerlo antes de que el acuerdo tuviera vigencia 

mediante el tratamiento y aprobación parlamentaria de ambos países, ni -

�
�

�
�
�

�
�
�

�
���

			
�

disposición de la justicia, podría habilitar la vía para que cualquier

interesado cuessstttiiiooone la vigencia de las notificaccciiiooones rojas”. 

   Esas alegaciones, según la posiciónnn dddel apelante, tienen

quee  considerarse en consonancia con lo dispuesto en eelll punto 7 del

MMMemorándum de Entendimiento, según el cual “7. Interpol. Esttteee acuerdo,

luego de ser firmado, será remitido conjuntamente por ambos cannncilleres

al Secretario General de Interpol en cumplimiento a requisitos exxxiiigggidos

por Interpppooolll con   rrreeelllaaaccción aa eeeste caaaso””. Es decir, previaa y nnno posteriormmmeeente

a la ratttiiificaaaccción de los Parlllaaamennntoos dee los dos países.  

   Sea que se acrreeedittee o no esa variannte ddde los hechos, es

clarooo quuuee ddeescartarla como inveeerosííímil sin producirrr ninngunaa pprruueeba al

respeecccto rrreeessulta arbitrario, pppooorrr lllooos  siguuuiieeennnttteeess motivos: 

   a) pppooorrr un lllaaaddo,,, poorrrqquuue cccooommo prooopppiiicióóó  eel apelante, dddebe

evaluársela eeennn forma ggglllooobbbal con eell  rrreesto dddeee   las cirrrcccuuunstancias aleggaaadddas -

sobre el tenor de las negociaciones paralelas- y advertir la relaciónn dddirecta

qqque tienen con las medidas pedidas por el acusador y no ordennaaadddas como

cooonnnssecuencia de lo decidido por el juez. 

   b) por el otro, porque así se prescinde dddeee considerar: 

   b.1. que no se ha explicado caabbbaaalllmente aún cuál fue la

finalidad de conveniiir eeennn eeelll MMMeemmmooorrráánnnddduuum una comunicación expresa a



especialmente- cuáles eran esos “requisitos exigidos por Interpol con 

relación a este caso”. 

   b.2. que, como señaló la fiscalía, los antecedentes del 

caso demuestran una situación distinta de la reflejada por el Juez a quo en 

la resolución apelada: hacia el año 2004 el Comité Ejecutivo de Interpol 

anuló las difusiones rojas de las capturas de varios de los imputados –por 

pedido de Irán y pese a que Argentina defendió la posición contraria- 

cuando supo de las nulidades decretadas por la intervención en el caso de 

un “juez destituido por corrupción” (fuente: 

http://www.interpol.int/es/Centro-de-prensa/Noticias/2005/PR041).  

   Mientras tanto, en el año 2007, cuando el juez argentino 

insistió con el alta de las difusiones rojas, Interpol rechazó tres de ellas; 

aprobando las restantes “Tras examinar los documentos escritos y atender 

a las explicaciones verbales que han presentado las OCN de ambos 

países…” (fuente: http://www.interpol.int/es/Internet/Centro-de-

prensa/Noticias/2007/PR005). 

   (2) En sintonía con lo anterior, el recurrente pone el foco 

en otros aspectos de la letra del Memorándum de Entendimiento que, 

evaluados en conjunto con las demás situaciones invocadas en el 

requerimiento de instrucción, ciertamente dejan interrogantes en pie.  

   Por ejemplo, se pregunta por qué, si el objetivo del 

acuerdo era tener una herramienta para obtener la declaración de los 

imputados con pedido de captura, sólo se incluyó entre los comprendidos 

por aquél a quienes contaban con alertas rojas de Interpol y no a otros cuyo 

sometimiento a proceso era igual de importante y estaba igual de 

postergado.  

  b.2. que, como señaló la fiscalía, los antecedentes del 

caso demuestran una situuuaaaccciiióóón distinta de la reflejada pooorrr eeel Juez a quo en 

la resolución apelaaaddda: hacia el año 2004 el Comité Ejecutivo dddeee  Interpol 

anuló las difuuusssiiiones rojas de las capturas de varios de los imputados –––pppor 

pedido deee Irán y pese a que Argentina defendió la posición contrariaaa--- 

cuando ssupo de las nulidades decretadas por la intervención en el caso de 

un “juez destituido por corrupción“ ” (fuente: 

httppp::://www.interpolll...iiinnnt/es///CCCeeennntttrrrooo-de-ppprrrensa///Notticias/2005/PR04111).  

  MMMiiientras tanto, ennn el aaaññño 20007, cuando el juezz argggentino 

insssistió con el altaaa de las difusiones rojjas,, Intteeerppol rechazó trees deee ellas; 

apprrrobando las rrrestttaaannttees ““Tras examinar losss  docccumentos escritosss y aaatenddeerr 

a lllass eexpllicacciiioneeesss verbales que hhhaaannn ppprrresennntttaaadddooo  las OCNN de ambos 

paíííssses…” (fffuuuenteee::: httppp::://////wwwwwww.innttterppoolll..iiint///eeesss/Internneeettt//Ceeennntro-de-

prensssaa/Noticias/2007///PPPRRR00005))). 

  (2) En sintonía con lo anterior, el recurrente pone el foco 

en otros aaspectos de la letra del Memorándum de Entendimiento quee,,,   

evaluados eeennn conjunto con las demás situaciones invocadas enn  el 

requerimiento ddeee iiinnstrucción, ciertamente dejan interrogantes en ppieee..  

  Por eeejjjeemplo, se pregunta por qué, si eeelll objetivo del 

acuerdo era tener una herramiiieeennntttaaa pppaarrraa  ooobbbttteeennneeerrr llla declaración de los 
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   Concretamente dice en su dictamen: “Nótese que de los 

ocho imputados iraníes cuya declaración indagatoria ha sido ordenada en 

la causa, en el punto 5 del acuerdo que regla las “Audiencias de Teherán” 

únicamente se incluyó a los imputados con notificación roja de Interpol, 

cuyo cese -conforme lo relatado- era esencial para Irán y así se había 

acordado. No existe explicación lógica para entender por qué las 

autoridades argentinas aceptaron que sólo se prevean audiencias 

respectos de aquellos cuyas notificaciones rojas podían caer, dejando de 

lado a los restantes imputados iraníes con captura judicial vigente, 

ordenada por el Sr. Juez Federal, Dr. Rodolfo Canicoba Corral”.  

   Las dudas sobre este punto ameritaban, como fue pedido 

por la fiscalía, recabar los antecedentes y negociaciones previas -formales o 

no- del acuerdo, para detectar si se esgrimieron razones para proceder del 

modo descripto. 

   Sin investigar nada al respecto, sólo queda espacio para 

la incertidumbre. Se soslaya así el objetivo mismo de la instrucción (art. 

193 del CPPN). 

   (3) Tal curso de acción es ineludible, también, por otro 

motivo. 

   Tanto en su requerimiento de instrucción como en su 

apelación, el representante del Ministerio Público Fiscal hizo hincapié en 

“afirmaciones falaces” que se habrían realizado en el tratamiento 

parlamentario del Memorándum. Invoca la cuestión porque -según 

entiende- resulta un signo más que, analizado con los restantes que presenta 

el caso, ameritan dar inicio a la etapa de colección de pruebas. 

   No me voy a extender demasiado sobre esto; bastará con 

recordar que expuse las discordancias apuntadas por la fiscalía cuando me 
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la causa, en el punto 5 del acuerdo que regla las “Audiencias de Teherán”

únicamente se iiinnncccllluyó a los imputados con noootttiiiffficación roja de Interpol,

cuyo cessseee -conforme lo relatado- era esencial para IIIrrrán y así se había

acoorrrdddado. No existe explicación lógica para entenderr pppor qué las

aaautoridades argentinas aceptaron que sólo se prevean aaaudiencias

respectos de aquellos cuyas notificaciones rojas podían caer, dejjjaaando de

lado a los restantes imputados iraníes con captura judicial viiigggente,

ordenadaaa  pppor el SSSrrr. JJJuuuez FFFeeeddderal, Dr. Rodolfo Canicobba CCCorral”.  

    Las dudddaaas sooobrreee esste punto ameritabban, como fue pedddiido

por laaa fisssccalía, recabar los anteceddenteeess yy neggociacionees prrrevias -formalesss o

no- dddel aaaccuueerddo, para detectar si ssse eeessgrimieron razonnnes pppara pprroocceedder dddel

modooo dessscccrripto. 

   Sin iiinnnvvvestiiigggaar nnnadaaa aaalll ressspppecto, ssóóólllo qqquuueda espacio pppara

la incertidummmbbbrrre. Se ssooossslllaaya así eeell  ooobbjetiivvvooo mmismooo  dddee la instruccióónnn (art.

193 del CPPN). 

    (3) Tal curso de acción es ineludible, tambiénnn, por otro

mmoootttivo. 

   Tanto en su requerimiento de instruucccccciiión como en su

apelación, elll rrreeepppresentante del Ministerio Públiccooo FFFiiiscal hizo hincapié en

“afirmaciones falaces””” qqquuueee ssee  hhhaaabbrrríííaaannn realizado en el tratamiento



expedí respecto de la inconstitucionalidad del acuerdo y, en particular, 

cuando analicé los argumentos esgrimidos para justificar la necesidad de 

creación de una “Comisión de la Verdad” (conf. mi voto en CFP 

3184/2013/CA1 “AMIA s/ amparo ley 16.986, 15/5/14). 

   Precisé allí en el Considerando Sexto, luego de analizar 

los antecedentes existentes en la tradición jurídica internacional sobre la 

materia abarcada por el Memorándum, las diferencias existentes entre una 

Comisión de la Verdad y aquella que en escuetos términos describe dicho 

instrumento, y destaqué que era imperioso señalar “que a tenor de cuanto 

se expuso en los párrafos precedentes y de los trabajos existentes en la 

materia que se citaron y a los que en honor a la brevedad me remito, el 

organismo creado por el Memorándum de Entendimiento no es una 

Comisión de la Verdad del tipo de las que la tradición jurídica 

internacional conoce …”. 

   A ello agregué, en aquel entonces, que: “Para finalizar 

este acápite Sexto es preciso hacer dos consideraciones adicionales en 

punto a sendos antecedentes invocados tanto en el Mensaje de Elevación 

del proyecto de ley aprobatoria del Memorándum de Entendimiento cuanto 

en la discusión producida en el marco de la sesión plenaria de las 

Comisiones de Relaciones Exteriores y Culto, de Asuntos Constitucionales 

y de Justicia y Asuntos Penales del H. Senado de la Nación, del 13/2/2013 

(conf. versión taquigráfica en http:// eventos.senado.gov.ar:88/ 12227.pdf). 

   Como se verá, uno de tales antecedentes no guarda 

ninguna relación con lo que se convino en el Memorándum de 

Entendimiento, y el otro es, cuanto menos, inexacto en base a las 

constancias obrantes en autos (….)  

creación de una “Comisión de la Verdad” (conf. mi voto en CFP 

3184/2013/CA1 “AMIA sss/// aaamparo ley 16.986, 15/5/14))). 

  PPPrrrecisé allí en el Considerando Sexto, luego dddeee  analizar 

los antecedennnttteees existentes en la tradición jurídica internacional sobbbrrre la 

materia abbbaaarcada por el Memorándum, las diferencias existentes entre unnnaaa 

Comisióóón de la Verdad y aquella que en escuetos términos describe dicho 

instruuummmento, y destaqué que era imperioso señalar “que a tenor de cuanto 

se eeexxxpuso en los pppááárrrrafffosss   ppprrreeecccedenttteeesss y ddde loos trabajos existeentesss en la 

maaattteria que se ccciiitarrrooon y a los que eeen hhhooonooor aa la brevedad mee  remmmito, el 

orggganismo creeeadooo por el Memorándum de Entendimiento nno eees una 

Cooomisión de la VVeerrddadd del tipo de llaaas qque la tradicióónn juuurííddiiccaa 

inttteeernnaacciional cooonoccceee …”. 

  A eeellllllooo aggreguééé,,, eeen aaaqqquell  entttoonnnccces, qqque: “PPPaaara fffiinnalizar 

este aaacápite Sexto es ppprrreciso hhaaaccceeerr dos cccoonnsssiidderaaccciiiooones adddiiiccciiionales en 

punto aaa sendos antecedentes invocados tanto en el Mensaje de Elevación 

del proyeeeccctto de ley aprobatoria del Memorándum de Entendimiento cuantooo   

en la discusssiiióón producida en el marco de la sesión plenaria dee  lllas 

Comisiones de RRReeelllaciones Exteriores y Culto, de Asuntos Constituuuccciiionales 

y de Justicia y Asuntosss PPPeenales del H. Senado de la Naciónn,,, dddel 13/2/2013 

(conf. versión taquigráfica en hhhtttttpp:::////// eeevvveeennnttooss...sseeennnaaadddooo.gov.ar:88/ 12227.pdf). 
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   En punto a la reiterada invocación del caso “Lockerbie”, 

expliqué las razones por las cuales “…las diferencias con lo que se acordó 

entre los Cancilleres de Argentina e Irán son, pues, sustanciales y tan 

evidentes que no merecen mayor análisis”. 

   Y en relación a la igualmente reiterada recurrencia a lo 

que habría supuestamente decidido la justicia británica sobre el pedido de 

extradición del entonces Embajador de Irán en Argentina al tiempo del 

atentado a la AMIA expliqué las razones por las cuales entendía “necesario 

dejar sentado que lo que consta en la causa en relación al trámite de 

extradición de Hadi Soleimanpour es otra cosa bien distinta de la que se 

afirmó en la discusión parlamentaria…”.

   Asiste a mi juicio razón a la fiscalía en punto a que la 

determinación de las reales intenciones que llevaron a la suscripción del 

Memorándum de Entendimiento y, en su caso, de los alcances de la 

contribución de la conducta de cada uno de los denunciados al supuesto 

plan criminal, no puede prescindir del adecuado esclarecimiento de las 

razones por las cuales tales justificaciones fueron ensayadas y tomadas por 

válidas. 

   (4) En la resolución que se apela, el juez fue categórico 

al restar valor probatorio de cargo a las escuchas de las conversaciones 

telefónicas mantenidas entre algunos de los imputados, descartando incluso 

que Ramón Allan Héctor Bogado (constante interlocutor de Yussuf Khalil) 

tuviera realmente las vinculaciones e influencias a nivel gubernamental que 

decía tener en las comunicaciones que lo involucraban. Es más, extrajo 

testimonios frente a la eventualidad de que tales “mentiras” constituyan 

otros delitos (punto dispositivo II).  
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entre los Cancilleres de Argentina e Irán son, pues, sustanciales y tan

evidentes que nooo mmmerecen mayor análisis”. 

   Y en relación a la igualmente reiterrraaadda recurrencia a lo

quee  hhhabría supuestamente decidido la justicia británica sobbbrreee el pedido de

eeextradición del entonces Embajador de Irán en Argentina al tttiiempo del

atentado a la AMIA expliqué las razones por las cuales entendía “neeecesario

dejar sentado que lo que consta en la causa en relación al trámmmiiite de

extradicióóónnn de HHHaaadddiii SSSoleiimmmaaanpouuur ess otra cosa bien ddisttiiinta de la quuueee se

afirmóóó en lllaaa discusión parlllaaameeennntaaaria……”.

   Asiste a mi jjuiiicio razón a la fiscallíía eeen punto a queee  la

deterrrminnnaacciióón dde las reales intennncionnnes que llevaron a laaa susccrriippcciióón dddel

MMemmoooránnnddduum de Entendiimmmiiieeennntttoo  y, eeennn sssuu caso, dee losss alcances dee  la

contribbuuuccciónnn ddde la connddduuucta dddee cccadaaa  uuunnno dddeee los ddeeennnunccciiados al supuuueeesto

plan criminaaalll,, no pppueedddeee pprescinndddiirr  ddel aadddeeeccuado eeesssccllarecimiento dddeee las

razones por las cuales tales justificaciones fueron ensayadas y tomaaadddas por

vválidas. 

   (4) En la resolución que se apela, el juez fffuuue categórico

al restttaaarrr valor probatorio de cargo a las escuchas de lllaaasss conversaciones

telefónicas mmmaaannnttenidas entre algunos de los imputtaaadddooos, descartando incluso

que Ramón Allan Héctttooorrr BBBooogggaaadddoo  (((cccooonnnssstttaaannnttte interlocutor de Yussuf Khalil)



   El criterio fue impugnado por la Fiscalía, 

considerándolo prematuro hasta tanto se investigue, a través de las medidas 

por esa parte requeridas, cuánto había de cierto o de falso en las 

expresiones del denunciado. 

   No me detendré a efectuar aquí disquisiciones profundas 

sobre el mérito probatorio de las comunicaciones interceptadas, sino tan 

solo a señalar que asiste a mi juicio razón a la Fiscalía en cuanto al carácter 

prematuro de la conclusión definitiva a la que arribó el Juez de la instancia 

anterior. 

   Tal criterio es apresurado, en primer lugar, porque según 

ha trascendido existen comunicaciones grabadas en el marco de la 

intercepción en cuestión, que aún no fueron puestas en conocimiento de la 

justicia. Pero principalmente, porque el examen de los elementos que sí se 

tuvieron a la vista prescindió de aplicar un principio elemental: las 

escuchas telefónicas son una medida instrumental de la pesquisa y carecen 

de valor como prueba autónoma a efectos de afirmar la existencia de la 

conducta atribuida a la persona imputada de un delito. Por ende, es 

necesario que ese tipo de evidencias se relacionen con otras que justifiquen 

o fortalezcan los indicios construidos en base a ellas. 

   Si lo anterior ha sido sostenido por pacífica 

jurisprudencia, que lo aplica a estadios más avanzados del enjuiciamiento -

al revisar autos de procesamiento, por ejemplo- (ver de la Sala II, causa n° 

13.230 “Cabrera”, reg. n° 14.208, del 20/5/97; causa n° 12.647 “Requena”, 

reg. n° 13.753, del 26/11/96; causa n° 11.916 “Salvatierras Limpias”, reg. 

n° 12.963, del 21/3/96 y causa n° 11.732 “Rentaría”, reg. n° 12.649, del 

15/12/95, entre muchas otras) mucho más tiene que ser considerado cuando 

por esa parte requeridas, cuánto había de cierto o de falso en las 

expresiones del denunciadddooo. 

  NNNo me detendré a efectuar aquí disquisiciones ppprrofundas 

sobre el mériiitttooo probatorio de las comunicaciones interceptadas, sinooo tan 

solo a señaaalllar que asiste a mi juicio razón a la Fiscalía en cuanto al carácteeerrr 

prematuuurro de la conclusión definitiva a la que arribó el Juez de la instancia 

anteriiiooor. 

  TTTaaalll criteeerrriiiooo eeesss apreeesssuuuradooo, enn primer lugar, porrqueee según 

ha trascendido exisssttten comunicaccciiiooneeesss gggrabbadas en el maarrco de la 

intttercepción ennn cuueeestión, que aún no fueronnn puuueesstas en conocimmienttto de la 

jusssticia. Pero ppprinccciippaallmente, porque el exaaammmennn de los elementooos quuue síí ssee 

tuvvvieerroonn a la vvvistttaaa prescindió de aaapppllliiicccaarr uunnn ppprrriiinncipio elemmmentttal: las 

escuuuchas telefóniiicccaaas sooonnn   una medddiiiddda innnssstttrummmennttaalll  de lllaaa ppesqquuiiisssa yyy  ccarecen 

de vaaallor como pruebbbaaa aaauuutónomaaa aaa efectoss ddee  aafirmmmaaarrr  la exiiisssttteeencia de la 

conducccttta atribuida a la persona imputada de un delito. Por ende, es 

necesariooo qqque ese tipo de evidencias se relacionen con otras que justifiquennn   

o fortalezcannn lloos indicios construidos en base a ellas. 

  Si lo anterior ha sido sostenido por pppaacífica 

jurisprudencia, que lo aaapppllliica a estadios más avanzados del eennnjjjuuuiiciamiento -

al revisar autos de procesamientttooo, pppooorrr eeejjeeemmpppllooo--- (((vvveeerrr ddde la Sala II, causa n° 
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se trata de expedirse en un momento como éste, donde ni siquiera se ha 

dado apertura a la instrucción y se adolece de tales elementos de confronte. 

   Asignarles a tales escuchas valor probatorio de cargo o 

restarles entidad a punto de descartarlas, resulta en esta instancia, arbitrario.  

   Un solo ejemplo -de las múltiples conversaciones 

interceptadas- es claro y resulta de contrastar la tesis de la denuncia con la 

conversación mantenida el 20 de mayo de 2013 entre Yussuf Khalil y Luis 

D´Elia, de la cual surge: 

   “(Yussuf) Hola LUIS (Luis) Que hacés Yussuf? (Yussuf) 

Bien, todo bien (Luis) Bueno mirá, acá estuve hablando con “el quía” 

(Yussuf) Si (Luis) Ellos están dispuestos a mandar gente de YPF con 

nosotros dos (Yussuf) Sí (Luis) A hacer negocios allá (Yussuf) Bien (Luis) 

Está muy interesado en cambiar lo de aquello por granos y carne allá, eh? 

(Yussuf) Bueno (Luis) Y…cómo es? Ahora tienen un problema político, 

necesitan que se apruebe el memorándum si? (Yussuf) Y si, está clarito este 

tema LUIS…yo te lo dije el otro día, manifestaste lo que te dije? (Luis) Si, 

yo les dije hace 10 días y me dijeron que en 30 días se aprobaba (Yussuf) 

No, no, yo te dije que el memorándum se iba a aprobar…yo te lo dije a vos, 

pero que lo estaban retrasando por esa cuestión (Luis) No…no, ahí hubo 

alguna…Conté lo que vos me contaste, el incidente que hubo (Yussuf) Sí 

(Luis) Y…la reunión fue porque lo pidió LA JEFA, eh? (Yussuf) Bueno 

(Luis) Estamos al más alto nivel (Yussuf) Quiere decir que estamos bien 

(Luis) Sí, sí, re bien (Yussuf) Bueno, ahora mismo (LUIS) Ahora, si a 

nosotros no nos aprueban el memo ese, quedamos como unos pelotudos 

allá, viste? (Yussuf) Si no lo aprueban? Lo van a aprobar, eso lo van a 

aprobar (Luis) Bueno, pero a la brevedad lo tienen que aprobar, viste? 

(Yussuf) Lo va a aprobar, LUIS, vos sabés como son los tiempos en 
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   Asignarles a tales escuchas valor probatorio de cargo o

restarles entidaddd aaa punto de descartarlas, resullltttaaa eeennn esta instancia, arbitrario.

   Un solo ejemplo -de las múltiiippplllees conversaciones

inteeerrrccceptadas- es claro y resulta de contrastar la tesis de la dddeeenuncia con la

ccconversación mantenida el 20 de mayo de 2013 entre Yussuf KKKhhhaalil y Luis

D´Elia, de la cual surge: 

   “(((Yussuf) Hola LUIS (Luis) Que hacés Yussuf? (YYYuuussuf)

Bien, todddooo bbien (((LLLuuuiiisss))) Bueeennno miiirá, acá estuve habllaandddo con “el quuuía”

(Yussuuufff))) SSSiii (Luis) Ellos eeessstánnn  dddispuuestos a mandarr  geennnte de YPF cccon

nosotttros  dos (Yussuf) Sí (Luis)) A haccer neggocios allá (Yuuussuf) Bien (Luuuis)

Está muyyy iinntteresado en cambiar lllooo deee aquello por graannnos yy carnnee aallllá,, eeeh?

((Yussssuuuff) BBBuueno (Luis) Y……cccóóómmmooo es? AAAhhhooorrra tienen uunnn prrroblema polítiiiccco,

necesitaaannn quueee ssse apruebbbeee el mmmeeemoooránndduuummm siii???  ((Yussuuufff))) Y sssii,, está claritoo  eeeste

tema LUIS…yyyooo  te lo ddiiijjjeee eell otro dddííaa,,,  mmaniiifffeeesssttaste looo qqque te dije? (Luuiiisss) Si,

yo les dije hace 10 días y me dijeron que en 30 días se aprobaba (((YYYussuf)

NNo, no, yo te dije que el memorándum se iba a aprobar…yo te loo dddije a vos,

peeerrrooo que lo estaban retrasando por esa cuestión (Luis) No………nnno, ahí hubo

algunaaa………Conté lo que vos me contaste, el incidente qquueee hhhubo (Yussuf) Sí

(Luis) Y…laaa rrreeeuunión fue porque lo pidió LA JEEEFFFAAA, eh? (Yussuf) Bueno

(Luis) Estamos al mááás aaalllttooo nnniiivvveell  ((YYYuuusssssuuufff))) Quiere decir que estamos bien



PERSIA y aparte las lógicas que no se cumplen, o sea … eeeeh … DE 

VIDO tiene que saber que TIMERMAN no cumplió con algunas cosas, esto 

así de claro, no cumplió con algunas cosas, pero no importa, yo ahora 

mismo llamo allá, le digo que estamos … te dijeron el lugar que quieren ir 

? (LUIS) No, no, yo le dije los 2 lugares, y bueno, ahí vemos eh? (Yussuf) Y 

bueno…vamos para el otro lado…vamos al LÍBANO (LUIS) Yo creo que 

los nuestros se van a sentir mas cómodos en CARACAS eh? (Yussuf) Yo 

para que matemos dos pájaros de un tiro con vos, pero dale (LUIS) no, no 

claro, pero primero hay que aprobar esto y a partir de ahí se abre toda la 

jugada, está? (Yussuf) Que, primero aprobar el memo, decís vos? (LUIS) 

Y…sí, sí, no es muy complicado dijo (Yussuf) Bueno, dale…dale 

dale…listo, hablamos LUIS (LUIS) Nos vemos (Yussuf) Te llamo”  (ver fs. 

197/8 del cuadernillo acompañado a la causa a fs. 269 por la UFI AMIA). 

   Si el tenor de esa conversación es un invento de los 

interlocutores o algo sin ninguna importancia, o si por el contrario ese 

comentario es un elemento de juicio que engarza razonablemente dentro de 

la denuncia formulada al Ministro de Relaciones Exteriores de haber 

convenido con los representantes iraníes algo espurio y contrario a lo 

ordenado en la causa AMIA sobre las alertas rojas de Interpol, es una 

cuestión de hecho que no puede definirse por la negativa sin practicar 

aquellas medidas de prueba pedidas expresamente por la Fiscalía al tiempo 

de requerir la instrucción del sumario, como la de obtener información, 

entre otras, de parte iraní, sobre lo que fue motivo de negociación y de 

cualquier gestión que dicho Estado pudo haber hecho ante Interpol, cuyo 

eventual fracaso -en la hipótesis de la acusación- pudo ser la razón de la 

postergación del tratamiento del Memorándum por parte del parlamento de 

ese país.  

así de claro, no cumplió con algunas cosas, pero no importa, yo ahora 

mismo llamo allá, le diggooo   qqquuue estamos … te dijeron el llluugggaaarrr que quieren ir 

? (LUIS) No, no, yyyooo llle dije los 2 lugares, y bueno, ahí vemos eh??? (((YYYussuf) Y 

bueno…vamoosss para el otro lado…vamos al LÍBANO (LUIS) Yo creoo qqque 

los nuestrrrooos se van a sentir mas cómodos en CARACAS eh? (Yussuf) YYYooo 

para quuueee matemos dos pájaros de un tiro con vos, pero dale (LUIS) no, no 

claro,,, pero primero hay que appprobar esto y a partir de ahí se abre toda la 

jugaaada, está? (Yussssuuufff))) QQQuuueee,,, ppprrriiimmeroo aaappprobbaaar eel memo, decís voos? (LUIS) 

Y………sí, sí, no eees mmmuy complicadddooo dddiiijjjo (YYussuf) Bueno, ddaleee…dale 

daaale…listo, habbblammmos LUIS (LUIS) Nos vemmmos ((Yussuff)) Te llamoo”  (ver fs. 

19997/8 del cuadddeeerniiillllloo aacompañado a la causaaa a fffss. 269 por la UFII  AMMMIAA)). 

  SSSii  el tenor de esaaa cccooonnnvvversaaaccciiióóónnn es un inveeennto de los 

inteeerrrlocutores o aaalllggo sssiiinnn ningunnnaaa iiimpppooorrtaannnciaaa,, ooo siii pppor el cccooontrrraaarrio ese 

comeeenntario es un elemmmeeennnttto de jjjuuiiiccciiiooo que enngggaarrzzzaa razzooonnnaaablemeeennnttteee dentro de 

la dennnuuuncia formulada al Ministro de Relaciones Exteriores de haber 

convenidddooo con los representantes iraníes algo espurio y contrario a looo   

ordenado ennn la causa AMIA sobre las alertas rojas de Interpol, es uuunna 

cuestión de hechhhooo que no puede definirse por la negativa sin ppprrraacticar 

aquellas medidas de prrruuueeebba pedidas expresamente por la Fiissscccaaalllíía al tiempo 

de requerir la instrucción del suummmaaarrriiiooo,,  cccoommmooo llaaa dddee obtener información, 
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   Por demás, el tenor de otras conversaciones intervenidas 

no pudo ser minimizado o desatendido. Voy a citar, a modo de ejemplo, 

solo dos casos: 

   -  Según el fallo emitido el 9 de noviembre de 2006 por 

el Juez Federal Rodolfo Canicoba Corral, donde ordenó la captura nacional 

e internacional de Mohsen Rabbani, entre otros, el magistrado sostuvo que 

el nombrado “… ha sido el actor central en la preparación y ejecución del 

atentado. Los elementos de prueba provistos por la investigación permiten 

atribuirle un rol protagónico en la logística local del atentado perpetrado 

el 18 de julio de 1994 contra la sede de la A.M.I.A.” (del expediente n° 

8566/96 “Coppe, Juan C. y otros s/ asociación ilícita”, del registro del 

Juzgado del fuero n° 6). 

   Pues bien, antes y después de la firma del Memorándum 

de Entendimiento, el aquí imputado Yussuf Khalil mostró tener contacto 

fluido con Mohsen Rabbani, incluso interiorizándolo de los avatares de 

aquél en la Argentina (Ver, por ejemplo, Conversación del 14 de mayo de 

2012, referida a fs. 28 del cuadernillo acompañado a la causa a fs. 269 por 

la UFI AMI; Conversación del 27 de febrero de 2013, transcripta en 

Archivo B-1009-2013-02-27-125331-24, Origen: 1133156908, Destino: 

Desconocido, Cd. 297; Conversación del 20 de mayo de 2013, transcripta a 

fs. 198/9 del cuadernillo citado). 

   Frente a ello, el nivel de representatividad que habría 

tenido el denunciado Khalil respecto de uno de los principales imputados 

en el caso AMIA es un baremo que, cuando menos, no puede ser 

desatendido. Máxime, si se lo relaciona con las vinculaciones e intereses 

que decían tener en esferas gubernamentales argentinas otros de sus 

frecuentes interlocutores.   
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solo dos casos: 

   -  Según el fallo emitido elll 999 ddde noviembre de 2006 por

el Juez FFFeeeddderal Rodolfo Canicoba Corral, donde ordenóóó lla captura nacional

e innnttteeernacional de Mohsen Rabbani, entre otros, el magistraadddo sostuvo que

eeelll nombrado “… ha sido el actor central en la preparación y ejjjeeeccución del

atentado. Los elementos de prueba provistos por la investigación pppeermiten

atribuirle un rol ppprotagónico en la logística local del atentado perpeeetrado

el 18 de jjjuuulllio dddeee 11199999944 connntttrrra la sedde de la A.M.I.A.” (dddel expedienttteee n°

8566/999666 “CCCoppe, Juan C. yy oootrooos s// asociación ilíciita”,,  del registro del

Juzgaaado dddel fuero n° 6). 

   Pues bien, anteees y ddespués de la firmmma dddel MMeemmoorráánduuum

dde EEnnntendddiimiento, el aquí iiimmmpppuuuttaaado YYYuuussssssuuf Khalil mmmostrrró tener contaaacccto

fluido cccooon MMMooohsen Raaabbbbbbanii,,, iinccclusooo iiinnnterrriiiooorizánddooolllo dddeee los avatareesss de

aquél en la AAArrrgggentina (((VVVeeerr, por eejjjeemmppplo, CCCooonnnversaccciiióóónn del 14 de maayyyo de

2012, referida a fs. 28 del cuadernillo acompañado a la causa a fs. 222669 por

lla UFI AMI; Conversación del 27 de febrero de 2013, trannssscccripta en

AAArrrccchivo B-1009-2013-02-27-125331-24, Origen: 113315669990008, Destino:

Desconnnooocido, Cd. 297; Conversación del 20 de mayo de 22200013, transcripta a

fs. 198/9 delll cccuuuaadernillo citado). 

   Frennttteee aaa eeelllllooo,,  eeell nnniivvveeelll ddde representatividad que habría



   - En ese particular contexto, hay otras referencias que 

tienen que llamar la atención. Nótese, en esta línea, las que surgen de la 

conversación registrada en las escuchas del Abonado 3315-6908, en punto 

a que: “(HD) Hoy los volví locos, nosotros tenemos un video, viste ? Del 

atentado (Y) si (HD) Y … (Y) Bueno, no hablemos tanto por teléfono …”

(Fecha CD 25/2/2013, Fecha Transac 27/2/2013, CD n° 295, Hablan 

Yussuff y “HD”). 

   Ni el interlocutor de Khalil ni la veracidad -o no- de la 

alusión formulada por aquél son conocidos hasta ahora, pero semejante 

dato es claro que no pudo quedar relegado al olvido.   

   V- Conclusiones.  

   Recapitulando lo desarrollado, puede resumirse todo lo 

dicho del siguiente modo: 

   (1) Ni la denuncia ni el requerimiento fiscal tienen por 

finalidad probar los hechos que se alegan delictivos; para eso –o para lo 

contrario- sirve la instrucción. Hubiera correspondido darle curso –sin 

adentrarse en un análisis dogmático o probatorio propio de otras instancias- 

pero ello no se hizo, apartándose la decisión de la solución normativa 

prevista para el caso.  

   (2) Basta con decir, ahora, que –sea que a la postre 

resulte corroborada o descartada- la hipótesis de la fiscalía, analizada en 

forma global y no fragmentada, cumple con el requisito mínimo de 

verosimilitud y es susceptible de ser investigada. Y la omisión de hacerlo 

no es inocua, ni para un análisis de índole teórico ni para confrontar y 

evaluar los indicios colectados con carácter previo a la denuncia.  

    Es más, con el curso de la pesquisa y sin exceder su 

objeto primigenio, podrían presentarse alternativas diferentes a las 

conversación registrada en las escuchas del Abonado 3315-6908, en punto 

a que: “(HD) Hoy los vooolllvvvííí lllocos, nosotros tenemos un vvviiidddeo, viste ? Del 

atentado (Y) si (HHHDDD))) Y … (Y) Bueno, no hablemos tanto por tellléééfffono …”

(Fecha CD 222555///2/2013, Fecha Transac 27/2/2013, CD n° 295, HHHaaabbblan 

Yussuff yy “““HHD”). 

  Ni el interlocutor de Khalil ni la veracidad -o no- de la 

alusióóón formulada por aquél son conocidos hasta ahora, pero semejante 

datooo es claro que nooo pppudo qqquuueeedddaaarr releegggaaado alll olvvido.   

  VVV--- CConclusiones.  

  RRRecapitulando lo desarrooolladddoo,, ppuede resumirrse tttodo lo 

dicccho del siguieeenteee  mmooddo: 

  (((111)) Ni la denunciaa  nnniii eeel requuueeerrriiimmmiiento fiscall tiennnen por 

finaaallidad probar lllooos hhheeeccchhhos que ssseee aleeegggaan deliiicctttiiivvvos;;; pppara eesssooo –ooo  ppara lo 

contrrraario- sirve la iinnssstttrrruuucción. HHHuuubbbiera ccooorrrreeesspondddiiidddo darlleee ccurso –sin 

adentraaarrse en un análisis dogmático o probatorio propio de otras instancias- 

pero ellooo nno se hizo, apartándose la decisión de la solución normativaaa   

prevista paraaa eeel caso.  

  ((2) Basta con decir, ahora, que –sea que a llaaa postre 

resulte corroborada o dddeeesscartada- la hipótesis de la fiscalííaaa, aanalizada en 

forma global y no fragmentadddaaa, cccuuummmpppllee  cccooonn eeelll requisito mínimo de 
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planteadas por el fiscal y el juez sobre cómo sucedieron las cosas, quiénes 

fueron sus verdaderos protagonistas y cuál la relevancia penal de sus 

conductas.  

   La decisión apelada veda inválidamente que se recorra 

ese insoslayable proceso de conocimiento.  

   (3) En ese contexto, hasta tanto se avance en la 

búsqueda de la verdad, sólo quedan en pie los interrogantes que el caso, a 

la fecha, ciertamente exhibe. He puntualizado sólo algunos de ellos, para 

dimensionar el tenor de esas dudas y los cursos de acción que -para intentar 

despejarlas- son, además de prudentes, obligatorios (art. 193 del CPPN).  

   Así, frente a hechos de significativa gravedad 

institucional como los de esta causa, es preciso recabar las evidencias del 

modo más rápido posible, para que sean presentadas y argumentadas en un 

acto público, como es una sentencia judicial, pronunciada en tiempo y 

forma procesalmente oportunas.   

   Ya se perdió demasiado tiempo para instruir la causa 

como correspondía; lamentablemente no parece ilógico suponer que la 

demora haya incidido negativamente en la eficacia del procedimiento de 

procura y colección de determinadas pruebas pedidas por la Fiscalía (ej. 

allanamientos). Es obligatorio e impostergable activarlo decididamente en 

aras de evitar que ese perjuicio devenga insalvable. 

   (4) Resta una última reflexión. 

   No es dable prescindir en el análisis de aquellos otros 

documentos (referidos en la resolución apelada) que el Dr. Nisman había 

dejado firmados en una caja fuerte de su Fiscalía, pues justo es reconocer 

que su contenido -a primera vista- no es compatible o coherente con cuanto 

adujo al tiempo de formular la denuncia que encabeza este expediente.  
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conductas.  

   LLLa decisión apelada veda iiinnnvvvááálidamente que se recorra

ese insossslllaaayable proceso de conocimiento.  

   (3) En ese contexto, hasta tanto se aaavance en la

bbbúúúsqueda de la verdad, sólo quedan en pie los interrogantes queee  el caso, a

la fecha, ciertamente exhibe. He puntualizado sólo algunos de ellllooos, para

dimensionar el tenor de esas dudas y los cursos de acción que -para innntttentar

despejarlaaasss- son,,,   aaadddeeemmmás dddeee ppprudeennntess, obligatorios (artt. 19993 del CPPN)))...  

    Así, fffrrreeenteee aaa hhechos de signnificccativa gravedddad

institttuuuciooonal como los de esta cauuusa,  ees ppreciso recabbar laaas evidencias dddel

modooo máááss rráápiiddo posible, para quuue seeean presentadas yyy  arggguumennttaaddaass  en un

acto pppúbllliiicco, como es unnaaa ssseeennnteeenciiaa jjjuuudddiicial, pronuuunciaaada en tiempooo y

forma ppprrrocesssaaalllmente opppooorrrtunnaaass.   

   Ya ssseee pperdió dddeemmmaasiadddooo ttiempppooo   pppaara instruir la cccausa

como correspondía; lamentablemente no parece ilógico suponer qqque la

ddemora haya incidido negativamente en la eficacia del procediimmmiento de

prrooocccura y colección de determinadas pruebas pedidas por llaaa Fiscalía (ej.

allanammmiiientos). Es obligatorio e impostergable activarloo  dddecididamente en

aras de evitaarrr qqquue ese perjuicio devenga insalvableee... 

   (4))) RRReeesssttaaa uuunnnaaa  úúlllttiimmmaa rrreeeffflllexión. 



   Me limitaré a decir sobre ello que tengo la seguridad de 

que no están dadas las condiciones para dar una explicación definitiva a esa 

situación, cuando no se conocen aún, fehacientemente, los pormenores de 

la factura de tales instrumentos, las razones de su conservación en caja de 

seguridad y no se han obtenido todavía el resto de las probanzas a que antes 

aludí con las cuales confrontarlos. 

   Insisto: es iniciando la instrucción y dando curso a las 

medidas de prueba que devienen pertinentes que podrán esclarecerse todos 

los interrogantes en pie. Negar su apertura no sólo es incorrecto, contraría 

lo estipulado por la ley (arts. 123, 180 y 193 del CPPN).   

   Por todo lo dicho, voto en disidencia por anular el fallo 

dictado en primera instancia (art. 166 y cc. del Código Procesal Penal de la 

Nación) y, consecuentemente, teniendo en cuenta el tenor de la postura que 

ya asumió el Juez a quo sobre el fondo del asunto, se disponga su 

apartamiento de la causa con arreglo a la facultad prevista en el art. 173 de 

dicho código, remitiéndola a la Secretaría General de esta Cámara para que 

desinsacule el Juzgado que quedará a cargo de dar curso a la instrucción y 

llevarla adelante con la rapidez y decisión que el asunto reclama. 

   Así lo voto. 

   En virtud del Acuerdo que antecede, este TRIBUNAL 

RESUELVE: 

    - CONFIRMAR los puntos dispositivos I y II de la 

resolución de fs. 465/99, en tanto desestima la denuncia que diera origen 

al presente expediente por inexistencia de delito (art. 180 del Código 

Procesal Penal de la Nación), y ordena remitir testimonios de las partes 

pertinentes del sumario, y de la documentación reservada, al Juzgado 

situación, cuando no se conocen aún, fehacientemente, los pormenores de 

la factura de tales instrummmeeennntttos, las razones de su conserrrvvvaaación en caja de 

seguridad y no se hhhaaann obtenido todavía el resto de las probanzas aaa qqque antes 

aludí con las cccuuuales confrontarlos. 

  Insisto: es iniciando la instrucción y dando curso a laaasss 

medidaaasss de prueba que devienen pertinentes que podrán esclarecerse todos 

los innnttterrogantes en pie. Neggar su apertura no sólo es incorrecto, contraría 

lo essstipulado por la llleeey (artttsss... 111222333,,, 1888000 yyy 193  dell  CPPN).   

  Pooorr todo lo dicho, votttooo eeen ddisidencia por anuular el fallo 

diccctado en primmmeraaa  instancia (art. 166 y cc. dddel CCCódiggo Procesal PPenaaal de la 

Naaación) y, connnsssecuuueenntteemente, teniendo en cccuennntta el tenor de la pppostuuura quuee 

ya aassuummiióó el JJJuezzz  a quo sobre eell  fffooonnnddoo dddeelll aaasssuunto, se ddiiisponnnga su 

apaarrrtamiento de lllaaa   cauuusssaaa  con arreeegggllloo a lllaaa faacculttaaaddd pppreeevvviiista enn  eeelll arttt.. 173 de 

dichooo código, remitiéénnndddooollla a la SSSeeecccrrreettaría GGGeenneerraal ddee eeesssta Cámmmaaarrra para que 

desinsaaaccule el Juzgado que quedará a cargo de dar curso a la instrucción y 

llevarla aaadddeelante con la rapidez y decisión que el asunto reclama. 

  Así lo voto. 

  En virtud del Acuerdo que antecede, este TRIIBBBUUUNAL 

RESUELVE: 

   - CONFIRMMMAAARRR llloooss  ppuuunnntttooosss dddiiissspositivos I y IIy  de la 
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Federal N° 9, Secretaría N° 18, para su incorporación a la causa nro. 

11.503/14 del registro de ese Tribunal. 

   Regístrese, hágase saber conforme las Acordadas nro. 

31/11 y 38/13, comuníquese a la Dirección de Comunicación Pública de la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación (conf. Acordada N° 15/2013 y 

54/2013 de esta Cámara) y devuélvase a la anterior instancia. 

  Sirva la presente de atenta nota de envío. 

   JORGE L. BALLESTERO 

               (por su voto) 

EDUARDO R. FREILER  EDUARDO G. FARAH 

     (por su voto)      (en disidencia) 

  Ante mí: IVANA S. QUINTEROS 

      Secretaria de Cámara  
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   Regístrese, hággase saber conforme las Acordadas nro.

31/11 y 38/13,, cccooommmuníquese a la Dirección ddde CCCooomunicación Pública de la

Corte Suuuppprema de Justicia de la Nación (conf. Acorrrdddaada N° 15/2013 y

54/22200013 de esta Cámara) y devuélvase a la anterior instanciaa. 

  Sirva la presente de atenta nota de envío. 

   JORGE L. BALLESTERO 

               (por su voto) 

EDUUUAAARDO R. FREEEIIILLLER  EDUARDOO GGG. FARAH 

      (p(p(pororor su voto)      (en d disididenenencia) 

  Ante mí: IVAVAVANANANA S. QUQUINTEROS 

      SeSecretarariaiaia de e e Cámara  


